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TRASCENDENCIA JURÍDICA QUE REPRESENTA LA DECLARACIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD DE LA LEY No. 350 “LEY DE REGULACIÓN DE LA JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO”, EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO NICARAGÜENSE

RESUMEN DEL TRABAJO.

En este trabajo se analiza el impacto que tiene sobre el ordenamiento jurídico (específicamente sobre los derechos procésales de los nicaragüense) la declaración de inconstitucionalidad de 33 artículos de la Ley No. 350 “Ley de Regulación de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo”, esta inconstitucionalidad fue declarada a través de la Sentencia No. 40 de la Corte Suprema de Justicia del día 10 de Junio del año 2002. 

El trabajo inicia haciendo un recorrido por la historia del derecho hasta llegar al surgimiento del Derecho Administrativo en general y el derecho Contencioso Administrativo en lo especifico tanto en el mundo como en Nicaragua, para finalizar con el análisis propiamente dicho de la Inconstitucionalidad de los artículos de la Ley No. 350.    

INTRODUCCIÓN.


La declaración de inconstitucionalidad de la Ley No. 350, deja desprotegido a los particulares frente a la administración pública al dejar como única instancia a la CSJ, en la Sala de lo Contencioso Administrativo para acudir a demandar a los encargados de la administración pública, y admiten de manera tacita las actuaciones en  los actos de carácter general.

  
Enmarcados en la parte resolutiva de dicha sentencia y considerando que nuestra Constitución Política define a la nación nicaragüense como un Estado Social de Derecho, hemos decidido profundizar en el tema para determinar si al ciudadano no se le cercenado los derechos adquiridos según el texto Constitucional a la luz de la resolución antes mencionada, ya que el derecho contencioso-administrativo viene a llenar la necesidad que tenían los ciudadanos de poder reclamar y recurrir a la justicia cuando consideraran que están  siendo vulnerado sus derechos por la administración pública en actos derivados y revestidos del imperium público.


En este sentido, nos situamos en la conveniencia de estudiar y establecer en primer término los orígenes y evolución del Estado hasta convertirse en uno garantista, para luego adentrarnos en los motivos y la evolución del derecho contencioso-administrativo hasta llegar a nuestro modelo jurídico concentrado en la Ley No. 350, “Ley de Regulación de la Jurisdicción Contencioso-Administrativo”. 


Es trascendental para la presente investigación profundizar en el estudio   del recurso de inconstitucionalidad interpuesto contra los artículos 19 inciso 2, 25, 49, 54, 62 párrafo primero, 65 ultima línea, 72 párrafo segundo, 96, 99 ultima línea segundo párrafo, 105, 106 párrafo segundo, 107, 108, 109, 110 primer párrafo, 111, 117 primera línea, 118, 119 segunda línea, 130, 131, 132, 133, 136 de la Ley No. 350, y así analizar la veracidad de la inconstitucionalidad alegada basados en nuestros conocimientos teóricos, la doctrina y por supuesto en nuestra Carta Magna.


El presente estudio esta dividido en cuatro capítulos: 1. El Estado Social de Derecho, Origen y Concepciones Actuales, 2. Origen y Evolución del Derecho Contencioso Administrativo, 3. El Sistema Contencioso Administrativo Vigente en Nicaragua  y por  último estudiaremos,  4. El Recurso de Inconstitucionalidad Promovido contra la Ley No. 350, “Ley de Regulación de la Jurisdicción Contencioso Administrativo”, Análisis y Comentarios, para luego realizar el análisis de los resultados obtenidos de nuestra investigación en donde daremos cumplimiento a nuestros objetivos planteados y finalizar con las conclusiones y recomendaciones.  

OBJETIVOS

OBJETIVO GENERAL.


Analizar la trascendencia en nuestro ordenamiento jurídico de la declaración de inconstitucionalidad de la Ley No. 350. 

OBJETIVOS ESPECÍFICOS.

1. Definir la naturaleza jurídica del Contencioso Administrativo en Nicaragua. ¿Recurso o Proceso?. 

2. Resaltar la  importancia que tiene para nuestro Estado Social de Derecho, la Ley  No. 350 ,“Ley de Regulación de la jurisdicción de lo  Contencioso Administrativo”, en la tutela de los derechos humanos de los nicaragüenses. 

3. Determinar si la Sentencia emitida por la Corte Suprema de Justicia sobre el Recurso de Inconstitucionalidad interpuesto contra la Ley No. 350, “Ley de Regulación de la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo”, Es apegada a Derecho. 

4. Establecer que efectos Jurídicos ha  provocado la  Declaración de Inconstitucionalidad    de treinta y un  artículos de la Ley No.  350.

HIPÓTESIS

La Ley 350 “Ley de Regulación de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo” en Nicaragua”, sufrió una segregación de su texto jurídico debido a la Declaración de Inconstitucionalidad. 

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA.

La  trascendencia jurídica que presenta la Declaración  de  Inconstitucionalidad de treinta  y un artículos  de la Ley No.  350, “Ley de Regulación de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo” en nuestro Estado Social  de Derecho, radica principalmente en que con la sentencia numero 40 eliminó derechos y garantías procésales consignadas en nuestra Constitución Política, lo que garantizaba el pronto acceso ala justicia de todo aquel ciudadano que consideraba que la administración pública en el ejercicio propio de sus funciones había violentado sus derechos.


Esto dejo como contencioso administrativo que presenta múltiples lagunas legales en su texto jurídico, que discrepan de su concepción original y del modelo Constitucional que tenemos por Estado los nicaragüenses.


En este sentido es valido preguntarse: ¿Cuál es la trascendencia jurídica que representa para el ordenamiento jurídico nicaragüense, la declaración de inconstitucionalidad de la Ley No. 350, “Ley de Regulación de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo?.

JUSTIFICACIÓN.


Las pretensiones que son objetos de la jurisdicción de lo Contencioso-Administrativo representa la más pura expresión de la democracia; porque la ciudadanía se ve protegido frente al ejercicio de la administración pública 


Es importante conocer, estudiar y dominar; esta materia para hacer valer  nuestros derechos ante cualquier ente que los quiera cercenar.


Debido a la trascendencia e importancia del estudio del tema nos parece vital determinar si  con la inaplicabilidad de los artículos declarados inconstitucionales se ha dejado al descubierto algún derecho que limite el ejercicio del ciudadano en la vía Contencioso-Administrativo.

CAPÍTULO I:     EL ESTADO SOCIAL DE DERECHO, ORIGEN Y CONCEPCIONES ACTUALES.

1. CONCEPTO, ORIGEN Y EVOLUCIÓN DEL ESTADO

Una discusión interminable sobre el Estado y la sociedad plantean la necesidad  de precisar dichos conceptos, aunque sea un breve un análisis de la evolución histórica de la sociedad humana.

1.1 EL SER HUMANO ES UN SER SOCIAL

Según la concepción mas universalmente aceptada, el ser humano es un ser de individual de naturaleza social. Como individuo es persona, es decir, es un compuesto inseparable de materia y espíritu. La materialidad le impone necesidades fisiológicas tales como comer, vestir, habitar, cohabitar, que deben ser satisfechas de acuerdo a su dimensión espiritual, es decir, a su racionalidad y a su voluntad. 

La espiritualidad le plantea necesidades de conocer, reflexionar, decidir-participar, de solidaridad, estéticas, etcétera. En este aspecto de la espiritualidad, la discusión en todo caso se centra en si esta espiritualidad es trascendente o no y en si es de naturaleza distinta o no a la materia
.

2. CONCEPTO DE SOCIEDAD

Todas las corrientes filosóficas y políticas, aún las materialistas
 y las individualistas
, están de acuerdo en que los seres humanos además de ser individuos, son seres únicos e indivisibles, son seres sociales, es decir, son seres que para sobrevivir y desarrollarse como seres humanos que necesitan de la cooperación y del auxilio de los demás seres humanos. Experiencias históricas recientes permiten afirmar que aún cuando en algunas ocasiones el ser humano ha logrado sobrevivir sin el auxilio de los demás seres humanos, (generalmente conviviendo con lobos), también es cierto que no ha logrado pasar de un cierto nivel de animalidad y que no ha logrado desarrollar funciones básicas tales como el lenguaje y otras. Si los seres humanos son seres sociales, esto quiere decir que siempre han existido y conformado sociedades, el término sociedad tiene dos sentidos: uno amplio y otro estricto
. 

Según el Profesor Duran4.1, en sentido amplio el término sociedad se aplica a todo conjunto de seres vivientes, en cuanto a que su agrupación y grado de organización interna se establece tanto parta conseguir la alimentación como para defenderse de otros factores (otros seres vivientes o fenómenos de la naturaleza) que ponen en peligro su sobre vivencia como especie. Si se quisiera simplificar al máximo, podríamos decir que las sociedades no humanas tienen tres funciones u objetivos básicos: Comer, defenderse y reproducirse a fin de que la especie continúe. El ejemplo clásico de sociedad en este sentido es el de las abejas constituidas en colmenas y el de las hormigas y su división del trabajo al interior de los hormigueros.

En sentido estricto, la sociedad es un término que solamente se aplica a las diversas agrupaciones de seres humanos, que se juntan en cantidades mayores o menores tanto para la satisfacción de las necesidades primarias (comer, vestir, reproducirse como especie), como de necesidades más complejas relacionadas con su realización y perfeccionamiento como seres humanos y como conjunto4.2.

3. EVOLUCIÓN DE LA SOCIEDAD HUMANA Y APARICIÓN DEL ESTADO

Pero la sociedad humana no siempre ha sido la misma, sino que ha estado y está en constante evolución y han pasado, históricamente, hablando, desde dimensiones (tamaños) pequeños y formas organizativas simples hasta dimensiones más grandes y con grados complejos de organización interna. Así la expresión actual de la sociedad humana no es la misma que en los orígenes de la humanidad y es evidente que en el futuro asumirá nuevas formas y contenidos.

Por eso es necesario que analicemos, aunque sea breve y panorámicamente, cuál ha sido la evolución histórica de la sociedad humana, cuál es su expresión actual y cuáles son las tendencias más probables.

Antes de iniciar el estudio de las características primordiales de las primeras culturas y asentamientos humanos originarios de algunos pueblos con características semejantes al Estado, debemos referirnos como base a algunas manifestaciones del hombre en la antigüedad.

En primer lugar encontramos el sedentarismo
, que fue la primera manifestación de agrupación del hombre, debido a la búsqueda del espíritu y la acción, ya que al vivir a merced de la naturaleza y en condiciones extremadamente precarias, se vio en la necesidad de organizarse en pequeños grupos y asentarse en un lugar, aprendiendo de esta forma a convivir con más seres de su misma especie y repartiendo deberes y obligaciones tales como el cultivo y la caza. Después, el mismo hombre primitivo, aprendiendo a vivir en conjunto con otros seres, forma la primera institución social: la  familia, cuya evolución es importante por ser la primera unión con otros seres biológicamente necesarios. 

Nadie sabe en sí cuándo surge la familia como tal, por que no existen modos, ni formas, ni medios con los cuales pueda estructurarse el conocimiento de la familia primitiva, desde que un hombre empezó a vivir con una mujer, hasta el nacimiento del primer hijo y su convivencia. Lo cierto es que marcó la pauta para la primera estructura social. Con el tiempo, y con la ayuda del medio ambiente y la familia, se desarrollan ciertas formas preestatales
.

Una de las visiones más aceptadas de este proceso de la evolución social es el siguiente
: En grandes rasgos se dividen en sociedades no estatales y sociedades estatales.

3.1. LAS SOCIEDADES NO ESTATALES 

Estas surgieron en los albores de la humanidad y subsisten en algunas regiones de África, de América Latina y el Pacífico. Se caracterizan porque no están suficientemente estructuradas, aún cuando sí mantienen formas primarias de cohesión social y de gobierno (de autoridad) y su territorialidad es inestable, (generalmente son sociedades nómadas) ya que sus formas de producción son generalmente la caza, la pesca y la recolección de frutas y raíces. Es decir, generalmente son sociedades no agrícolas
. Krader
 nos manifiesta que "hay que hacer notar que todas éstas sociedades tienen alguna forma de gobierno (es decir, modos de organizar internamente sus asuntos sociales), pero no todas ellas realizan esa función, mediante la forma de gobierno que es el Estado”. Dentro de las sociedades no estatales se pueden mencionar las siguientes:

3.1.1. LA HORDA.
Formación social primitiva que tenía su razón de existir en la solidaridad para sobrevivir. Aunque en se mantenía la promiscuidad sexual, sin diferenciar entre ascendientes o descendientes. Vivían en cavernas
. La RAE
 la de define como: Comunidad de salvajes nómadas. Grupo de gente que obra sin disciplina y con violencia.

El profesor Ramiro Fernando Pozo Urbina
 define a la Horda como: “Grupos de familias reunidas sin reglas fijas establecidas y que vivían en un régimen de promiscuidad. Eran colectividades formadas por grupos de nómadas unidos entre sí por la necesidad de recolectar el alimento y defenderse de los peligros, su jefe posiblemente electo dentro del mismo grupo podía ser un hombre o una mujer”. A este tipo de organización se le considera la primera manifestación rudimentaria de sociedad organizada y surge del principio incitó en la naturaleza humana desde los tiempos ancestrales de que la unión hace la fuerza.  

3.1.2. EL CLAN.
“Es un grupo de gente unida por parentesco y ascendencia, ésta definida como la percepción de ser descendientes de un ancestro común. Aun si los verdaderos linajes no se conocen realmente los miembros del clan reconocen a un padre fundador símbolo de la unidad del clan. A veces el ancestro es no humano y en este caso se habla de un totem animal. En general, el parentesco difiere de las relaciones biológicas ya que también envuelve la adopción, el matrimonio y lazos genealógicos ficticios. Los clanes se pueden describir de manera más sencilla como subgrupos de tribus y usualmente constituyen grupos de 7.000 a 10.000 personas”
.

En este tipo de organizaciones los grupos de individuos además de estar por vínculos sanguíneos, es por la necesidad del trabajo en equipo y por buscar el bienestar de todos y por primera vez surgen prohibiciones de carácter religiosa de que no se case entre parientes.   
3.1.3. LA TRIBU
.

Es un conjunto de personas que proceden generalmente de una familia o de la asociación de pocas familias, que habitan un poblado o aldea en un territorio geográfico definido, que están dirigidas por las personas mayores (jefes o patriarcas). Los humanos que componen una tribu suelen ser de la misma raza, creencias y costumbres. Las tribus surgen en el neolítico y tras la asociación de las primeras tribus en las ciudades surgen la civilizaciones.

El término tribu aparece en la antigua Roma, cuando se asocian varias bandas, clanes o conjunto de personas emparentadas (tribus) diferentes entre sí, pero que tienen la necesidad de formar una comunidad y crear instituciones para que sea posible la convivencia entre las gentes que han decidido por vivir juntas y unidas, conociendo las diferencias entre ellas, entre las tribus.

Para la Real Academia de la Lengua Española
 manifiesta que la tribu es un “Grupo social primitivo de un mismo origen, real o supuesto, cuyos miembros suelen tener en común usos y costumbres. Cada una de las agrupaciones en que algunos pueblos antiguos estaban divididos; por ejemplo las doce tribus del pueblo hebreo y las tres primitivas de los romanos”.

“Esta forma de organización social posee ya un carácter mas definido y permanente. Se asientan sobre un territorio determinado, conciben una división de tierra y trabajo, pero sobre todo esta dotada de una organización mas estructurada y jerarquizada ya que cuenta con órganos de gobierno e incluso con una organización militar o guerra estable”
. 

3.2. LAS SOCIEDADES ESTATALES. 

Son aquéllas formas de agrupación humana que además de una organización económica y social, poseen un territorio y una forma de gobierno (de autoridad) más complejas y estructuradas. Para que el Estado llegue a formarse, los seres humanos han de sentirse impelidas a agruparse saliendo de las múltiples comunidades dispersas en que han vivido, han de salirse del ambiente local para entrar juntos en un nuevo tipo de organización. El Estado es una de las formas y para lo cual vamos a estudiar su concepción y características primordiales para luego ver la evolución que este ha tenido a través de la historia. 

3.2.1. EL ESTADO.

3.2.1.1. CONCEPTO.

Esta forma de la sociedad humana, desde el punto de vista de la ciencia política ofrece menos dificultades para su comprensión.

"Estado proviene del participio latino "status"
. El término en su sentido moderno fue introducido por Maquiavelo cuando introdujo esta palabra en su obra "El Príncipe" al decir: "Los Estados y soberanías que han tenido y tiene autoridad sobre los hombres, fueron y son, o repúblicas o principados. Los principados son, o hereditarios con larga dinastía de príncipes, o nuevos; o completamente nuevos, cual lo fue Milán para Francisco Sforza o miembros reunidos al Estado hereditario del príncipe que los adquiere, como el reino de Nápoles respecto a la revolución de España. Los Estados así adquiridos, o los gobernaba antes un príncipe, o gozaban de libertad, y se adquieren, o con ajenas armas, o con las propias, por caso afortunado o por valor y genio". Al hablar de lo stato, lo convierte en sustantivo abstracto con una significación similar a la de polis para los griegos y cívitas para los romanos, es decir, comunidad humana suficiente en sí, con gobierno propio e independiente, supremo en su orden. Se diferencia de otros términos de parecida índole, como el de "sociedad", porque ésta admite otras caracterizaciones fuera de la sociedad política y porque no toda sociedad política es Estado. También se distingue de la nación”
.

Se entiende por Estado a la “organización política y jurídica de un pueblo en un determinado territorio y bajo un poder de mando según la razón”
.

En la institucionalización jurídica y política de la sociedad. Es justamente por esto que Kelsen, uno de los grandes teórico  del Estado moderno afirma que "… el Estado tiene como elementos constitutivos esenciales el poder público, el territorio y el pueblo"
.

Mauricio Hauriou
 define el Estado como: “el régimen que adopta una nación mediante una centralización jurídica y política realizada por la acción de un poder político y de la idea de la Republica como conjuntos de medios que se ponen en común el bien común”. En el concepto que acabamos de plasmar podes notar un elemento significativo que no anotábamos en las definiciones anteriores como lo es la búsqueda del bien común que pasa hacer el elemento innato al Estado y además la razón de convivencia de los seres humanos en sociedad
.

“El Estado es un ordenamiento jurídico para los fines generales que ejerce el poder soberano en un territorio determinado, al que están subordinados necesariamente los sujetos que pertenecen a él”
.

En nuestra opinión el Estado es un grupo de personas asentados sobre un territorio que comparten entre si características o costumbres similares, regidos por un gobierno electo por la mayoría de la población en igualdad de condiciones; con normas jurídicas establecidas para regular las relaciones entre la colectividad y entre la colectividad y los gobernantes, así como su vinculación con otros pueblos, todo esto con el objetivo de buscar el bien común y con ello mejorar el nivel de vida de cada uno de sus habitantes.

3.2.1.2. CARACTERÍSTICAS.

"Los tratadistas suelen distinguir dos elementos esenciales del Estado: los materiales (territorio y población) y los formales (los órganos oficiales que lo representan y cumplen sus funciones, y la autoridad legal de la que se hallan investidos)" 
.

En nuestro trabajo investigativo y en consideración a las definiciones estudiadas en el acápite anterior de esta tesis, pueden extraer las siguientes características necesarias para la existencia de un Estado en la actualidad: Gobierno, territorio, población, soberanía y bien común.

3.2.1.2.1. GOBIERNO.  

Según la Real Academia de la Lengua Española, “gobierno es aquel en que, bajo diversas formas, concurre la nación, por medio de sus representantes, a la formación de las leyes”. En esta concepto está clara la definición de un gobierno de un gobierno en una democracia representativa como la nuestra ya que aparecen elementos importantes tales como la concurrencia de la nación que se interpreta según este contexto como un llamado a una elección para elegir los representantes que son los encargados por mandato del pueblo de legislar en pro del bien común
.

3.2.1.2.2. TERRITORIO.
El territorio es el lugar donde el Estado ejerce su soberanía y está constituido no sólo por el suelo sino por el subsuelo, las áreas marinas y submarinas y el espacio aéreo, el espectro electromagnético y el segmento correspondiente de la órbita geoestacionaria. Con respecto a esta definición nuestra Constitución Política es mas especifica y deja bien claro lo que comprende el territorio nacional cuando manifiesta en el Arto. 10  párrafo 1 Cn. “El territorio nacional es el comprendido entre el Mar Caribe y el Océano Pacifico y las Repúblicas de Honduras y Costa Rica. La soberanía, jurisdicción y derechos de Nicaragua se extienden a las islas, cayos y bancos adyacentes, así como a las agua interiores, el mar territorial, la zona contigua, la plataforma continental, la zona económica exclusiva, y el espacio aéreo correspondiente, de conformidad con la Ley y las normas de Derecho Internacional”.    

3.2.1.2.3. POBLACIÓN.

El pueblo, constituido por todas las personas que se encuentran en ese territorio y que por ello están bajo la influencia de lo determinado por el ordenamiento jurídico
.
3.2.1.2.4. SOBERANÍA.

La soberanía, entendida como la característica del poder estatal que implica que dicho poder sea supremo en el orden interno e independiente en el orden externo. 

Para Hernan Heller "Decir que un Estado es soberano significa que él es la unidad universal de decisión en un territorio, eficaz en el interior y en el exterior"
.

El aspecto interno implica que el pueblo se otorga su propio orden jurídico sin que nadie le señale como debe de ser éste; los hombres libres deciden su forma de gobierno y nombran a quienes van a dirigir los órganos de la estructura política de acuerdo con la leyes, que son la expresión de la voluntad popular. 

Sí el aspecto interno consiste en la facultad exclusiva de un pueblo de dictar, aplicar y hacer cumplir las leyes. 

El aspecto externo implica la libertad de todas las naciones, la igualdad entre todos los pueblos. 

El aspecto externo significa que un pueblo independiente y supremo se presenta en el consorcio universal de naciones, entra en relaciones con sus pares; es el mismo principio que rige la vida interna de la nación, sólo que proyectado hacia afuera del Estado.

Jean-Jacques Rousseau
, en el contrato social no dice que la “soberanía radica en el pueblo y que es transferida a los representantes, por un periodo de tiempo determinado”, le dio tanta importancia que no manifiesta que cada ciudadano posee su propia soberanía. 

Por otro lado, se plantea un tema muy interesante de parte de Rousseau en su obra el Contrato Social, que es el concepto de soberanía, el cual, descansaba en el pueblo quien delegaba dicho poder, como decía anteriormente, a sus representantes pudiendo ser removidos dicho poder soberano, en un inicio, aunque luego no se podría. Y decía, si en un país existen 10000 personas, cada una de esas personas posee una parte de la soberanía, es decir, 1⁄10000. Surgiendo con esto, el concepto de Ley. Que es la expresión soberana, máxima, que reúne la voluntad popular y que va a residir en los representantes, para regular determinadas situaciones y mantener la convivencia pacífica en una comunidad
.

Es decir, que el pueblo debe hacer sus leyes siendo el gobierno quien ejecute los mandatos del pueblo, pudiendo ser destituidos si incumpliere, teniéndose como base, a la ley como voluntad general en búsqueda del bien común. Ataque certero al absolutismo.

3.2.1.2.5. BIEN COMUN.
Según Eudaldo Forment Giralt
, bien común
 significa que las acciones del Estado van ha estar encaminadas en buscar lo mejor para la colectividad de actores naturales y jurídicos que lo conforman: bienestar material, paz social e institucionalidad.

Bienestar Material: “Es la satisfacción resultante de la participación de todos los ciudadanos en esos bienes"
. Es decir son lo beneficios que obtienen los habitantes de un nación cuando existe un verdadero proyecto de nación y se trabajo en el bienestar de todos y no en los interés personales o partidarios.

Paz Social: La paz es fruto de la justicia. San Agustín en La Ciudad de Dios afirma que: "La paz de todas las cosas es la tranquilidad del orden". Esta definición de la paz, que se ha hecho clásica, es equivalente a esta otra, que da en el mismo lugar, y que también se refiere al orden: "La paz de una ciudad es la concordia bien ordenada en el gobierno y en la obediencia de sus ciudadanos"
.

Institucionalidad: Es el respeto tanto de las autoridades como de los ciudadanos por las instituciones, significa que el representante de una institución no debe tener mas poder que los que le brinda la institución y no debe ser mas que la institución, por otra parte los ciudadanos deben respetar las instituciones establecidas, por que de otra manera estaríamos en un mundo sin orden y no existirían los dos primeros elementos.

Por lo tanto para que pueda existir el bien común deben de conjugarse los tres elementos mencionados. 

3.2.1.3. EL ESTADO-NACIÓN COMO FORMA PREDOMINANTE DEL ESTADO EN LOS INICIOS DEL SIGLO XXI.

El término "nación" significa, etimológicamente "lugar donde se nace que proviene del latín "nascere" que significa "nacer", pero desde el punto de vista de las ciencias sociales y políticas, la nación es una realidad constituida por un conjunto de seres humanos que además de tener un lugar común de nacimiento y de vida (el territorio), tienen una serie de características que los identifican y al mismo tiempo los distinguen de otros conjuntos de seres humanos: raza, idioma, costumbres, tradiciones, historia, religión, música, hábitos alimenticios, en síntesis una cultura que va moldeando el alma individual y colectiva de los pueblos, pero sobre todo un sentimiento común de tener un mismo destino
.

"La nación es una comunidad total, es decir, es una comunidad donde se cumplen todas las funciones de la vida social, dotada de independencia, o por lo menos de una gran autonomía, dentro de la cual se desarrollan la conciencia de un mismo pasado, de una intensa solidaridad que abarca todos los aspectos de la vida y de un común destino en el presente y en el futuro"
.

Para Jorge Carpizo
 la nación es definida como “el grupo de hombres, generalmente grande, unidos por sentimientos de solidaridad y de fidelidad que ayudan a crear una historia común y por datos como la raza, la lengua, y el territorio y que tienen el propósito de vivir y de continuar viviendo juntos en el futuro”.  

Las relaciones Estado-Nación: Confundir al Estado con la Nación sería un error que llevaría a errores graves, ya que históricamente han existido y existen Estados que comprenden varias naciones: la antigua Unión Soviética o Yugoslavia son prueba de ello. Así como también hay naciones que están divididas en dos o más Estados. La República Federal Alemana y la República Democrática alemana son prueba de ello, hay que mencionar también a la nación palestina que no tiene un territorio ni un Estado formal, pero si son una nación.

"Mientras que la nación comprende un sinnúmero de aspectos de la vida humana y ejerce una influencia sobre casi todas las actividades del hombre, el Estado es solo una organización pública, una armazón jurídica, el órgano establecedor del derecho, aplicador de éste." Y más adelante continúa diciendo: "También desde el punto valorativo hay que proclamar que así como el Estado no debe ser un fin en sí mismo, sino debe ser un medio al servicio de las personas y del pueblo en su conjunto, así el Estado debe ser para la nación"
.

A pesar de lo anterior, es necesario reconocer que el Estado es, ha sido y será históricamente uno de los factores más determinantes en la conformación de las naciones, ya que puede y debe convertirse en uno de los factores más importantes para crear y desarrollar ese sentimiento de solidaridad activa y de pertenencia a una comunidad total.

Una visión generalmente aceptada de la evolución de las sociedades estatales es la siguiente
: Vamos estudiar el Estado tomando en cuenta la evolución de la sociedad humana en cuatros épocas históricas que se denominan de la siguiente manera:

3.2.2. ÉPOCA ANTIGUA.

El poder social se sustentaba en la observancia de un conjunto de costumbres que constituyen la medula organizativa de la sociedad. La necesidad de ajustarse a cierto orden en sus relaciones, acatar reglas de su convivencia con fuerza reguladora de los usos y las costumbres donde la colectividad gentilicia en su conjunto velaba por la observancia de los usos y costumbres establecidas, solidaridad social, estrecha y vital”
. Lejos de una vida anárquica y caótica se basaba con un orden firme establecido por la fuerza reguladora de usos apoyada en la autoridad de su líder e impregnados de tabúes religiosos.

3.2.2.1. GRECIA 

3.2.2.1.1. LA POLIS
.

En Grecia en los años que van de 776 al 500 a.c. se consolido un sistema denominado como polis
 que era una unidad social, económica y política de esta civilización. Cada polis era un estado soberano con leyes gobierno e instituciones propias y se caracterizaban por los siguientes aspectos:

a. Constituían un espacio urbano amurallado.

b. Su población era variable.

c. Surgen como resultados de las guerras.

d. En relación a su estructura en Grecia cada polis era un estado independiente del otro.

e. Solo se consideraban ciudadanos a los nacidos en las polis y los padres de estos.

f. Su fuente de ingresos principalmente provenían de la agricultura.

g. Su conducta política se identifica con la organización y será una conducta llena de deberes y participación ciudadana.

h. Sus formas de gobierno son diversas, entre las que se encuentran: monarquía, aristocracia y democracia, entre otras.  
Dentro de la Polis griega hay que distinguir a sus dos más grandes representantes que son: Esparta y Atenas.

3.2.2.1.1.1. ESPARTA.  

Esparta se fundo en un valle que sin llegar a ser estéril, estaba alejado del mar y de toda vía hábil de comunicación, su población original estaba formada por campesinos helotas (ilotas).

La población espartana estaba dividida en clases sociales
 las cuales eran las siguientes:

· Ilotas: Eran siervos y esclavos adscritos a las tierras, no tenia derechos políticos ni civiles.

· Periecos: Eran los que vivían en torno a donde se dieron las tierras, tenían algunos derechos civiles, pero no tenia derechos políticos. Su obligación principal era servir.

· Espartanos: Eran los ciudadanos por excelencia, los únicos capaces para ser elegidos en cargos públicos y para los honores.

El Estado estaba organizado
 de la siguiente manera:

· Basileus: Eran dos reyes los que estaban a la cabeza del gobierno, en la cima de la autoridad política. Eran los jefes militares supremos del ejercito, del culto, de la nación, presidían el consejo y sus poderes eran ilimitados y lo desempeñaban de manera vitalicia y hereditaria.

· Gerucia: Era una especie de consejo o senado, compuesto por 28 ancianos elegidos de manera vitalicia y seleccionados de las familias mas nobles, dentro de aquellos que no fueran menores de 60 años.

· Apella: Se llamaban asamblea popular, constituida por los espartanos mayores de 30 años. No tenia atribuciones específicas si no que se limitaban a aprobar o desaprobar algún proyecto que se les sometiera a consulta. 

· Eforos: Estaban integrados por cinco ancianos elegidos anualmente. Eran los encargados de dirigir las relaciones diplomáticas del Estado y en ocasiones funcionaban como tribunales o jueces en el ámbito civil. 

3.2.2.1.1.2. ATENAS.

En Atenas se presento un modelo diferente de gobierno del resto de la península helénica. En los albores del siglo VIII a.c. la ciudad se consolido como un importante centro político, comenzando como una monarquía y con el paso del tiempo se fueron estableciendo formas de gobierno mas representativas
.  

La población ateniense estaba dividida en las siguientes clases sociales
: 

· Eupatridas: Eran los únicos que podían intervenir en los asuntos públicos, desde los cargos de carácter político.

· Los Geomoros: Se dedicaban a la agricultura por lo que poseían grandes extensiones de tierra. 

· Los Demiurgos: Eran obreros libres y se dedicaban a labores como la artesanía, también se dedican al comercio. 

Debido a que el modelo político ateniense fue cambiando paulatinamente les presentaremos un esquema, de cómo eran la organización política en cada etapa
.

· Monarquía.

· El Rey: Era el jefe militar, también tenia funciones administrativas, judiciales y religiosas.

· El Areopago: Era el órgano asesor del rey, también se constituía en Supremo Tribunal del Estado y gozaba de un gran prestigio por la moralidad y sabiduría de sus integrantes.

· El Agora: Era la asamblea del pueblo, integrado por todos los miembros del grupo, tomaba decisiones sobre la problemática.  

· Las reformas de Solón.
· El Arconado: Sustituyeron al rey al frente del Estado, elegidos anualmente y asumieron las antiguas funciones que se le otorgaban al rey.

· El Arepago: Era el tribunal superior en cuestiones criminales y conservaba el control y supervisión general sobre los demás órganos del Estado.

· La Ecclesia: Era la asamblea popular, la que se constituyo con la base institucional del Estado. Entre sus funciones estaba la de elegir  los magistrados.

· La Boule: Era un consejo de cuatrocientas personas al que pertenecían los miembros de las clases sociales.

· Reformas de Clistenes:
· El Arconado: Mantenia las funciones del Estado, pero con limitaciones sensibles en cuanto a sus prorrogativas.

· Los Estrategas: Eran los diez jefes militares que dirigían el ejercito.

· La Ecclesia: Entre el 510 y el 487 a.c. se encargo del nombramiento de los arcones.

· La Boule: Fue ampliada a quinientos.

La civilización griega dio grandes aportes a la cultura moderna casi en todas la ciencias y artes de la actualidad, en el aspecto político el aporte mas significativo que se dio fue la democracia y el sufragio universal. 

3.2.2.2. ROMA.

Roma comenzó su historia como una aldea más entre las otras muchas de pastores y campesinos que se repartían las colinas y minúsculos valles de la zona. Los primeros habitantes fueron posiblemente un conglomerado de gentes de distinta procedencia que vivían al margen del desarrollo económico y cultural de sus prósperos vecinos, es decir, los etruscos al Norte y los campanios y los griegos al Sur. Según la leyenda, la ciudad fue fundada por Rómulo y su hermano Remo, en el año 753 a.c, por otro lado la fundación de Roma se atribuye a tres tribus: los Ramnes, los Ticios y los Lúceres. 

Posteriormente una discusión entre ambos hermanos acabó con la muerte de Remo a manos de Rómulo, a quien los dioses habían señalado como el gobernante de la nueva ciudad. 

3.2.2.2.1. LA MONARQUIA
.

Rómulo gobernó durante 38 años creando durante estos años las primeras instituciones entre ellas el Senado y organizando la sociedad entre dos clases los patricios y los plebeyos. Tras su muerte se sucedieron en el trono de Roma seis reyes. El periodo en que Roma fue gobernado por reyes es conocido como la Época Monárquica. 

El gobierno de los reyes durante el primer siglo y medio de la existencia de Roma no era absoluto. El rey era aconsejado por una asamblea de cien de los representantes más viejos de los diversos clanes que constituían la población de la ciudad, representantes de quienes, a causa de su edad y experiencia, cabía esperar que aconsejasen bien al rey, este grupo de hombres viejos formaba el Senado, así llamado por la palabra latina que significa «anciano». 

El Senado estaba con respecto al resto de los romanos en la misma posición que el padre con respecto a su familia, por ello, los senadores eran los patricios, de la palabra latina que significa «padre». 

Las tribus y clanes que se iban adhiriendo a roma, no fueron puestos en un pie de igualdad con las viejas familias, pues éstas no deseaban compartir su poder, no podían enviar representantes al Senado ni aspirar a otros cargos gubernamentales y se les denomino plebeyos, de ulla palabra latina que significa «gente común». 

Tarquinio Prisco quinto rey de Roma realizó una gran cambio en Roma debido a que la civilización y las costumbres etruscas penetraron en la ciudad, el construyó el Circo Máximo, también introdujo los juegos atléticos, según la costumbre etrusca, más tarde, éstos se convirtieron en combates entre hombres armados que eran llamados gladiadores, por la espada («gladius») con que luchaban. Luego, también, Tarquinio introdujo costumbres religiosas etruscas y comenzó a construir un gran templo a Júpiter en el Monte Capitolino. 

Tarquinio fue victorioso en las guerras contra las tribus vecinas e introdujo la costumbre etrusca del triunfo. En 578 a. C., Tarquinio Prisco fue asesinado por hombres pagados por los hijos del viejo rey, Anco Marcio, pero un yerno de Tarquinio Prisco actuó rápidamente y ocupó el trono. Servio Tulio fue un etrusco, demostró ser devoto de Roma, y bajo su gobierno ésta siguió floreciendo, la ciudad se expandió sobre una sexta y una séptima colina, el Esqullino y el Viminal, al noreste y construyó una muralla alrededor de las siete colinas (la Muralla Serviana), que señaló los «límites urbanos» de Roma para los quinientos años siguientes, aunque la población de la ciudad con el tiempo se extendió más allá de las murallas en todas las direcciones. 

“Durante cinco siglos y siete reyes los romanos lograría sobrevivir, primero, y llegaría a ser una gran potencia después”
.

Roma, ni siquiera en sus más grandes períodos, no llegó nunca a elaborar una ciencia y una matemática puras, como habían hecho los griegos; sin embargo, los romanos siempre se sintieron orgullosos de sus grandes obras de ingeniería y sus obras prácticas de arquitectura.  

3.2.2.2.2. LA REPUBLICA
. 
Los romanos gustaban de atribuir una parte del éxito internacional a la bondad de su forma de gobierno, como, efectivamente, una de sus más notables creaciones fue el sistema político, merece la pena explicar cuáles fueron sus bases. Aunque la tradición achaca al advenimiento de la República la gran transformación del régimen político, el cambio debió de ser menos repentino y en absoluto total. 

Con respecto a la monarquía, en la república lo único que desapareció fue la figura del rey. 

Para detentar su poder “lo que los romanos llamaban imperium”, aparecieron dos magistrados, los cónsules, que se elegían anualmente y que tenían poder de veto mutuo. 

No cambió el Senado, formado por miembros vitalicios y que, en la época anterior, se encargaban de aconsejar a los reyes. 

El tercer gran elemento constitucional, la Asamblea centuriada, surgida de la milicia romana y donde los ciudadanos ricos tenían voz y voto en los asuntos de estado, pudo haber existido ya en época real. 

En definitiva, la República sólo reforzó y acrecentó el carácter aristocrático del régimen, que era el reflejo de una organización social muy peculiar, en la base del sistema estaban las gentes, que eran grupos formados por el recuerdo de un antepasado común y de lazos de sangre. 


Debido a los constantes reclamos por parte de lo plebeyos e incluso llegan a levantarse, poco a poco fueron escuchado y obtuvieron lo siguiente: 

-En el 494 a.c, los plebeyos obtuvieron el derecho de elegir a sus propios tribunos, encargados de defenderlos frente a las injustas pretensiones de los magistrados patricios. 

-La equiparación legal avanzó con la publicación, a mediados del siglo V, de una compilación legal “la Ley de las XII Tablas”, que evitaba los peligros de la justicia administrada por los patricios según normas consuetudinarias. 

-A finales del mismo siglo, los tribunos obtuvieron el derecho de consultar al pueblo, que se reunía y votaba según su tribu o lugar de residencia, y no según su riqueza, como sucedía en la Asamblea centuriada. 

-Un avance considerable fue la provocatio o el derecho a recurrir ante el pueblo cualquier decisión de un magistrado, lo que equivalía al reconocimiento de la soberanía popular última y que, consecuentemente, las decisiones de la Asamblea del pueblo eran ley (plebiscito). 

-Las últimas conquistas fueron una serie de leyes que abolieron para los plebeyos todos los impedimentos para el acceso a las magistraturas. 

3.2.2.2..2.1. ORGANIZACIÓN POLÍTICA. 

A partir de este momento, la constitución romana quedó fijada en sus elementos esenciales. 

Había tres órganos principales: 

-En la base, coexistían las Asambleas del pueblo, al que se le reunía por centurias para elegir cónsules y decidía sobre cuestiones de guerra y paz; y por tribus, para elegir a los tribunos plebeyos. 

-En estas asambleas se elegían anualmente colegios de magistrados a los que, desde fines del siglo IV a.C., los plebeyos habían conseguido acceder. 

Dependiendo del cargo que desempeñaran, se clasifican en: 

a) Los cónsules, máximas autoridades civiles y militares. 

b) Los censores, que establecían el censo de ciudadanos. 

c) Los praetores (pretores), que administraban justicia. 

d) Los quaestores (cuestores), que supervisaban las cuentas. 

e) Los aediles (ediles), encargados de los asuntos municipales. 

f) El Senado, constituido por miembros vitalicios elegidos entre los ex-magistrados. 

A comienzos de siglo III a.c., Roma era la potencia indiscutible de la península Itálica, ninguna otra ciudad o pueblo amenazaba su hegemonía y pocas se atreverían a hacerlo, llegó, pues, un momento en que Roma estaba madura para comenzar su expansión ultramarina, a mediados del siglo II a.c., cuando eran ya evidentes los frutos de las conquistas y luego de muchas batallas entre las que se incluyen las guerras pírricas, la guerra de Cartago, y las dos guerras púnicas Romo logro conquistar todos los alrededores del mediterráneo. 

A finales de los años 90 a.c. hubo un brote de tensión que comenzó cuando los itálicos empezaron a pedir la ciudadanía romana, los soldados querían obtener los mismos beneficios de licencia que disfrutaban sus camaradas romanos; los mercaderes y comerciantes pretendían las mismas oportunidades que los caballeros romanos, y la aristocracia de las ciudades italianas buscaba la promoción social y política asociada con la ciudadanía, en el 88 a.c. se concedió finalmente la ciudadanía a los itálicos, pero los romanos que habían perdido familiares en la guerra no aceptaron fácilmente esas medidas; tampoco los itálicos, que no tardaron en sufrir sucesivas tretas para difuminar al máximo su potencial electoral. 

Cuando todas estas disensiones se hicieron de nuevo violentas, el recurso a la fuerza armada pareció la única solución y quien mejor lo entendió así fue Lucio Sila, un aristócrata que había conseguido éxitos y fama en la guerra social. 

Lo más destacable, pues, de la década de los años 80 a.C. es la misma supervivencia de la república en medio de tantos trastornos, Sila decretó la dictadura, suspendió los derechos individuales y manipuló autoritariamente elecciones y magistrados; pero también tenía considerable talento para resucitar viejas instituciones. 

Hizo gran número de reformas, que produjeron importantes cambios sociales: 

-Amplió el Senado a 600 senadores, el doble de los que había antes. Los nuevos miembros reclutados los extrajo de los equites y la clase dirigente itálica, lo que confirmaba los derechos civiles de los antiguos aliados, de modo que no pudiera haber futuras disensiones. 

-Reformó el ejército para convertirlo en un factor de orden, no de caos, y concedió tierras a los veteranos de las guerras pasadas. 

-Las magistraturas también fueron reestructuradas y se reformaron sus vías de acceso, de modo que se llegase a ellas a determinadas edades a fin de garantizar suficiente experiencia y probada lealtad. 

-Finalmente, también se modificó el sistema judicial, otorgando al Senado -del que ahora formaban parte muchos caballeros con experiencia jurídica- su control. 

Astutamente, los planes de Sila pretendían incluir en la clase dirigente a quienes en años pasados habían sido sus máximos detractores. 

Realizadas las reformas y convencido de su viabilidad, Sila dimitió de todos sus cargos y se retiró en el 78 a.c., muriendo pacíficamente en su retiro y dando de nuevo muestra de la más poderosa fuerza de Roma: la habilidad para adaptarse a las nuevas circunstancias, ahora sabemos que quienes experimentaron la reforma silana formaron la última generación de la República y esto puede inducirnos a pensar en un proceso de decadencia inevitable. 


3.2.2.2.3. EL IMPERIO.

El Imperio Romano
 fue un imperio de la Antigüedad, constituido por la expansión de su capital Roma y que se extendió por los países en torno al Mar Mediterráneo, desde el Océano Atlántico al oeste hasta las orillas del Mar Negro, el Mar Rojo y el Golfo Pérsico al este, y desde el Desierto del Sáhara al sur hasta las tierras boscosas a orillas de los ríos Rin y Danubio y la frontera con Caledonia (la actual Escocia), en Gran Bretaña al norte, en el momento de su máxima extensión.

El término es la traducción de la expresión latina Imperium Romanum, que no significa otra cosa que los dominios de los ejércitos de Roma sobre dicho territorio. Polibio fue uno de los primeros cronistas en documentar la expansión de Roma aún como República. En las décadas anteriores a la llegada de Augusto, Roma había adquirido numerosos dominios en forma de provincias directamente bajo administración senatorial o bajogestión consular, y también mediante pactos de adhesión como protectorados de estados aliados. Su principal competidora en aquella época fue Cartago cuyo poder rivalizaba con el de Roma y por ello fue la primera gran víctima de la República. Las Guerras Púnicas obligaron a Roma a salir de sus fronteras naturales, la península Itálica, y poco a poco se vio encontrando con nuevos dominios que debía administrar, como Sicilia, Cerdeña, Córcega, Hispania, Iliria, etc.

Los dominios de Roma se hicieron tan extensos que pronto se hicieron difícilmente gobernables por un Senado incapaz de moverse de la capital ni de tomar decisiones con rapidez. Asimismo, un ejército creciente reveló la importancia que tenía poseer la autoridad sobre las tropas, de cara a obtener réditos políticos. Así fue como surgieron personajes ambiciosos cuyo objetivo principal fue el poder. Este fue el caso de Cayo Julio César, quien no sólo amplió los dominios de Roma conquistando la Galia, sino que desafió por primera vez la autoridad del Senado Romano.

El Imperio Romano como sistema político surgió tras las guerras civiles que siguieron a la muerte de Julio César, en los momentos finales de la República Romana. Él fue, de hecho, el primer hombre que se alzó como mandatario absoluto en Roma, haciéndose nombrar Dictator (dictador). Tal osadía no agradó a los miembros del Senado Romano, que conspiraron contra él asesinándole durante los Idus de marzo en las mismas escalinatas del Senado, restableciendo así la república, pero su retorno sería efímero. El precedente no pasó desapercibido para el joven hijo adoptivo de César, Octavio Augusto, quien sería enviado años más tarde a combatir contra la ambiciosa alianza de Marco Antonio y Cleopatra.

A su regreso victorioso, la implantación del sistema político imperial sobre un imperio territorial que, de hecho, ya existía resulta inevitable, aun manteniendo las formas republicanas. Augusto aseguró el poder imperial con importantes reformas y una unidad política y cultural (civilización grecorromana) centrada en los países mediterráneos, que mantendrían su vigencia hasta la llegada de Diocleciano, quien trató de salvar un imperio que caía hacia el abismo. Fue éste último quien, por primera vez, dividió el imperio para facilitar su gestión. El imperio se volvió a unir y a separar en diversas ocasiones siguiendo el ritmo de guerras civiles, usurpadores y repartos entre herederos al trono hasta que, a la muerte de Teodosio I, quedó definitivamente dividido.

Finalmente en 476 el hérulo Odoacro depuso al último emperador de Occidente, Rómulo Augústulo. El senado envía las insignias a Constantinopla, la capital de Oriente, formalizándose así la capitulación del imperio de Occidente. El imperio oriental proseguiría varios siglos más bajo el nombre de Imperio Bizantino, hasta que en 1453 Constantinopla cayó bajo el poder otomano.

El legado de Roma
 fue inmenso, tanto es así que varios fueron los intentos de restauración del imperio, al menos en su denominación. Destaca el intento de Justiniano, por medio de sus generales Narsés y Belisario, el de Carlomagno así como el del propio Sacro Imperio Romano Germánico, pero ninguno llegó jamás a reunificar todos los territorios del Mediterráneo como una vez lograra la Roma de tiempos clásicos.

Con el colapso del imperio de occidente finaliza oficialmente la Edad Antigua dando inicio la Edad Media.

Uno de los legados es la división del poder en distintas instituciones políticas como el Senado, para una mejor administración del gobierno, “divide et impera”.

No se pude negar la influencia del Derecho romano en Europa, ya que constituye uno de los aspectos más importantes del legado de Roma, la codificación de Justiniano. Las leyes romanas constituyeron las bases del desarrollo en las leyes de los Estados modernos, del mundo Contemporáneo. Las primeras leyes escritas se encuentran en un código llamado de las “Doce Tablas”. A estas leyes se agregaron muchas otras con el tiempo. 

En el Derecho romano se distingue lo siguiente:  

· El Derecho Político: Regulaba las relaciones entre el Estado y los ciudadanos. 

· El Derecho Privado: Normaba las relaciones entre ciudadanos.

· El Derecho de Gente o Internacional: Establecía las relaciones entre los distintos pueblos. 
3.2.3. EDAD MEDIA.

3.2.3.1. ÉPOCA FEUDAL. 

“Se entiende por Feudalismo al conjunto de normas dictadas por los Monarcas Feudales para regular las relaciones vasalláticas y feudales dentro de sus respectivos reinos”
.

El feudalismo es un tipo de sociedad, o un modo de producción basado en un pacto de vasallaje. La clase dominada son los siervos, personas que se encargan mayormente de trabajar el campo, y no se pueden mudar de él de por vida. No son dueños de la tierra que trabajan ni de los bienes que producen, todos los cuales pertenecen al Señor Feudal, a quien le deben obediencia. Por el pacto de vasallaje, el Señor está obligado a cuidar de sus vasallos, y estos están obligados a servirlo en la guerra y en la paz. Esta forma soporífera de sometimiento tradicional se mantuvo en Europa durante toda la edad media, gracias a la preeminencia de la iglesia y de la religión católica. La religión católica medieval fue el medio de aplacar las conciencias de la clase dominada, para mantenerla en esa situación; fue el medio ideológico por el que se legitimó esta dominación.

¿Qué forma tenía el estado feudal ? La de pactos de vasallaje entre Señores feudales
, de distinta jerarquía entre sí. La característica del estado feudal es que los medios materiales de dominación no estaban en manos del rey, sino que pertenecían a los señores feudales territoriales. Cada señor feudal a su vez era vasallo de otro Señor más poderoso. Y esta pirámide de vasallajes concluía, tenía su cúspide, en el Rey, verdadero Señor de Señores. La gran debilidad de esta forma de estado es que el Rey, por el pacto de vasallaje, a su vez dependía de los demás señores. Además, como el vasallaje es una relación que da pertenencia al Señor respecto de los bienes del y tierras que usa el vasallo, la verdadera propiedad de todos los bienes es de los señores feudales. El estado feudal como tal carece de bienes. Las Armas, los castillos, los barcos, los carruajes, todo pertenece a los Señores, pero nada al estado. Otra gran debilidad del estado feudal es que el carácter personalizado del vasallaje dificultaba la formación de conceptos políticos universalizables, que permitieran una dominación ideológica no religiosa. Los intereses del estado feudal no eran sino los intereses personales del rey. Eso era inocultable. A la religión católica cabía la función de mantener la pasividad costumbrista de los siervos, que permitiera la dominación.

El contexto internacional del Feudalismo es el de la Europa medieval, atomizada políticamente en cientos de feudos locales, con esporádicos intento de recrear la unidad territorial del viejo imperio romano, basándose en el único factor unificador que le quedaba a occidente entendido como la cristiandad dada por su estrecha relación con la Iglesia Católica.

3.2.3.2. MONARQUÍA ABSOLUTA.

Durante el siglo XV, nacen en Europa los Estados nacionales como España, Francia, Inglaterra, entre otros, porque cayó el poder de los señores feudales que fue reemplazado por el poder de los reyes. Su forma de gobierno es conocida con el nombre de Monarquía Absoluta
.

El "Derecho Divino" es el derecho, las leyes de Dios que, según en aquella época, le otorgaban al Rey todo el poder en la tierra. Por creer esto la Iglesia tenía buenas relaciones con los reyes ya que era la "intermediaria" entre Dios y el Rey. Un ejemplo bien claro del poder absoluto de los reyes fue el Rey de Francia Luis XIV quien dijo "El Estado Soy Yo".
La definición de Estado que aparece en el El Leviathan es una buena muestra de la coherencia del pensamiento político de  Thomas Hobbes. Esa definición recoge un aspecto fundamental tematizado en el contexto de la justificación de la política, cuando se define al Estado como persona
. En efecto, Hobbes dice que una persona es aquella cuyas palabras o acciones son consideradas como suyas o representando las palabras y acciones de otro hombre o cualquier otra cosa a la cual le son atribuidas verdaderamente o por ficción. Cuando se parte del que habla o actúa por sí mismo, Hobbes se refiere a la "persona natural"; y cuando se parte de aquel que habla o actúa por otro, se refiere a la persona artificial o fingida, es decir, cuando se considera que las palabras y acciones de uno representan las de otro
. Si se tiene presente que la ficción es fruto de la imaginación, se deduce entonces que la idea de "persona artificial" (fundamental en la concepción del Estado) aparece como resultado de la actividad de imaginar, es decir, de la capacidad de fingir, a partir de la cual tiene lugar la idea de representación. Por ello, la idea del Estado se nos muestra como una imagen, esto es, como resultado de la experiencia cognoscitiva a través de la cual se constituye el hombre, pues Hobbes, en su descripción del proceso de conocimiento, concibe las imágenes como representación
. De tal modo que este filósofo muestra la equivalencia que existe, en sentido amplio, entre imagen y representación. El término persona nos coloca directamente en el terreno de la imaginación, y el Estado se nos revela, fundamentalmente, como imagen
.

Bajo la concepción filosófica de Hobbes, se desarrollo la monarquía absolutista, en donde el rey tenia los siguientes poderes. 

a. Legislativo, porque crea las leyes y él las inventa a su gusto. 

b. Ejecutivo, hace cumplir las leyes controlando a la gente con un aparato estatal o burocrático de funcionarios, ejército y policía. 

c. Judicial, porque juzga los delitos e impone penas a cumplir de acuerdo a las leyes por él sancionadas y a su opinión personal. 

d. Religioso, porque el pueblo estaba obligado a ser de la religión del Rey. 

e. Militar, era el comandante de todos los ejércitos. 

El Rey tenía el poder hasta su muerte o renuncia, por ello era vitalicio. Cuando el Rey moría el poder pasaba a su hijo, por ello era hereditario. 

El poder de los reyes se ve fortalecido por la llegada de las riquezas en oro y plata desde América y por las ganancias que obtenía mediante el comercio. Esto le da poder para mantener una organización burocrática y militar. Así se comienza a conformar una nueva organización económica.

3.2.3.2.1. LA CRISIS DEL ESTADO MONÁRQUICO-ABSOLUTISTA.

 El Estado Liberal surgió como resultado de una crítica al Estado Monárquico Absolutista, de los siglos XVII y XVIII. Es decir, la forma de Estado que existía hasta antes de la Revolución Francesa de 1789. Este crítica contundentemente al sistema monárquico-feudal, que tuvo su expresión más acabada en la frase del Rey Luis XIV, que acuñó la famosa frase "El Estado soy Yo".Un Estado donde el soberano tenía concentrado todo el poder y tenía no solo derecho sobre la vida, la libertad y la propiedad de todos sus súbditos, sino que además determinaba la vida económica
.

Este liberalismo original tenía no solo una dimensión política, sino también económica y filosófica. Los pensadores o ideólogos fueron los siguientes: Jean Jacques Rosseau, Montesquieu, Diderot, Voltaire, Adam Shmit, David Ricardo, Malthus, Dimensión filosófica: Jhon Locke, Hobbes, entre otros.

Todos estos filósofos y pensadores hicieron una crítica a la sociedad absolutista-monárquica, que culminó en un proceso revolucionario de carácter político-social: la Revolución Francesa, y al mismo tiempo coincidió con la un fenómeno de carácter científico-tecnológico: la 1ª Revolución Industrial, que en un proceso simultáneo y convergente dieron origen a un nuevo tipo de sociedad: la sociedad capitalista y a un nuevo tipo de Estado: el Estado Liberal - Burgués.

Esta convergencia también dio origen a un nuevo tipo de trabajador: el obrero industrial (el proletariado así denominado por Marx) y a una super -explotación de ese mismo proletariado naciente. “El Estado Liberal Burgués, surgió como un concepto de lucha. Un arma política de la burguesía con el objeto político de imponer un nuevo orden político frente al viejo orden del Absolutismo (monárquico)
.

3.2.4. ÉPOCA MODERNA. 

3.2.4.1. ANTECEDENTES DEL LIBERALISMO.

3.2.4.1.1. INGLATERRA.

Más allá del siglo XVII es difícil encontrar antecedentes de la libertad individual en los tiempos modernos.  La libertad individual surgió inicialmente  y - es probable que así ocurra siempre- como consecuencia de la lucha por el poder, más bien que como el fruto de un plan deliberado. Ahora bien, hubo de pasar mucho tiempo hasta que sus beneficios se reconocieran. Por más de doscientos años, la conservación y perfección de la libertad individual constituyó el ideal que guió a Inglaterra y sus instituciones y tradiciones fueron el modelo para el mundo civilizado. 

Durante siglos se reconoció como doctrina que los reyes o la autoridad humana tan sólo podían declarar o descubrir las leyes existentes o modificar los abusos introducidos al calor de las mismas, pero no crear la ley. Sólo gradualmente durante la baja Edad Media comenzó a aceptarse el concepto de deliberada creación de la nueva ley, es decir, la legislación tal como la conocemos. En Inglaterra, el Parlamento evolucionó y, de ser principalmente cuerpo descubridor de leyes, paso a cuerpo creador de leyes. Generalmente, en la disputa acerca de la autoridad para legislar, en el curso de la cual las partes contendientes reprochábanse mutuamente el actuar de modo arbitrario, es decir, en desacuerdo con las leyes generales reconocidas, inadvertidamente, los argumentos de la libertad individual encontraron su desarrollo. El nuevo poder del estado nacional altamente organizado, que surgió en los siglos XV y XVI, utilizó la legislación por primera vez como instrumento de política deliberada. Por un momento pareció como si este nuevo poder conduciría, tanto en Inglaterra como en el continente, a una monarquía absoluta que habría de destruir las libertades medievales. El concepto de gobierno limitado que surgió de la lucha inglesa del siglo XVII fue un nuevo punto de partida para afrontar nuevos problemas. Si la primitiva doctrina inglesa y los grandes documentos medievales, desde la Carta Magna, la gran Constitutio Libertatis, hasta nuestros días, tienen significación en el desarrollo moderno, es porque sirvieron como armas en esa lucha
.

En el siglo XVII la tensión que ya existía  entre los parlamentarios y el monarcas, aumento tanto que en 1641 el rey y el parlamento no podían concurrir en el control de tropas de la represión de la rebelión escocesa. Una guerra civil se soltó todo el próximo año, provocando la muerte del Rey Carlos primero el primero de enero del año 1649. El rol del parlamento gano importancia cuando los eventos de 1688-89, la gloriosa revolución y el paso del Bill of Rights
 que establecieron la autoridad del parlamento sobre el rey y enriqueció la ley del principio de libertad de expresión en los debates del parlamento.   En 1707 la unión de Inglaterra con Escocia fue el primer parlamento de gran Bretaña. La creciente presión de la reforma parlamentaria en el siglo XVIII y XIX produjo la serie de reformas en la cual el voto fue extendido a la mayoría de los hombres mayores de 21 años en 1867 y finalmente para las mujeres mayores de 21 en 1928.

Dentro de los mas grandes aportes de Inglaterra se encuentra el parlamentarismo.

3.2.4.1.1.1. EL PARLAMENTARISMO
. 

Se podría decir que la fuente de origen del parlamentarismo se da con la aparición del Parlamento mismo en Inglaterra. Para esto, hay que remontarse al período de 1086, fecha en que comienza a arrancar el nacimiento de la monarquía sajona-normanda, situación que se cierra en la aprobación del primer gran documento de la revolución, la petición de Derechos (1628)
. 

La revolución de Inglaterra de 1688 juega un papel fundamental en la permanencia democrática del Parlamento, aunque dicho período se abre en 1628 con la “Petición de Derechos”, documento presentado el ocho de mayo ante el Rey Carlos I por los “Lores espirituales y temporales y los Comunes reunidos en el Parlamento”
.

“La Petición de Derechos” contenía las siguientes libertades y derechos que el Parlamento consideraba violados por el Rey, y que deberían de protegerse; entre los que se destacan
: a) la aprobación de los tributos por el Parlamento, b) el sometimiento de los oficiales regios al derecho, y c) el principio de seguridad personal, que aparece reforzado por la petición del Habeas Corpus, formulado definitivamente en 1679.

El aspecto religioso planteados por los Tudor agría esta polémica con los Estuardos; por eso, el choque del Rey Carlos I con el Parlamento tiene un carácter mixto, manifiesto en la celebre declaración aprobada por el Parlamento en 1629, en que junto a una definición religiosa se proclama enemigo público a quien aconseje el cobro o pague tributos no consentidos por el Parlamento
. 

Una vez iniciada la guerra civil y sale vencedor el “fanatismo puritano” de Cromwell en 1649, se establece una tiranía parlamentaria que desaparece en 1660 con el período de la restauración. Carlos II viendo lo sucedido anteriormente, sabe sortear al órgano legislativo llevándolo sin ningún choque; pero su sucesor Jacobo no lo sabe hacer, y pierde su corona (de manera legal); período histórico que va a concluir con el triunfo del Parlamento y la aprobación de un último documento constitucional denominado: “El Bill of Rights
, aprobado por el Primer Parlamento de los Reyes Guillermo y María de Orange, y así, “prevenir que su religión, sus derechos y libertades se preserven”. El Bill of Rights, va hacer la base de la Constitución inglesa del siglo XIX.

El eje de la evolución y supremacía del parlamento, en especial en Inglaterra, a partir de 1689 es la figura sobresaliente a destacar en esos momentos. Logrando organizar al gobierno con aspectos políticos que lo condicionan: el gabinete y su electorado organizado en partidos políticos que van a dar la fisonomía definitiva con que se nos presenta hoy el mismo. 

Según el profesor Luis Sánchez Agesta
, el Parlamento es un órgano complejo que se define como unitario por la unidad de funciones que realizan en el mismo, los diversos elementos que lo integran , entre los que tenemos: al Rey, las Cámaras
 y el Gabinete de gobierno. 

En este tipo de sistema el Poder Ejecutivo suele ser dualista, es decir que el Jefe de Gobierno es una persona y el Jefe de Estado Otra
. 

El Jefe de Gobierno es electo dentro de la mayoría Parlamentaria, ve las cuestiones de gobierno y es el líder del partido político mayoritario. El Jefe de Gobierno elige a su gabinete para gobernar; y ellos son responsables de sus actuaciones frente a las vulneraciones y actos indebidos que puedan realizar. Responden generalmente por sus actos frente al Parlamento
. En cambio, el Jefe de Estado es una figura emblemática, técnica y de unidad nacional en una nación. 

Por otra parte, el Parlamento esta conformado, generalmente, en dos cámaras. Una cámara baja, de representantes o de diputados; que son electos (uninominalmente o binominalmente) para legislar, como crear, modificar o derogar las leyes; fiscalizar al gobierno y su gabinete y la discusión abierta de los asuntos públicos. En cambio, la cámara alta, del senado o de Lores; ocupa un asunto de refutar y discutir lo que la primera cámara ha hecho. En algunos casos puede ser hereditaria y en otros no. 

Dentro del Parlamento se cristaliza el sufragio ofreciendo a éste en cada elección dos equipos de gobierno y dos programas legislativos, entre los que se han de pronunciarlos.

Con mayor sentido, Carl Schmitt
 nos dice, que el concepto del parlamentarismo se ha ido modificando con el tiempo. Un gobierno parlamentario presupone un parlamento en funciones, es decir, una participación activa del legislativo sobre el ejecutivo.  

La justificación más antigua del Parlamento, repetida continuamente, radica en la ponderación de la expeditividad externa: sería el pueblo, en su titularidad real, quien debería decidir la reunión de toda la comunidad, pero como es imposible, se ve en la necesidad de elegir a una comisión o institución que los represente, y ese es el parlamento. Por eso su carácter democrático. De ahí la necesidad de saber que entre sus principales principios encontramos: la Discusión Pública, la publicidad (de actuar en el proceso de controversias entre contradicciones y opiniones, de los que resultaría la auténtica voluntad estatal. Se ven en la necesidad de discutir para encontrar la verdad, plasmar control  ciudadano y libertad de expresión), Principio de División de Poderes y de expeditividad.  

3.2.4.1.1.2. LA MONARQUÍA PARLAMENTARIA EN EUROPA.

El sistema de Monarquía Parlamentaria de Inglaterra se transformo con el tiempo en un modelo histórico, jurídico e institucional a seguir en Europa a lo largo del siglo XIX con notable madurez y pecualiariedades, todo esto junto al juego  clásico de Parlamento y gabinete.  Si no miremos el caso de Francia, España e Italia (a partir de 1876) y después, el fenómeno se registra en los países de Europa del centro y del norte: Bélgica, Holanda, Suecia, Noruega, Dinamarca, el Ducado de Luxemburgo hasta 1974 Grecia
.

Cada una de estas monarquías posee ciertas diferencias con el sistema inglés, como el caso de que en Inglaterra impera el derecho consuetudinario, en cambio, las monarquías europeas que adoptan el sistema poseen un derecho escrito con un texto constitucional y su súper legalidad.

3.2.4.1.2. ESTADOS UNIDOS
.

La adquisición  de las amplias presiones francesas de América del Norte, en 1763, enfrentó a Gran Bretaña con complejos problemas: población francocanadiense necesitaba un gobierno; debían conciliarse las conflictivas demandas de los amerindios, el comercio de pieles y la colonización de las tierras allende los montes Allegheny, y era necesario reanudar la defensa colonial. La política británica para resolver estos problemas fue interpretada por los colonos como un intento tiránico de privarles de libertades que el sistema Imperial había permitido hasta entonces y que ellos habían llegado a considerar como propias. Durante una época de controversia cuestionaron las bases  constitucionales de las demandas británicas y finalmente optaron por la Independencia.

La primera medida británica que provocó la oposición colonial fue la Proclamación de 1763, que prohibía el establecimiento más allá de los montes Allegheny, región codiciada por los colonos. Aún más impopulares fueron las leyes restrictivas que regulaban el comercio colonial. Igualmente impopulares fueron los intentos para la aplicación directa de impuestos a los colonos. (Ley del timbre 1765). Las vehementes protestas coloniales desembocaron en una abierta resistencia. Aunque el gobierno británico cedió en 1766 y 1770, se dedicó a la coerción en 1774, cuando se enfrentó al célebre desafío a la Tea act de Boston: cerró el puerto de Boston y redujo los poderes de la Asamblea de Massachussets. En septiembre de 1774, delegados de las 12 colonias asistieron al primer Congreso Continental, en Filadelfia, para planear una acción conjunta. Sin embargo la mayoría permaneció al lado de los británicos, incluso después que estallaran las luchas entre los británicos y americanos en Lexington, Massachussets, en abril de 1775. Sólo tras un año de guerra no declarada el Congreso Continental se convenció  de que no había esperanza de acuerdo con el imperio británico. El 4 de julio de 1776 firmó la Declaración de Independencia, obra de Thomas Jefferson (1743-1826)
.

La principal tarea del Congreso Continental era dirigir la guerra y preservar la unión formada por las trece colonias. Fue el 15 de noviembre de 1777 cuando los delegados llegaron finalmente a un acuerdo con respecto a los Artículos de la Confederación, que recogían sus procedimientos y estipulaban sus poderes. Los estados, temerosos de que alguno de ellos centralizara el poder, no dieron su aprobación unánime a este documento hasta más de tres años después. Cuando el último estado, Maryland, lo ratificó el 1 de marzo de 1781, el Congreso Continental fue reemplazado por el Congreso de la Confederación.

En 1782 y 1783 los emisarios del Congreso negociaron con Gran Bretaña el Tratado de Versalles, por el que consiguieron que su antigua metrópoli reconociera la independencia de Estados Unidos. El Congreso, una vez conseguido su primer objetivo, comenzó a perder poder en favor de los gobiernos estatales. De no ser por delegados como James Madison y Alexander Hamilton, que defendieron la creación de un gobierno central fuerte, este órgano habría perdido todo su poder. Tras la aprobación de la Constitución de Estados Unidos en 1789, el Congreso de la Confederación fue reemplazado por el actual Congreso de Estados Unidos.

Dentro de los principales aportes de Estados Unidos a los sistemas de estado modernos se encuentran los que a continuación enumeramos: 

3.2.4.1.2.1. EL PRESIDENCIALISMO. 

Se denomina presidencialismo o sistema presidencial a aquella forma de gobierno en el que, constituida una República, la Constitución establece una división de poderes entre el poder legislativo, poder ejecutivo y el poder judicial y en la que el Jefe del Estado, además de ostentar la representación formal del país, es también parte activa del poder ejecutivo, bien en calidad igual al de Primer Ministro o Presidente del Gobierno, ejerciendo entonces una doble función, bien porque se reserva facultades propias del Gobierno. La República Democrática presidencialista más conocida en la historia contemporánea es Estados Unidos
.

Si anteriormente hemos dicho que Inglaterra da origen al modelo de las instituciones parlamentarias, la Constitución (Cn) de Estados Unidos de 1787 es del sistema presidencial por excelencia
, y de ahí su influencia en las Constituciones y sistema políticos de los demás países de América Latina.  Arend Liphard
, nos afirmaba en ese sentido, que la influencia de la Cn Norteamericana en Latinoamérica ha sido decisiva, y sobre todo, respecto de la adopción generalizada por parte de sus países integrantes del sistema de gobierno de tipo presidencialista
.

En el sistema presidencial, el Poder Ejecutivo es monista, es decir que el Jefe de Estado, de Gobierno y de las Fuerzas Armadas la asume un Presidente, Premier o Primer  Ministro; el cual es electo por sufragio electoral directo, secreto y universal, con facultades amplias y a la vez limitadas por el Parlamento. Y éste a su vez, es quien esta a cargo de un gabinete de ministros, presidido por él, que puede estar conformado por miembros del parlamento o nombrados directamente por el Presidente. Además, se posee una marcada separación de poderes, evitándose la estrecha relación entre el Ejecutivo y Legislativo, como en el caso del sistema parlamentario, y se preserva un Poder Judicial independiente.

El sistema Presidencial nace de la necesidad de hacer un pacto federal entre Estados independientes, y como decía, se siguió como un modelo a seguir en los países latinoamericanos, aunque se tuvieron algunas experiencias parlamentarias como el caso de Brasil de Goulart, Chile y otras que diversas circunstancias no fueron exitosas; también se intentaron desarrollos autóctonos como la curiosa Cn de Bolivia de 1826. 

La división y equilibrio de Poderes en el sistema presidencial pretende por ende, que se cumplan
: 

a. Un sistema que evite los abusos, preservándose la seguridad o libertad pública en palabras de Montesquieu. 

b. Una auténtica división del trabajo, para alcanzar resultados más eficientes y eficaces que permitan alcanzar objetivos y decisiones claras.

c. Hacer posible que los ciudadanos alcancen un mayor grado de autonomía posible, es decir, mayor participación ciudadana.

3.2.4.1.2.2. EL FEDERALISMO
 

Ofrece una solución a los problemas de las divisiones étnicas, religiosas, sociales; es una respuesta a las divisiones políticas y sociales en ecologías humanas específicas que implica el reconocimiento de que los intereses y valores en conflicto siempre están latentes, y que dicho conflicto es normal. El objeto del federalismo de reconciliar unidad con diversidad puede ser idealista, pero es una realidad inevitable: las naciones-estado como autoridades "soberanas" y unitarias no pueden gobernar con eficiencia a las sociedades complejas y diversas. Éstas requieren sistemas flexibles y dinámicos de gobierno.

Se entiende entonces que el federalismo puede conciliar intereses, valores, preferencias diversas que son inherentes a la sociedad. No es tal diversidad indicador de mal funcionamiento del sistema; ella proporciona información para diseñar y adaptar las respuestas institucionales al cambio. Los conflictos son desafíos y procesos normales de la política.

El federalismo debe cumplir al menos dos funciones. Primero, La separación y delimitación del poder por medio de una división vertical de poderes y, simultáneamente, dar protección a las minorías a través de la autonomía territorial. Segundo, cumplir un papel integrador en sociedades heterogéneas. El federalismo tiende a conectar un cierto grado de unidad y un cierto grado de multiplicidad. Su función es la de integrar objetivos sociales diversos. 
3.2.4.1.3. FRANCIA. 

La Revolución Francesa fue un proceso social y político que se desarrolló en Francia entre 1789 y 1799 cuyas principales consecuencias fueron la abolición de la monarquía absoluta y la proclamación de la República, eliminando las bases económicas y sociales del Antiguo Régimen
.

Si bien la organización política de Francia osciló entre república, imperio y monarquía durante 75 años después de que la Primera República cayera tras el golpe de Estado de Napoleón, lo cierto es que la revolución marcó el final definitivo del absolutismo y dio a luz a un nuevo régimen donde la ciudadanía, y en algunas ocasiones las masas populares, se convirtieron en la fuerza política dominante en el país.

Muchos factores incidieron en la Revolución. Hasta cierto punto el régimen monárquico sucumbió a su propia rigidez en un mundo cambiante; también influyeron el surgimiento de una clase burguesa (que cobraba cada vez mayor relevancia), el descontento de las clases más bajas y, no menos importante, la expansión de las nuevas ideas liberales que surgieron en esta época y que se conocen como “La Ilustración”
.

Las causas de la Revolución incluyen:

· El auge de la burguesía, con un poder económico cada vez mayor, desempeñando un papel fundamental en la economía de la época. 

· El resentimiento contra el absolutismo monárquico. 

· El resentimiento contra el sistema feudal por parte de la emergente clase burguesa y de las clases populares. 

· La aparición de nuevas ideas en este “Periodo de Ilustración” tales como las expuestas por Voltaire, Rousseau o Montesquieu, como eran: 

· La libertad. 

· El rechazo a una sociedad dividida. 

· La separación de poderes. 

Éstas habían ido rompiendo el prestigio de las instituciones del Antiguo Régimen y ayudaron a su derrumbe.

· La inmanejable deuda del estado, fue exacerbada por un sistema de desigualdad social y de altos impuestos que los estamentos privilegiados (nobleza y clero) no tenían obligación de pagar. Esto agudizó las tensiones, tanto sociales como políticas. Se produjo una crisis económica muy grande a consecuencia de dos hechos fundamentales: 

· La colaboración de Francia a la revolución americana. 

· La disminución de los precios agrícolas. 

Todo ello supuso un aumento de los gastos del Estado y el descenso de los beneficios para los terratenientes y los campesinos.

· La escasez de alimentos en los meses precedentes a la Revolución. 

· Resentimiento por los privilegios de los nobles y el dominio de la vida pública por parte de una ambiciosa clase profesional. 

· Influencia de la Revolución Americana. 

La Revolución Francesa dejo como consecuencia para Francia y el mundo lo siguiente
: 

- Notable desarrollo de la prensa, arte mediocre con excepción de David y Mongredien.
- Impulso a la enseñanza y a las ideas (nacionalismo, patriotismo).
- La economía francesa sale minada tras diez años de luchas.
- Mientras Francia es devastada Gran Bretaña conoce progresos excepcionales.
- Los campesinos salieron beneficiado de los bienes nacionales.
- Los obreros fueron muy perjudicados: prohibición de asociación, privados del sistema de asistencia religioso.
- Pérdida de prestigio, confiscación de bienes y disminución de la nobleza.
- Ruina de los burgueses poseedores de oficios y aparición de una nueva burguesía (funcionarios, hombres de leyes).
- Su influencia fue mucho más profunda que otras revoluciones contemporáneas en el resto del mundo.
- Fue la única revolución de masas y más radical que cualquier otro levantamiento.
- Fue la única ecuménica. Sus ejércitos deseban revolucionar el mundo.
- Principio de la igualdad civil.
- Soberanía nacional.
- Libertades públicas del Estado laico.
- Declaración sobre los derechos del hombre.
- Democracia liberal y socialismo democrático.
3.2.4.2. EL SURGIMIENTO DEL ESTADO LIBERAL DE DERECHO 



El Estado Liberal de Derecho surge como consecuencia de los procesos revolucionarios estudiados que buscaban como principales características la igualdad y la libertad entre todos los seres humanos.

3.2.4.2.1. CARACTERÍSTICAS DEL ESTADO LIBERAL DE DERECHO.

El Estado Liberal de Derecho tiene como principales características las siguientes:

3.2.4.2.1.1. EL LIBERALISMO ESTABLECE UNA DUALIDAD ENTRE EL ESTADO Y LA SOCIEDAD. 

Tal dualismo se expresa de la siguiente:

El Poder del Estado es relativo por cuanto tiene su origen en el consentimiento de todos los individuos.

El Estado es necesariamente hijo del pacto social. El hombre organiza un poder supraindividual, por transferencia de alguno de sus propios poderes. Por ello se califica de liberal al Estado pues se basa en la propiedad individual.

“La regla de conducta es la ley expresión de la voluntad general”
. La Constitución es pactada. 

No solo la libertad es derecho natural sino también la propiedad.

3.2.4.2.1.1.1. EL CONTRATO SOCIAL
.

El Contrato Social al igual que toda la obra de Rousseau, se encuentra lleno de enormes preocupaciones sociales y de respeto a la dignidad humana, en donde, el mejor gobierno es aquel que va a depender de elementos o factores reales de poder, tales como: población, clima, costumbres, cultura, etcétera. Modelo muy utópico que no deja desarrollar ideas liberales y actualmente son importantes como el libre mercado, las inversiones, democracia, entre otras. Concepción roussoneana muy idealista y propia de la época. Si no miremos a la Ginebra de ese momento, corrupta y llena de vicios, y que el propio Rousseau trata de cambiar. Además, propone frente a la Europa Ilustrada un modelo de país, que ya los griegos (con sus Ciudades Estados) y los romanos (con sus Civitas) nos habían planteado versus  a la centralización y el absolutismo presente.

La ilustración, llena de grandes transformaciones en el antiguo continente, es el escenario donde el ginebrino nos presenta su obra: El Contrato Social. Obra, que va ir llena de un modelo societario en donde la igualdad, los valores éticos y morales, las libertades humanas, la propiedad y la legalidad; van a estar tocando y navegando en las aguas turbulentas de ese mar que se llama Europa, que muy pronto se va a encontrar con un  capitalismo que se va a acrecentar con mayores pautas.

Y así lo hace ver Rousseau en su libro: “Discurso sobre el Origen de las Desigualdades”, en donde nos manifiesta sensibilidad social, sobre todo en la propiedad privada, que es utilizada para el beneficio de una clase social, económica y política determinada, la burguesía, que se sumerge en el individualismo y la humillación a la dignidad humana. Es ahí, donde el autor del Contrato Social nos muestra la noción de que en las épocas primitivas al existir una propiedad privada surgen las desigualdades sociales, una persona que es el propietario y la otra que no. Pasamos dice, a una propiedad privada en el Feudalismo en donde el señor feudal domina sus feudos y terrenos hasta llegar a la monarquía absoluta donde el Rey es el todo poderoso. En estas situaciones existe grandes desigualdades en donde no se busca el bien común nos dice Rousseau. Teoría que va a influir a Marx, llevándolo a plantear la famosa lucha del proletariado y toda su tesis.

Puede que exista una contradicción en el discurso del propio Rousseau, puede que si o que no. Lo que si es interesante mencionar, es que primero, es que el ginebrino nos habla de la igualdad colectiva, y después, establece como fundamento de la sociedad, del Estado mismo, a la propiedad, y hay que respetarla y defenderla.

Contradicción o no, encontramos a diversos autores como Vangham o Cobban (éste en una primera época), que sostuvieron la tesis de que Rousseau paso del liberalismo de la teoría Lockiana a una forma extrema de colectivismo, mientras que otros, como Laski, Edme Champion o Dérathé; que lo sitúan dentro de los defensores de la propiedad privada
. Dicha contradicción desaparece, ya que él condena la propiedad ilimitada y defiende las pequeñas porciones de la propiedad, siendo el derecho de posesión, al igual que Roberpierré, algo sagrado.

¿El pensamiento Roussoneano contenido en el Contrato Social y su ideal igualitario, pasando por la Declaración de Derechos del Hombre (1793), la crisis política y económica, hasta la babunistas; han influido notablemente en MARX. Con una crítica compartida, hacia la sociedad capitalista y desigual de la época, con una teoría política liberal que se encuentre en si misma?

Consideramos que no existe ninguna coincidencia entre el modelo político y social de Marx y Rousseau, ya que Marx, gira su pensamiento en la situación económica y social del siglo XIX y la revolución industrial, mira a un futuro obrero; en cambio, Rousseau crítica su pasado y presente, desde las Polis Griegas pasando por las Civitas Romanas hasta llegar de nuevo a la moderna y revolucionaria ciudades Estados. 

Es decir, que la única similitud entre ambos es entre la sociedad comunista del futuro y la polis del pasado
. 

El Contrato Social
 por ende, plantea tres ideas básicas para mantener el respeto inclaudicable al Estado de Derecho: 

a) Cultura Política. Como decía Almond, la cultura política es necesaria si es que los gobernantes quieren hacer uso del servicio público en busca del bien común. El mismo autor, nos mencionaba tres requisitos fundamentales para crear esta idea: conocimiento, sentimiento y valoración de los hechos que uno ve, escucha y habla. Esto nos hará actuar con ética y moral.

b) Instituciones fuertes e independientes. Esto permite crear las condiciones de confianza y credibilidad de parte de la ciudadanía frente a sus gobernantes. Con un equilibrio y balance de Poderes, servicio ciudadano y el bien común. Lo que hará  prevalecer el marco de legalidad y legitimidad que se necesita.

c) Consenso ciudadano. Esta premisa es necesaria si es que se pretende buscar estrategias integrales que n os permitan encontrar las principales problemáticas que tiene una nación, y de esta manera encontrarle soluciones a las mismas.

3.2.4.2.1.2. LA DIMENSIÓN POLÍTICA, ECONÓMICA Y SOCIAL DEL ESTADO LIBERAL DE DERECHO.

3.2.4.2.1.2.1. LA DIMENSIÓN POLÍTICA.

Quizás este el aporte más positivo del Estado Liberal de Derecho en el avance de la humanidad. El establecimiento del principio que sostiene que "la soberanía reside en el pueblo", el derecho al voto, la democracia representativa, la división de poderes, la creación de un Estado de Derecho, es decir de un Estado no arbitrario, ni absolutista que respete los derechos humanos individuales y la ley misma, son aportes significativos en el proceso histórico de que los seres humanos y los pueblo vayan tomando en sus manos su propio destino
.

3.2.4.2.1.2.2. LA DIMENSIÓN ECONÓMICA.

La visión del "Estado Gendarme"
, del Estado Policía que solo se dedica a vigilar que las leyes del mercado se cumplan y que no interviene sino en tanto se violen o se incumplan las leyes del mercado, es la posición clásica del Estado Liberal-Burgués. El ideal de Estado es el Estado que en materia económica "deja hacer" y "deja pasar", pero que no interviene activa ni positivamente.

En otros términos, y como afirma Conbellas, "El Estado Liberal de Derecho construyó una concepción negativa del Estado que en la esfera económica significó el principio de que en tanto menos frecuentes fueran las intervenciones del Estado tanto mejor para el desarrollo de la sociedad económica
.

3.2.4.2.1.2.3. LA DIMENSIÓN SOCIAL

El Estado Liberal de Derecho originalmente no tiene ninguna dimensión social y consecuentemente ninguna política social y cuando llega a tenerla es solo por razones de supervivencia y ante las luchas del incipiente movimiento sindical que va forjando durante el siglo XIX.

La política social del Estado Liberal de Derecho constituyó el intento más sutil y acabado de paralizar en lo posible el progreso del socialismo. La política social de Bismarck en la Alemania de los 1880 es el ejemplo más patente. El Canciller de Hierro estableció las primeras leyes de seguridad social en el mundo (las primeras datan de 1883), al crear el seguro de enfermedad, el seguro de accidentes y los seguros de vejez y de invalidez
.

En este sentido, la política social constituye un antecedente destacado en la evolución de la concepción del Estado hacia el moderno Estado Social de Derecho.

3.2.4.2.2. LOS PRINCIPIOS CLAVE QUE DEFINEN Y CARACTERIZAN EL ESTADO DE DERECHO
:

3.2.4.2.2.1. LOS DERECHOS FUNDAMENTALES (DEL HOMBRE)
.
Estos derechos, considerados como inalienables y anteriores al Estado, conforman una especie de barrera fortificada frente a las eventuales arbitrariedades del poder. La libertad, la propiedad y la seguridad del individuo son las ideas básicas en torno a las cuales tales derechos se construyen.

La libertad, a ella pertenecen las libertades civiles, económicas y de pensamiento y las llamadas libertades-oposición que son aquellas que establecen una especie de freno y que garantizan al individuo los derechos de discusión y de participación. A ellos pertenecen los llamados derechos políticos, las libertades de prensa, de reunión y de asociación.

La propiedad: "ese derecho inviolable y sagrado", tal como la definió La Declaración Universal de los Derechos del Hombre", se convirtió en algo sagrado. Por otra parte, la propiedad es el instrumento a través del cual se realiza adecuadamente la libertad individual.

La seguridad es entendida como la protección que asegura el despliegue de la libertad y de la propiedad. La necesidad de seguridad sirve de plataforma para el desarrollo de la protección jurídica sobre la que se construye la dogmática del Estado de Derecho.

En 1948 se da paso a la fraternidad de los hombres a la lucha de clases sociales.
3.2.4.2.2.2. EL PRINCIPIO DE LA DIVISIÓN DE PODERES
.

Este más que un principio es un dogma. Ante el poder absoluto y total del soberano, con John Locke en su obra “Ensayo sobre el Gobierno Civil”
,   que sostiene que la única forma de controlar el poder es con otro poder de igual dimensión y naturaleza ("Solo el poder detiene al poder") y por tanto afirma que el poder del Estado tiene que dividirse en tres poderes, el poder legislativo, el poder ejecutivo y el poder federativo, que además deben controlarse entre sí
.

Poder Legislativo: Locke comienza afirmando que el Poder Legislativo no es necesario que se encuentre permanente en activo, ni que tenga siempre algo que hacer, ya que las leyes pueden ser hechas en poco tiempo. Además debe ser práctica común que el poder legislativo sea puesto en manos de diversas personas, ya que, si siempre fueran los mismos los creadores de leyes, podrían estar tentados a creerse todopoderosos y tenderían, con el tiempo, a situarse por encima de las mismas leyes. Esas diversas personas actuarían en forma de Asamblea y tendrían el poder de hacer leyes. Ahora bien, una vez hechas, la asamblea debería de disolverse pasando sus miembros a ser simples súbditos sujetos a las leyes que ellos mismos han hecho. 

Poder Ejecutivo: Las leyes, aún siendo hecho en poco tiempo, tienen una duración larga y constante. Ello implica que tengan que ejecutadas y respetadas sin interrupción, lo que hace necesario la existencia de un tipo de poder, distinto al legislativo, y que sería el Poder Ejecutivo. De ahí, según Locke, que estos dos tipos de poderes - legislativo y ejecutivo - se encuentren separados.

Poder Federativo: El  tipo de poder que conlleva, según Locke, el hacer la guerra y la paz es denominado como Poder Federativo. 

A partir de ahora, Locke, trata acerca de las diferencias y semejanzas existentes entre el poder ejecutivo y el poder federativo. En relación con las diferencias señala que el poder ejecutivo se refiere a la ejecución de las leyes dentro de una comunidad; mientras que el poder federativo atañe a la seguridad y el interés en asuntos exteriores.

En relación con las semejanzas, Locke, señala que tales poderes - ejecutivo y federativo - no deberían estar separados sino que deberían ser llevados por las mismas personas, si los asuntos ejecutivos y los federativos fueran llevados por personas distintas, la fuerza pública estaría en manos diferentes, lo cual tarde o temprano produciría, según Locke, el desorden y la ruina de la comunidad.

Por su parte Montesquieu, afirma que “en cada Estado hay tres clases de poderes: el legislativo, el ejecutivo y el judicial. Por el primero, el príncipe o magistrado hace las leyes para cierto tiempo o para siempre, y corrige o deroga las que están hechas. Por el segundo, hace la paz o la guerra, envía o recibe embajadores, establece la seguridad y previene las invasiones; y por el tercero, castiga los crímenes o decide las contiendas de los particulares. Este último se llamará poder judicial; y el otro simplemente poder ejecutivo del Estado”
. 

Hay que hacer notar la diferencia que existe en los dos más grandes precursores de la teoría de la división ya que para Locke en el poder ejecutivo se encontraba también la facultad de hacer castigar a los infractores de la Ley, en cambio Montesquieu dice que es un poder independiente y lo denomina poder judicial.

Por su parte Montesquieu no considera necesaria la existencia de un poder federativo que se encargue de hacer la guerra y las paz, así como las relaciones internaciones y esta facultad la incluye dentro del poder ejecutivo, totalmente opuesto el pensamiento de Locke que considera que si debiera de haber un poder federativo.

Cabe señalar que el primero en hablar sobre la separación de poderes fue el italiano Scipriano Mafei
.  
3.2.4.2..2.3. EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD.

Este principio se constituyó como oposición al principio absolutista que establecía que los actos del rey o soberano no están limitados por las leyes. Según este principio todo acto estatal debe ser un acto jurídico que derive su fuerza de la ley aprobada por el Parlamento, que es la institución a través de la cual se manifiesta de forma más acabada la voluntad popular. La ley, en la famosa expresión de Rosseau, es la expresión de la voluntad general
.

3.2.4.2.2.4. EL PRINCIPIO DE LA RESERVA LEGAL.

Afirma que toda intervención en la libertad y propiedad de los ciudadanos solo puede tener lugar en virtud de una ley general.

3.2.4.2.2.5. LA RETROACTIVIDAD DE LA LEY.

La ley solo cobra vigencia desde el momento de su promulgación, no debe tener ningún efecto hacia el pasado. la retroactividad es el mayor delito que pueda cometer la ley
.

3.2.4.2.2.6. LA INDEPENDENCIA DE LOS JUECES.

Derivado del dogma de la división de poderes, se entiende fundamentalmente como la posibilidad por parte del juez de cumplir la función jurisdiccional ajeno a toda perturbación extraña
.

3.2.4.2.2.7.  LA JERARQUÍA DE LAS NORMAS.


Hans Kelsen probablemente sea el ideólogo jurídico que mas ha influido en el derecho moderno cuando creo su teoría de Jerarquía de la Norma Constitucional, a inicios del siglo XIX.


“La Constitución: Es la verificación en el derecho positivo, del contrato social, asumiendo para sí la Teoría Contractualista de Juan Jacobo Rousseu, con la finalidad de crear un ente denominado Estado, que vigile y supervise la conducta de los individuos para la obtención de la seguridad jurídica, el orden público y la paz social. También puede definirse como la “ley fundamental, esté escrita o no, de un Estado, la cual fija los límites y define las relaciones entre los poderes del Estado (Ejecutivo, Legislativo, Judicial, Ciudadano y Electoral). Le garantiza al pueblo ciertos derechos. Es la cristalización jurídica de un acto constituyente. Es un concepto político, dada su fundamentación en una decisión del poder constituyente y es un concepto jurídico, pues posee una configuración jurídica”
.  


Para tal efecto en el Arto. 182 Cn. que textualmente dice así: “La Constitución Política es la Carta fundamental de la Republica; las demás leyes están subordinadas a ella. No tendrán valor alguno, las leyes, tratados, ordenados o disposiciones que se le oponga o altere sus disposiciones”. En este articulo deja claro la supremacía de la norma Constitucional en el ordenamiento jurídico nicaragüense y del cual se desprende el siguiente ordene para formar la pirámide de Kelsen en nuestro ordenamiento: La Constitución Política se encuentra en la cúspide, las Leyes Ordinarias emitidas por el poder legislativo, los tratados internacionales, los reglamentos y decretos del poder ejecutivo, las ordenes ministeriales, las circulares de los entes administrativos y las ordenanzas y bandos municipales y circulares y memorando
.


La Constitución Política: Es concebida como el documento base en donde se encuentran contenidas los derechos y garantías ciudadanas; así como la organización del Estado, es la partida de nacimiento de todo el país y el resultado, como diría el politólogo alemán Ferdenald Lasalle
 de la lucha política y jurídica de todos os factores reales del poder. Además la Constitución posee dos característica básicas: Norma Normarum y Lex Suprema. Es Norma Normarum por que va a ser la fuente y el origen de todo el ordenamiento jurídico interno y por lo tanto si toda norma nace de la Constitución Política, no puede haber ninguna encima de ella por lo tanto es Lex Suprema por el carácter de superlegalidad que posee.

Cabe señalar que existen dos puntos que no pueden pasa desapercibido en este estudio, como lo son el poder constituyente y el poder constituido.

Poder Constituyente
: El Poder Constituyente es aquel que tiene la facultad para establecer la Constitución Política del Estado y se encuentra radicado en el pueblo o Nación, este poder se pone en acción cuando nace un nuevo Estado y cuando cae un régimen político como consecuencia de un quiebre institucional.

Los procedimientos108.1 que originan las Constituciones se clasifican tradicionalmente en procedimientos monárquicos, autocráticos y democráticos. 

a) Los procedimientos monárquicos dan origen a Constituciones Otorgadas, donde el poder constituyente lo conforma únicamente el monarca, y las Pactadas, donde negocian la Carta Fundamental el monarca con el pueblo.

b) Entre los procedimientos autocráticos contemporáneos para la formación de la Constitución están: para los estados autoritarios, la adopción en forma unilateral por el detentador del poder de la Constitución; para los estados socialistas, la adopción de la decisión constituyente por un órgano del partido único y otro sistema donde la aprobación de la Constitución está dada por un órgano determinado del partido y luego es sometido a la ratificación de la asamblea parlamentaria. 

c) Los procedimientos democráticos para establecer una Constitución parten del principio de que el poder constituyente se encuentra radicado en el pueblo, siendo éste el único que legítimamente puede darse una Carta Fundamental. Los procedimientos más utilizados son108.2 :

- Asamblea Constituyente: Los ciudadanos en elecciones libres, competitivas y limpias eligen a los miembros que conforman la Asamblea, la cual elaborará la nueva Constitución Política del Estado. 

- Referendo o Plebiscito: El pueblo se pronuncia entre distintas alternativas, que surgen del seno de una comisión representativa de los distintos sectores del país. 

Poder Constituido: Son los órganos creados para el funcionamiento del Estado por la Constitución Política: Poder Legislativo, Poder Judicial, Poder Ejecutivo y el Poder Electoral.

Las Leyes
: La Ley es una norma jurídica de carácter obligatorio general, abstracto y de cara al futuro que regula la convivencia pacifica de una comunidad. Es ahí donde se estable la voluntad general de la población ya que es aprobada solamente por la Asamblea Nacional que es la institución que goza del mandato popular
.

Las leyes pueden ser de rango constitucional, orgánicas u ordinarias. 

Las de rango Constitucional son aquellas que para ser reformadas necesitan de una reforma a la Constitución Política y por lo tanto gozan de un carácter superior a las ordinarias.

Las Leyes orgánicas a como su nombre lo indican son las que establecen el organigrama de una institución.

Las Leyes ordinarias son aquellas que siguen el proceso normal de formación de la Ley que establece la Constitución Política
.   

Reglamentos: Los Reglamentos son normas jurídicas con iguales características que la Ley, con la diferencia que el órgano que las va a emitir no es la Asamblea Nacional, si no que el Poder Ejecutivo
.

Decretos Ejecutivos en Materia Administrativa: Son normas jurídicas de carácter obligatorio para todos los ciudadanos, con las mismas características que las leyes, su diferencia radica en la materia ya que estos solo van a regular la relación entre la administración pública y los administrados
.

Ordenanzas Municipales y Bandos
: Son normas jurídicas que van a emitir los municipios y por lo tanto son reguladas por la Ley de Municipios y los diferentes planes de arbitrio. Las ordenanzas municipales son aprobadas por el Consejo Municipal, mientras que los bandos son de rango inferior y son aprobadas directamente por el Alcalde.

Circulares y Memorando: Son normas dictas dentro de una institución para regular la actividad del personal que la conforman
.  

3.2.4.2.2.8. LA LEGALIDAD DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA.

La administración solo actúa en virtud de las previsiones de la ley preestablecida. Es decir que las entidades del sector público no podrán alterar los procedimientos, términos y plazos que se establecen en la ley para la realización de un acto o emitir una resolución.  

Como ejemplo para este punto podemos citar el Arto. 42 de la Ley 323 “Ley de Contrataciones del Estado” en donde se manifiesta la forma de declarar la licitación desierta y se manifiesta de manera clara las causales por la cual se deba declarar, para tal efecto si el funcionario falla declarando desierta un licitación pública y esta no esta contenida en estas causales, esta sujeto al régimen de faltas establecidos en el Arto. 55 inc. 1 de la Ley No. 438 “Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa” y será sancionado de acuerdo a los establecido en el Arto. 52 inc. 3 de la misma Ley que establece los siguiente: “Cancelación del Contrato del funcionario o empleado o suspensión temporal de funciones de entre uno a tres meses sin goce de salario”. 
3.2.4.2.2.9. LA JUSTICIA CONSTITUCIONAL.

Establece que los jueces (tribunales ordinarios, tribunal constitucional, tribunal ad hoc) son una suerte de guardián de la constitución, celoso de que los poderes cumplan y no se aparten de los dictados y principios que la Constitución establece
. 

Para tal efecto la Legislación nicaragüense contempla la Ley No. 49 “Ley de Amparo” que según su Arto. 1 “La presente ley, de rango constitucional, a fin de mantener y restablecer la supremacía de la Constitución Política, según lo dispuesto por los artículos 182, 183 y 196 de la misma, tienen por objeto regular los recursos por Inconstitucionalidad, de Amparo y de Exhibición Personal, conforme a los artículos 187, 188, 189 y 190 de la Constitución Política.” 
3.2.5. ÉPOCA CONTEMPORÁNEA.

3.2.5.1. EL SURGIMIENTO DEL ESTADO SOCIAL DE DERECHO 

3.2.5.1.1. LOS FACTORES QUE DAN ORIGEN AL ESTADO SOCIAL DE DERECHO. 

El nacimiento del Estado Social de Derecho es el resultado de la convergencia de varios factores que, en orden cronológico, fueron los siguientes
:

3.2.5.1.1.1. LAS LUCHAS DE LA CLASE TRABAJADORA

Como ya mencionó antes, como consecuencia de la convergencia de la ideología liberal-capitalista y de la 1ª Revolución Industrial, surgió un nuevo tipo de trabajador, el obrero industrial y una nueva clase trabajadora, el proletariado así denominado por Carlos Marx, donde manifiesta que la lucha de clases es el motor de la historia ya que “la historia de la humanidad es la historia de las luchas de clases
” esto se debido sobre todo a la aplicación de los principios económicos y políticos del liberalismo, fue objeto de una superexplotación, que en muchos casos llegó a situaciones peores que la de la misma esclavitud. Esta situación trajo como consecuencia las luchas de la clase trabajadora y de otros movimientos políticos que cuestionaron fuertemente al sistema capitalista y al Estado Liberal de Derecho, al cual se le fueron introduciendo cambios que culminaron con el surgimiento de dos nuevos tipos o formas de Estado: El Estado Socialista Marxista y el Estado Social de Derecho.

3.2.5.1.1.2. EL ESTADO SOCIALISTA MARXISTA.

Aparte del movimiento obrero la situación de pobreza, miseria y explotación generó un conjunto de críticas, principalmente por parte de Marx y Engels que en 1848 publicaron el "Manifiesto Comunista" obra que plantea la inevitabilidad de la sociedad socialista como fase de tránsito hacia la sociedad comunista.

Estas ideas socialistas lograron materializarse con el triunfo de Lenin y Trotsky en Rusia, con la Revolución de Abril de 1917, que implantaron la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS), y un nuevo tipo de Estado: El Estado Socialista. que le atribuye al Estado las funciones más importantes de la sociedad y cuya sola existencia significaba, en sí mismo, una crítica al Estado Liberal de tipo Capitalista.

Marx y Engels
 definían de la siguiente manera al poder político: “el poder político es, en sentido propio, el poder el poder organizado de una clase con vistas a la opresión de la otra. Sin embargo ese poder político es impredecible para transformar la sociedad capitalista e insertar la marcha hacia el comunismo” .

En la doctrina socialista se destacan tres puntos primordiales: El materialismo histórico, la lucha de clases y la plusvalía
. 

Dentro de los aspectos positivos y negativos que se destacan en el sistema socialista a como lo señala acertadamente el maestro Francisco Porrúa Pérez
 están los siguientes:

Aspectos Positivos: Los más destacable del sistema socialista es su política social y la denuncia de la grave situación aflictiva de la clase trabajadora que estaba totalmente desprotegida por las formas de expresión del liberalismo político y económico.

Aspecto Negativos: El primer error se deriva de su pensamiento filosófico ya que materialismo histórico ha sido el desde siempre la lucha entre el mas fuerte y el mas débil y si esto no existiera seriamos como un grupo de animas totalmente idénticos incluso dentro de una manada de animales existe un líder. El segundo error del marxismo consiste en la suposición de que algún día se pueda llegar a una desaparición de las clases sociales y estandarizar la sociedad en un solo grupo donde todos tendríamos los mismo beneficios económicos sociales y políticos, suponer tal cosa es una utopía ya que todos los seres humanos tenemos características diferentes y por lo tanto de acuerdo a nuestra habilidades, capacidades y destrezas y en la forma en que la aprovechemos en esa manera obtendremos beneficios económicos.            

A partir de 1917 se inició una lucha los por la hegemonía mundial entre los dos tipos de Estado
, lucha que pasó por varias fases. Los primeros "rounds" los ganó el sistema socialista, que con el apoyo de la URSS, se fue expandiendo progresivamente por el mundo. Primero, inmediatamente después de la 2ª Guerra Mundial, en Europa del Este (Alemania Oriental, Polonia, Checoslovaquia, Hungría, Yugoslavia, etc.); después en China con Mao Tse Tung (1949); después en otros países de Africa, (Angola, Mozambique, etc.), de Asia (Corea del Norte, Vietnam del Norte, Laos-Camboya, etc.) y de América Latina, Cuba en 1959 y Nicaragua el 19 de Julio de 1979 con el triunfo de la Revolución Sandinista.

Esta lucha entre los dos sistemas terminó, si se puede decir así, en 1989, con el "derrumbe del Muro de Berlín", pero lo que no se puede negar es que la existencia de este tipo de Estado fue uno de los factores que contribuyeron a la reforma del Estado Liberal Burgués. 

3.2.5.1.1.3. LA REVOLUCIÓN MEXICANA Y LA CONSTITUCIÓN DE WEIMAR.

La Revolución Mexicana, que se inició en 1910 y que culminó en 1917 con una nueva Constitución de Querétaro, también hizo su aporte a la gestación del Estado Social de Derecho, ya que ésta fue la primera en el mundo que consagró los derechos sociales de los trabajadores asalariados (Artículo 123)
 y los derechos de los campesinos (Artículo 27), además de su carácter agrícola. En la República de Weimar nace en 1919 la Constitución de Weimar mediante un arreglo socialdemócrata típico: los trabajadores reciben algunos programas de  "red de seguridad social ", mientras los capitalistas (y el ejército) retienen sus poderes completos, de los que ellos más o menos "prometen" no abusar nunca. El primer gabinete de Weimar es dirigido por el Partido Social Demócrata, y por su Canciller Philipp Scheidemann, en coalición con dos partidos capitalistas, el Partido Católico de Centro y el Partido Democrático alemán. (NOTA: En las  elecciones al Reichstag de1919, un 45 por ciento de los  votantes apoyan a  los partidos que se consideran a sí mismos como marxistas)
.  

"El periodo de entreguerras constituyó un crisol de experiencias que puso de manifiesto un hecho crucial en el desenvolvimiento de la idea del Estado: la necesidad e irreversibilidad del intervencionismo estatal. Tal intervención se concibe como la asunción de un papel de primera importancia en la gestión económica y social de la sociedad, y el relieve de las políticas económicas como políticas de primer rango en la estrategia de acción del Estado
".

3.2.5.1.1.4. LA CRISIS ECONÓMICA DEL CAPITALISMO DE 1929

Posteriormente se da una crisis en 1929 que se le conoce como una "crisis de superproducción", aunque sea más conveniente llamarla "la crisis de la miseria", ya que los productos fabricados no es que no respondan a la solución de las necesidades, sino que se da por los problemas de solvencia de la sociedad. Esta crisis dura 4 años y esta considerada como la más profunda y más devastadora de la historia del capitalismo hasta nuestros días. Ella había tocado mucho de los países industrializados, y en primer lugar los Estados Unidos donde la producción industrial cae a un 46%, mientras que el número de los desempleados era de 13 millones
. 

Esta crisis era tanto más sorprendente, cuando que ella se desarrollaba en las condiciones particulares de la existencia de un otro modo socio-económico en el mundo, realizado por el primer Estado socialista, que por su desarrollo económico exitoso, demostraba las ventajas del nuevo sistema social. Mientras que millones de gente perdían su trabajo en el mundo capitalista, en 1931 en la URSS el desempleo estaba definitivamente liquidado. La URSS demuestra al mundo entero que la producción puede crecer, y sobrecrecer a ritmos desconocidos en el mundo capitalista, creando crisis que no conllevan la miseria al pueblo, sino que a un incesante aumentación del nivel de vida de la población. 

Este es otro de los factores que influyeron en el nacimiento del moderno Estado Social de Derecho. Las crisis cíclicas del sistema capitalista son quizás uno de los aspectos que más estudiados por Marx, el cual afirma que el capitalismo pasa por fases cíclicas de expansión-depresión. El "crack" de 1929 trajo como consecuencias la súbita y brusca baja de las acciones, estrepitosas quiebras, el descenso crítico de la producción industrial y sobre todo el crecimiento espantoso del desempleo y de la miseria no solo en los EEUU, sino en la mayor parte del mundo.

De esta crisis de 1929
 surgió una nueva concepción del Estado: la visión del Estado del New Deal (Nuevo Trato), que fue implantado en Estados Unidos es un programa de reformas económicas introducido por F.D. Roosevelt en los Estados Unidos en 1933 para hacer frente a la severa depresión de la época. El New Deal se propuso establecer un sistema de seguridad social federal para los millones de pobres y desempleados que existían en ese momento, así como revitalizar la agricultura y la industria, que se hallaban en medio de una profunda recesión. En la práctica este cambio de rumbo significó que el Estado adquirió un papel en la economía que no había tenido jamás en los Estados Unidos y la creación de lo que luego se pasó a denominar Welfare State (Estado de Bienestar)
.

“El New Deal del Presidente Roosvelt (1933-38) constituye el primer ensayo histórico exitoso en el desarrollo del Welfare State. En efecto, Keynes demostró objetivamente que el capitalismo no podría sobrevivir si seguía orientándose por los mecanismos automáticos del mercado, tal como lo prescribía la teoría clásica”
. 

3.2.5.1.1.5. LOS PARTIDOS SOCIAL DEMÓCRATAS

Socialdemocracia como "socialismo reformista": el triunfo de la revolución bolchevique
 hizo que el socialismo internacional se dividiera definitivamente en dos grandes grupos; las facciones más radicales de los partidos socialistas y socialdemócratas se escindieron y acabaron conformando partidos comunistas, integrados en la III Internacional (Internacional Comunista o Kominter), que seguía las directrices del gobierno bolchevique en Moscú. La mayor parte de los partidos socialistas, opuestos a la línea revolucionaria y sobre todo a la concepción soviética, acabaron conformando una suerte de continuidad de la II Internacional -que había acabado muriendo con la guerra mundial, y que tomó el nombre de Internacional Socialista (Hamburgo, 1923). Estas internacionales dividieron al movimiento obrero organizado en 2 internacionales: una pro-revolución para llegar al socialismo y otra pro-reformas dentro del capitalismo.

Fue entonces 1923 cuando comenzó a denominarse socialdemócratas a los partidos o corrientes que seguían las tesis de Bernstein; que se fueron agrupando en la "Comunidad de trabajo de los partidos socialistas" (irónicamente denominada "Internacional Dos y medio" o "Segunda Internacional y media"). Algunos de estos partidos alcanzaron labores de gobierno, en solitario o en coalición, en el tumultuoso escenario de la Europa de entreguerras. 

Los partidos que formaban parte de esta Internacional defendían la reforma como forma de llegada al socialismo (teoría que nunca se vio confirmada históricamente ya que en ningún caso se llegó a eliminar la propiedad privada bajo un gobierno socialdemócrata en el mundo), y no se oponían a la existencia de la URSS. Entre los impulsores de esta Internacional se encontraba el Partido Socialista de Austria, al que pertenecían diversas personas, como Otto Bauer, que fueron englobadas dentro del austromarxismo. Finalmente, estos partidos entraron a formar parte de la II Internacional.

Es la reconstrucción de Europa Occidental después de la 2ª Guerra Mundial la que da la oportunidad a los Partidos Socialdemócratas y Demócrata Cristianos de aplicar su visión y concepción del Estado: El Estado Social de Derecho.

Como ya se señaló antes, el Estado de Bienestar
 dio sus primeros pasos en la Alemania de Bismarck, continuó en Inglaterra después de la 1a Guerra Mundial con las leyes sociales de Lord Beveridge, le siguió el Estado del "New Deal" en 1929 en USA y de alguna manera se consolidó con los partidos socialdemócratas cuando asumieron el poder en la mayoría de los países de Europa Occidental, después de la 2ª Guerra Mundial.
3.2.5.2. CONCEPTO, NATURALEZA Y CARACTERÍSTICAS DEL ESTADO SOCIAL DE DERECHO.

3.2.5.2..1. CONCEPTO.

“El Estado social de derecho puede definirse como el que garantiza estándares mínimos de salarios. Alimentación, salud, habitación, educación y participación activa asegurados para todos los ciudadanos, con la idea de derechos y no de simple caridad o de servicio”
.

3.2.5.2. 2. NATURALEZA.

El Estado Social de Derecho se constituye así en la salida histórica a la dialéctica entre un Estado liberal abstencionista y un sistema socioeconómico de libre mercado que genera expansión económica pero también desequilibrios sociales importante; una salida posible a la contradicción entre un reconocimiento de la igualdad de las personas en la esfera política y su negación o relativización en la esfera económico-social
.
3.2.5.2.3. CARACTERÍSTICAS

3.2.5.2.3.1. EN EL CAMPO POLÍTICO

1. El Estado es un ente que debe perfeccionar la democracia: "Para perfeccionar la democracia el Estado debe ser un ente organizador y para ello debe hacerla participativa. El Estado en tal sentido, debe promover, por ejemplo, la organización de las Juntas o Comités de Vecinos, de usuarios o de consumidores, tal como ha promovido y alentado las organizaciones gremiales, sindicales, profesionales y de industriales y de comerciantes".

2. La soberanía reside en el pueblo y éste debe ejercerla. Para ello debe dejar de ser masa y convertirse realmente en pueblo." El Estado debe ser un ente promotor de libertades: Cuando hablamos del Estado de libertades en el mundo contemporáneo, se destaca su contenido material de libertades económicas y sociales, además de las políticas e individuales. El Estado Social de Derecho en esta forma, es la vía para la realización de las libertades y no el ente ante el cual se oponen las libertades. 

3. El Estado Social de Derecho es un Estado democrático. La democracia entendida en dos sentidos armónicamente interrelacionados: democracia política como método de designación de los gobernantes; y democracia social como la realización del principio de igualdad en la sociedad.

3.2.5.2.3.2. EN EL CAMPO ECONÓMICO.

1. El Estado es un ente regulador en el sentido de que al mismo le corresponde establecer las reglas de juego de la economía privada, de manera de garantizar a todos el ejercicio de la libertad económica.

2. El Estado es un ente de control del ejercicio de la libertad económica para proteger a los débiles económicos, evitando la indebida 

3. Elevación de precios y las maniobras abusivas tendentes a obstruir el ejercicio de la libertad económica por aquellos.

4. El Estado es un ente de fomento en el sentido de que, al protegerse constitucionalmente, la iniciativa privada, promueve y estimula, en el desarrollo de actividades económicas por el sector público y privado. Dentro de esas actividades de fomento tiene que realizar actividades de infraestructura y de equipamiento.

5. El Estado es un ente empresario y como tal debe desarrollar una actividad industrial, monopólicamente en las áreas económicas que se ha reservado por razones de conveniencia nacional, debe además desarrollar la industria básica pesada y debe asumir empresas, aún en concurrencia con los particulares, en aquellas áreas donde sea necesario según la política económica.

6. El Estado Social de Derecho se dirige no solo al progreso económico sino que tiene como fin el desarrollo integral, es decir del desarrollo económico, político, social y cultural. Este fin del Estado tiene ya rango constitucional en la mayoría de los países.

3.2.5.2.3.3. EN EL CAMPO SOCIAL.

El Estado Social de Derecho procura satisfacer, por intermedio de su brazo administrativo, las necesidades vitales básicas de los individuos, sobre todos de los más débiles. Distribuye bienes y servicios que permiten el logro de un standard de vida más elevado, convirtiendo a los derechos económicos y sociales en conquistas en permanente realización y perfeccionamiento. Además es el Estado de la integración social en la medida en que pretende conciliar los intereses de la sociedad. 

4. LA REFORMULACIÓN DE LOS PRINCIPIOS EN EL ESTADO SOCIAL DE DERECHO.

4.1. UNA NUEVA CONCEPCIÓN DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES.

El Estado Social de Derecho liga en los textos constitucionales, a los derechos fundamentales individuales, herencia del liberalismo, con los derechos económicos y sociales. Estos derechos fundamentales económicos y sociales se convierten, de alguna manera, en programas de acción
.

4.2. LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES EN EL ESTADO SOCIAL DE DERECHO

La necesidad de protección del sistema de derechos fundamentales ha visto aparecer instituciones que se constituyen en sus defensores permanentes. En este sentido la figura del Ombudsman escandinavo se ha convertido en modelo que inspira la necesidad de defender las garantías constitucionales de los atropellos del creciente poder administrativo del Estado Social de la actualidad
.

4.3. EL PODER JUDICIAL ASUME UN NUEVO ROL EN EL ESTADO SOCIAL DE DERECHO.

Uno de los fenómenos más resaltantes del Estado Social de Derecho contemporáneo, lo constituye la paulatina importancia adquirida por el Poder Judicial en el sistema de distribución de Poderes del Estado. La evolución de las funciones del Poder Judicial viene marcada por tres grandes desarrollos: en primer lugar el control judicial de los actos de la Administración Pública; en segundo lugar, el control de la constitucionalidad de las leyes, y en tercer lugar, profundización de los dos desarrollos anteriores, la relevancia de la función de guardianes de la Constitución reservada fundamentalmente a los jueces en el Estado Social de Derecho. 
4.4. LOS PODERES SOCIALES TIENEN RANGO DE PODERES POLÍTICOS EN EL ESTADO SOCIAL DE DERECHO.

Dada la naturaleza simbiótica del Estado Social, los poderes sociales se han convertido en poderes políticos. El poder social es hoy  poder político. Tal poder político se encauza en el Estado Social de Derecho a través de los partidos políticos y de los grupos de interés.

Los partidos políticos constituyen las organizaciones que más han contribuido a romper el esquema de la división de poderes. "Los partidos políticos diluyen el principio de la División de Poderes, dada la victoria electoral que permite al partido gobernante (o coalición de partidos) generalmente controlar el Gobierno, el Parlamento y, a veces, el Poder Judicial.

Los grupos de interés constituyen el Estado Social de Derecho organizaciones que necesariamente deben ser consultadas sobre todas las decisiones que afecten sus intereses. Y en algunos caso estas organizaciones deciden y a las instituciones gubernamentales solo les queda el papel de refrendarlas.

4.5. EL ESTADO SOCIAL DE DERECHO ES LA INTERACCIÓN ESTADO-SOCIEDAD.

El Estado Social de Derecho parte de un supuesto básico: 

La interacción (simbiosis diría Conbellas) Estado - Sociedad, la cual significa un doble proceso en el cual el Estado interviene en la sociedad, coadyuvando a su configuración, y la sociedad interviene en el Estado, convirtiendo los poderes de la sociedad en inmediatamente políticos. 

Ya no se interpretan como sistemas distintos y con mínimas relaciones entre sí, sin como subsistemas interconectados dentro de una misma totalidad, como unidades fuerte y complejamente imbricadas, cuyos límites definitorios tienden a borrarse. "El concepto de Estado Social de Derecho supone e implica el entrecruzamiento, interacción o simbiosis de Estado y Sociedad”.

5. NICARAGUA Y EL ESTADO SOCIAL DE DERECHO.

Cabe destacar que en Nicaragua se emplea por primera vez en un texto Constitucional con suma claridad el modelo del Estado Social de Derecho a partir de las Reformas Constitucionales impulsadas y aprobadas por la Asamblea Nacional el 4 de Julio de 1995, siendo Presidente de la Asamblea Nacional el Dr. Cairo Manuel López
. 

El Estado Social de Derecho Nicaragüense se fundamenta en el parrafeo primero del Arto. 130 de la Constitución Política de Nicaragua que a la letra dice: “La nación Nicaragüense se constituye en un Estado Social de Derecho. Ningún cargo concede a quien lo ejerce mas funciones que las que le confiere la Constitución y las Leyes”. Esto significa el total sometimiento de los órganos estatales a la supremacía de la Ley.

En palabras simples, se acepta en nuestro ordenamiento jurídico el principio del Estado de Derecho pero va mas haya connotándolo en un Estado Social de Derecho con todas las implicancias, prorrogativas y transcendencias que esto conlleva para nuestro país.

Con la connotación de Estado Social de Derecho se esta confirmando en nuestro ordenamiento jurídico el imperio de la Ley y la supremacía de la Constitución Política de Nicaragua lo que implica un control Constitucional a todos los entes del Estado.

Como hemos mencionado el Principio de Legalidad adquiere una gran dimensión en un Estado Social de Derecho operando desde distintos ámbitos ya sean estos para los particulares o para el Estado
. Para los particulares opera lo establecido en el Arto. 32 Cn. “Ninguna persona esta obligada a hacer lo que la Ley no mande, ni impedida de hacer lo que ella no prohíbe”
, para el Estado en su totalidad significa lo contrario, así se expresa en el Arto. 130 párrafo primero, segunda oración  Cn. “Ningún cargo concede a quien lo ejerce, más funciones que las que le confieren la Constitución y las Leyes”, este mismo criterio esta reforzado mas adelante en el Arto. 183 Cn. “Ningún Poder del Estado, organismo de gobierno o funcionario tendrá otra autoridad, facultad o jurisdicción que las que le confiere la Constitución Política y las Leyes de la Republica”
.    

El profesor Cuarezma y el Profesor Francisco Cabistán
 nos manifiestan que: “El Estado Social de Derecho supone no solo la sumisión del Estado al ordenamiento jurídico, sino también, y por sobre todo, la búsqueda de un Estado eficiente, capaz de administrar los recursos públicos en aras del bien común o del interés público, lo que exige la instrumentalización jurídica de conceptos de control sobre el manejo de los fondos públicos elaborados desde la época del cameralismo, el mercantilismo y de los fisiócratas en Francia”.  

Es por tal razón que coincidimos con las ideas planteadas, cuando afirman que el Estado Social de Derecho en Nicaragua esta caracterizado de la siguiente manera:

5.1. LA PLENA ACEPTACIÓN DEL PRINCIPIO DE SEPARACIÓN DE PODERES.

Esta noción no es nada nuevo para los doctrinarios del derecho ya que fue tomada de la experiencia constitucional inglesa y que se desarrollo con las obras John Locke, Scipriano Mafei, Jeans Jacques Rousseaau y Montesquieu quienes a su vez se basaron en la filosofía racionalista y en el mecanismo de la época en la cual se entendía a la naturaleza como la obra de la razón es por tal motivo que el Estado debía estructurarse de manera racional. Mas tarde los norteamericanos siguieron a los ingleses con el sistema de pesos y contrapesos
.  

En nuestra legislación el Arto. 129 Cn. recoge el principio de la separación de poderes con lo que el poder estaría distribuido entre diversos detentadores sin estar concentrada en manos de una misma persona como sucedía en la época del Estado Absoluto o Estado Policía, en donde cada poder sirve como balanza o moderador de la actividad de los otros poderes del Estado; llegan inclusive alguno de ellos a controlar a los demás por la interpretación de la legalidad de las diversas actuaciones estatales
. 

5.2. CONSAGRACIÓN DE DERECHOS Y GARANTÍAS CIUDADANAS.  

El antecedente primordial que se tiene sobre la consagración de derechos y garantías del ser humano los encontramos en Inglaterra con la Declaración de los Derechos Humanos de la Revolución Inglesa 1689 (Bill of Rights)
, pasando por la Declaración de Independencia de Estados Unidos en 1776 y la Declaración de los Derechos del  Hombre y del Ciudadano de la Revolución Francesa de 1789.

Estos antecedentes se han convertido con el paso del tiempo en la base para el establecimiento de un Estado de Derecho. Considerando que los Derechos y Garantías de los ciudadanos actúan como un escudo protector para la actividad individual de las personas y como un limite a la actuación del Estado quien no solo ha de respetarlos con una actitud del no hacer sino que debe de actuar como un promotor de estos y es precisamente en esa promoción en donde raya la categoría de Estado Social de Derecho
. 

5.3. EL CONTROL DEL PODER Y EL CARÁCTER DEMOCRÁTICO.

El escritor alemán Jellinek, mencionaba la existencia de 3 tipos de controles sobre la actividad del Estado: social, político y jurídico (aquí encontramos al Control Constitucional). Esta línea de pensamiento fue desarrollada con posterioridad por el profesor de Derecho Público español Jordana de Pozas, y que hoy, ha adquirido una carta de ciudadanía entre los controles sobre quienes ejercen el poder
.  

El profesor Cuarezma y el Profesor Francisco Cabistán
, manifiestan los siguiente conceptos sobre los controles que se tienen sobre le Estado:

Control Social: Es el que ejerce la opinión pública a través de los medios de comunicación social que existen en el país.

Controles Políticos: Son aquellos que han sido formados en las democracias parlamentarias y que se han introducido en las llamadas democracias presidenciales, estos son: el informe, la comparecencia y la interpelación, formas de control que la reforma constitucional de Nicaragua en 1995 recoge en su Arto. 138 inc. 4 Cn.

Es preciso mencionar que nuestra Constitución Política establece: “que los funcionarios públicos de cualquier Poder del Estado, elegidos directa o indirectamente, los Ministros y Vice-ministros de Estado; los Presidentes o Directores de entes autónomos o gubernamentales; y los embajadores de Nicaragua en el exterior no pueden obtener concesión alguna del Estado. Tampoco podrán actuar como apoderados o gestores de empresas públicas ó privadas, nacionales ó extranjeras, en contrataciones de estos con el Estado. La violación de esta disposición anula las concesiones o ventajas obtenidas y causa la perdida de la representación y el cargo”
. Por otro lado el mismo texto Constitucional nos plasma “que los funcionarios de los cuatro poderes del Estado, elegidos directa o indirectamente, responden ante el pueblo por el correcto desempeño de sus funciones y deben informarle de su trabajo y actividades oficiales. Deben atender y escuchar sus problemas y procurar resolverlos. La función pública se debe ejercer en función de los interese del pueblo”
.
Control Jurídico: Nosotras consideramos que son los medios que presenta la ley por medio de los cuales el pueblo puede acceder a la Justicia cuando una autoridad que esta revestida con el imperium público vulnera o se considera que ha vulnerado un derecho o una garantía que poseen los ciudadanos. 

Este tipo de control lo ejerce el pueblo en diversos  ámbitos: El Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos (Ombudsman), el recurso de amparo, el procedimiento administrativo, el contencioso administrativo, el recurso de inconstitucionalidad y en alguna medida el control técnico financiera que ejerce la Contraloría General de la República
. Es por eso que en los últimos tiempos hay un concepto que esta tomando fuerza y es que la democracia no solo debe de ser electoral o representativa sino también debe de cumplir una función fiscalizadora fomentando la presencia de la sociedad civil en las tomas de decisiones y en la utilización de los recurso para asegurase que el funcionario público le de buen uso a dinero del pueblo obtenido por los impuestos.  

5.4. RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO.

La reforma constitucional de 1995 integro a nuestra Constitución la responsabilidad objetiva de la Administración Pública, la que antes era sujetiva o personal. Así el Arto. 131 párrafo segundo Cn. dice: “El Estado, de conformidad con la ley, será responsable de las lesiones que como consecuencia de las acciones u omisiones de los funcionarios públicos en el ejercicio de su cargo sufran los particulares en sus bienes, derechos e intereses, salvo los casos de fuerza mayor. El Estado podrá repetir contra el funcionario o empleado publico causante de la lesión”
.   

Además, el Estado no solamente es responsable por los daños que cause a terceros sino, que los funcionarios y empleados públicos serán responsable ante el Estado mismo, y en ese sentido, el inciso tres del Arto. 131 Cn. manifiesta: “Los funcionarios y empleados públicos son personalmente responsables por las violaciones de la Constitución, delito o falta cometida en el desempeño de sus funciones. También son responsables ante el Estado de los perjuicios que le causaren por abuso, negligencia y omisión en el ejercicio del cargo”.

5.5. RENDICIÓN DE CUENTAS.

 Si bien es cierto esta figura aparece en otros periodos de la evolución humana, actualmente constituye uno de los elementos del Estado Social de Derecho, sobre todo desde la perspectiva de los recursos que los funcionarios públicos manejan. Se trata entonces, de recursos públicos que constituyen parte del patrimonio del Estado y desde luego están sometidos a norma rigorosas de control en aras de la transparencia de la gestión realizada
.                    
CAPÍTULO II: ORIGEN Y EVOLUCIÓN DEL DERECHO CONTENSIOSO-

ADMINISTRATIVO.

1. INICIO DEL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO EN FRANCIA. 
Después de haber analizado en el capitulo anterior, la evolución, antecedentes, y sus aportes a la concepción del Estado que tenemos, es necesario mencionar un aspecto importantes que es: lo Contencioso–Administrativo nace en Francia con su propia Revolución de 1789
, la cual creó las condiciones para su nacimiento a partir de la teoría de separación de poderes planteada por Montesquieu, así como por la tendencia política de emancipación del Poder Ejecutivo en defensa del principio de soberanía nacional. Como consecuencia se le asigno a los órganos de la Administración la facultad de juzgar ellos mismos los actos que directamente le afectasen mediante un recurso llamado Contencioso – Administrativo, originándose como un control interno de la Administración sobre su propio aparato, mediante órganos especiales quienes serían los que enjuiciarían el comportamiento de los administradores.

Su institucionalización con esto de la Independencia de la Administración frente a los Tribunales judiciales y se instituyo el Sistema Administrativo Francés de justicia retenida el cual según el profesor nicaragüense Armando Rizo Oyanguren
, es el que se reserva a la Administración Pública para resolver los litigios que originan sus actos en perjuicio de los administrados, doctrina conocida como el Sistema del Ministro Juez.

Este sistema consistía en la facultad ejercida por el Poder Ejecutivo de resolver los pleitos o litigios administrativos. Fue muy criticado por que se convirtió a dicho poder en juez y parte al mismo tiempo al atribuirle facultades jurisdiccionales ajenas a su naturaleza ejecutiva y que son propias del Poder Judicial.

Su explicación procesal radica según el profesor Jesús González Pérez
 en que la decisión ministerial afectaba al administrado era recurrida ante el Consejo de Estado como primera instancia, mientras que el recurso contencioso era una segunda instancia como una verdadera alzada o apelación. Este sistema fue abolido por la Ley del 24 de Mayo de 1872, la cual estableció que el Consejo de Estado conocería sobre los recursos en materia Contencioso–Administrativa y sobre las demandas de anulación por exceso de poder
 abriendo paso al primer intento de jurisdicción delegada, pero aún en un órgano propio de la Administración y no al judicial. 

1.1. LA REFORMA DEL CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO FRANCES
.

Hubo que esperar a los inicios de la III ª República para que la ley de 24 de mayo de 1872 atribuyera al Consejo de Estado y a los Consejos de Prefectura la “justicia delegada”, es decir el poder de dictar “en nombre del pueblo francés” las decisiones, y ya no simples opiniones contenciosas, conservando sin embargo su función de consejero del Gobierno o de los Prefectos, respectivamente. De esta ley data pues la doble característica del contencioso administrativo francés
: 

•  La existencia de una verdadera jurisdicción administrativa, situada bajo la autoridad del Consejo de Estado, distinta de la organización judicial a cuya cabeza se encuentra la Corte de Casación: esto es lo que se llama la “dualidad de la jurisdicción”; 

•  La doble función del Consejo de Estado y de los Consejos de Prefectura –que se convierten en “Consejos de Prefectura Interdepartamentales” en 1926 y después en “Tribunales Administrativos” en 1954–, a la vez consejeros de la Administración y jueces del contencioso-administrativo: es el cúmulo de las atribuciones administrativas y jurisdiccionales. 

Los miembros de los Consejos de Prefectura, luego de los Tribunales Administrativos, y los del Consejo de Estado, han sido durante largo tiempo simples funcionarios ligados a la Administración prefectoral. Actualmente, siguen siendo funcionarios y están regidos, salvo derogación expresa, por el Estatuto General de la Función Pública, pero se benefician de garantías destinadas a asegurar su independencia. Así, el artículo L. 231-3 del código de justicia administrativa, dispone que “ejercerán las funciones de magistrado” y que “no podrán recibir, salvo que así lo consientan, un destino nuevo, aunque sea un ascenso”. 

El decreto de 30 de septiembre de 1953, procede a reformar el contencioso-administrativo reemplazando, a partir del 1 de enero de 1954, los Consejos de Prefectura Interdepartamentales por los Tribunales Administrativos que forman el primer grado de la jurisdicción, constituyéndose el Consejo de Estado en jurisdicción de apelación en la mayoría de los asuntos. Después, la ley de 31 de diciembre de 1985, que entró en vigor el 1 de enero de 1987, crea cinco Cortes Administrativas de Apelación -ahora son ocho- y hace que el Consejo de Estado sea principalmente el juez de casación del contencioso-administrativo. 

A partir de esa fecha, las jurisdicciones administrativas de derecho común se componen de tres categorías
:

•  37 Tribunales Administrativos (28 en la Francia metropolitana y 9 en las provincias de ultramar), que son jueces de derecho común del contencioso-administrativo en primera instancia; 

•  8 Cortes Administrativas de Apelación, jueces de apelación de derecho común del contencioso-administrativo; 

•  El Consejo de Estado que acumula las atribuciones de juez de casación, de juez de apelación (de materias muy residuales) y de juez de primera instancia. 

Las reglas relativas a la competencia de las jurisdicciones administrativas, a su organización y al procedimiento aplicable ante ellas, son esencialmente de origen jurisprudencial: ha sido el mismo Consejo de Estado el que, a lo largo de los siglos XIX y XX, ha definido sus principios. El legislador y el poder reglamentario sólo han intervenido, en este ámbito, para confirmar o anular las reglas jurisprudenciales. Esto explica que, en un primer momento, los textos relativos a la jurisdicción administrativa hayan estado dispersos: ley de 22 de julio de 1889 sobre el procedimiento a seguir ante los Tribunales Administrativos; decreto de 26 de septiembre de 1926 fijando las reglas de organización y de procedimiento aplicables a los Tribunales Administrativos; ordenanza de 31 de julio de 1945 sobre el Consejo de Estado; decreto de 30 de septiembre de 1953 procediendo a reformar el contencioso-administrativo; decreto de 30 de julio de 1963 relativo a la organización y al funcionamiento del Consejo de Estado, etc. 

Una primera codificación fue realizada por dos decretos de 13 de julio de 1973 que instituyeron el “Código de los Tribunales Administrativos”, sustituido en 1989 por el “Código de los Tribunales Administrativos y de las Cortes Administrativas de Apelación”, pero esta codificación no afectaba al Consejo de Estado. Es una ordenanza de 4 de mayo de 2000, que entró en vigor el 1 de enero de 2001, la que agrupa los textos aplicables a los Tribunales Administrativos, a las Cortes Administrativas de Apelación y al Consejo de Estado en el “Código de Justicia Administrativa”. 
2. EL CONTENCIOSO–ADMINISTRATIVO EN ESPAÑA (BREVE RESEÑA HISTÓRICA).
En España
 por su parte según nos dice Don Sabino Álvarez Gendín, a raíz de la Constitución Política del año 1837 se intento implantar la Jurisdicción Contencioso–Administrativa con la creación de unos tribunales imitando la organización de los Consejos de Prefectura Franceses, denominados Consejos Provinciales
, pero es hasta 1845 por la Ley del 2 de Abril
 que se instituyen realmente con atribuciones Contencioso–Administrativas en primera instancia en jurisdicción delegada, incorporados a las Diputaciones, órganos eminentemente administrativos. El 6 de Julio del mismo año se promulgó la Ley del Consejo Real dotándole de una sección encargada de instruir los expediente y preparar sus resoluciones en asuntos contenciosos. La Jurisdicción Contencioso–Administrativa se consideraba incorporada al Poder Ejecutivo, ya que el Consejo de Ministros era el que en última instancia resolvía saber las cuestiones que se planteaban. Las resoluciones del Consejo Real
 en materia contenciosa estaban privadas del carácter de decisión, eran meramente consultivas, en una palabra no se avanzaba de jurisdicción retenida

El profesor Francisco Sosa Wagner
, describe la obra de Don José Posada Herrera, a quien en su labor en esta época se vio con la necesidad y la discusión de crear una formula orgánica adecuada para conocer los litigios que se ventilaran entre la Administración Pública y los administrados, citaba al respecto varias formulas: a) Atribuir la competencia sobre el contencioso a los Ministros, b) A las Diputaciones Provinciales, c) A los tribunales ordinarios, d) A tribunales administrativos independientes, e) en fin, a tribunales administrativos dependientes.

Don Posada Herrera166.1 descartaba al ministro (sistema del ministro–juez ya mencionado) porque sería tal el número de cuestiones de que tendría que ocuparse que sería imposible que la vida de un hombre pudiera atender a tantas obligaciones aunque para él los días se multiplicaran y crecieran las horas. Con los Tribunales ordinarios la Administración pasaría al poder del los encargados de justicia civil y bien pronto se confundirían en una sola mano o corporación la facultad de resolver los derechos civiles del individuo y los políticos administrativos del mismo, se podría paralizar a la Administración. En fin, si se inviste a los jueces ordinarios con tales poderes ¿quién aseguraba que las medidas más convenientes de la Administración, aquellos que por su utilidad e interés había creído la Administración provechosas al país no habían de ser calificadas por el poder judicial como atentatorio de los derechos de tercero y como perjudiciales a la sociedad?. Se preguntaba Don Posada Herrera.

Por su parte, los tribunales administrativos independientes adolecerían de los mismos defectos señalados para los jueces ordinarios porque con ellos sólo habríamos mudado de nombre. Le quedaban pues a este autor como únicas aceptables: la que ofrecían las Diputaciones provinciales y la consistente en crear unos tribunales específicos que participando de la amovilidad y del carácter que en la Administración es necesario puedan satisfacer las necesidades de ésta.

Este autor166.2 reconocía que si un sistema tiene principios en que fundarse, y presenta utilidades respectivas, también el otro las presenta y tampoco le faltan motivos racionales en que estribarse, cuando se esta resuelto a adoptar un sistema se me presentan las razones del otro, sin embargo se inclinaba más por la constitución de tribunales específicos, compuestos por personas amovibles a voluntad del ministerio, pues si fueran inamovibles en nada se diferenciarían de los tribunales ordinarios.

La primera sentencia contencioso–administrativa
 emitida por el Consejo Real fue la de 30 de Junio de 1847, publicada en la Gaceta de 5 de noviembre, estaba dictada en apelación contra sentencia del Consejo Provincial de Vizcaya.

La Revolución de 1854
 suprimió de raíz el sistema vigente en ese momento, los Reales Decretos de 7 de Agosto de 1854, suprimiendo los Consejos Provinciales y el Consejo Real. Los asuntos de que eran competentes los primeros pasaron a las Diputaciones Provinciales, y para sustituir al segundo se creo un Tribunal contencioso–administrativo, como segunda instancia.

El sistema no funcionó: Las Diputaciones, tal como estaban organizadas, no eran capaces de funcionar como tribunales y respecto al tribunal contencioso–administrativo, estaba compuesto por empleados activos o cesantes, que la Administración nombraba libremente, sin condiciones de ninguna clase, no recibirían retribución alguna por el desempeño de sus funciones, eran inmovibles, y sobre todo no ejercían jurisdicción delegada.

Con el fin del bienio revolucionario
, el Real Decreto de 16 de octubre de 1856 establece la situación de 1845, que va a prolongarse hasta la nueva revolución de 1868. En este período tienen lugar, dos reformas de importancia: a) En la esfera central, el Real Decreto de 14 de Julio de 1858, al reorganizar el Consejo Real, le da el nombre del Consejo de Estado, b) En la esfera provincial, la Ley de 25 de septiembre de 1863 derogó la de 2 de abril de 1845, estableciendo nuevas disposiciones sobre la organización y atribuciones de los Consejos Provinciales.

Durante esa nueva revolución de 1868 (denominada la Gloriosa) los Decretos de 13 y 16 de octubre y de 26 de noviembre de 1868 suprimieron el Consejo de Estado y los Consejos Provinciales, pasando sus competencias, respectivamente, a las Salas especiales del Tribunal Supremo y de las Audiencias Provinciales. Con el nuevo sistema desparecen los tribunales contencioso–administrativos, pero no desaparecen los asuntos de esta naturaleza, que siguen siendo conocidos por la jurisdicción ordinaria
 bajo un procedimiento especial muy distinto al que regulaba los litigios civiles. La Administración deja de ser competente para decidir si era procedente o no la vía contenciosa
.

Restaurada la monarquía y emitida una nueva Constitución en 1876, un año antes por Decreto del Ministerio – regencia de 20 de enero de 1875 y Ley de 16 de diciembre de 1876, se devolvió al Consejo de Estado la jurisdicción contencioso–administrativa. Pero la vuelta a este sistema provocó una reacción general. Se quería la implementación del sistema de jurisdicción delegada es decir considerar a los órganos administrativos encargados de resolver los litigios con facultades propias e independientes de la Administración activa, o bien crear Tribunales especiales.

El 22 de Julio de 1886 el entonces Presidente del Gobierno Sr. Sagasta, presentó (ya lo había presentado en 1882) al Congreso un proyecto de Ley sobre el ejercicio de la jurisdicción de lo Contencioso–Administrativa, que pretendía acabar con la jurisdicción retenida, atribuyendo el conocimiento de estos asuntos a las Salas 1ras de lo Civil de cada Audiencia Territorial y a la Sala 4ta del Tribunal Supremo (que se creaba a tales efectos). La Comisión parlamentaria a la que correspondió el estudio del proyecto, emitió su dictamen el 21 de Junio de 1887, atribuyendo la jurisdicción a tribunales especiales, lo que representaba un termino medio entre el sistema judicalista que defendía el proyecto y el administrativista que defendía la oposición en el Congreso.

Se aprobó así la Ley del 13 de Septiembre de 1888
 Ley de Santamaría de Paredes (Don Vicente era su nombre), quien fue el secretario de esa Comisión encargada del estudio del proyecto propuesto por el Sr. Sagasta] se instituyo el Tribunal Contencioso–Administrativo adscrito sin embargo el Consejo de Estado
 pero con jurisdicción delegada, erigíendose en las Audiencias Provinciales los Tribunales Contencioso–Administrativos, integrados por elementos de la Magistratura Ordinaria y por elementos del Poder Ejecutivo o funcionarios administrativos, se instauró el sistema denominado como mixto o armónico.

La Ley de 1888 experimentó una reforma sustancial por la Ley de 22 de Junio de 1894
 y una transformación orgánica por la Ley del 5 de Abril de 1904
 (impulsada por Don Antonio Maura) que finalmente incorporo de una manera clara e independiente el Tribunal Contencioso–Administrativo al Poder Judicial, a una Sala de lo contencioso–administrativo en el Tribunal Supremo.

Resulta muy enriquecedor consultar la Compilación de la Novísima Legislación de España
, en la cual se puede encontrar una síntesis de todas las normas aprobadas entre 1845 y 1904, referentes a lo contencioso–administrativo.

La situación que se vive durante la Guerra Civil Española (1936–39) aconsejaban suspender temporalmente la jurisdicción contencioso–administrativa. El 18 de diciembre de 1934 siendo Ministro de Justicia Don Eduardo Aunos, se pensó en su restablecimiento por lo que remitió un proyecto de Ley a las Cortes que sería adoptado el 18 de Marzo de 1944 y que separó las resoluciones de la Administración Central en materia de personal de las demás que constituían la materia propia del Contencioso–Administrativo, y hacer las primeras objeto de un recurso especial denominado recurso de agravios
 que quedaría en manos del Consejo de Ministros previo informe del Consejo de Estado, mientras lo contencioso–administrativo quedaba en manos del Tribunal Supremo.

Según el profesor Eduardo García de Enterría
, la Ley de 18 de Marzo de 1944 que restableció la jurisdicción contencioso–administrativa tras la suspensión impuesta por la guerra, autorizó a la vez al Ministerio de Justicia para la publicación de un texto refundido de la ley orgánica de esta jurisdicción , dicho texto fue aprobado como Decreto Legislativo de Febrero de 1952 que se aplicó hasta la promulgación de la Ley del 27 de Diciembre de 1956, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso–Administrativa, la cual con las modificaciones introducidas por la Ley del 17 de Marzo de 1973
 y el Decreto Ley del 4 Enero de 1977 (este último creó la Audiencia Nacional, un órgano central con una Sala con competencia territorial nacional para conocer determinados asuntos contencioso–administrativos) constituyó así la norma vigente en la materia durante un poco más de cuarenta años
.

La Ley de 1956 reformó radicalmente el texto refundido del 8 de febrero de 1952, que lo era de la del 22 de Noviembre de 1894, 5 de Abril de 1904 y la de 18 de Marzo de 1944, aprobándose por las Cortes en sesión del 20 de Diciembre de 1956, sancionándose por el Jefe del Estado el 27 de los aludidos mes y año.

La organización de la Jurisdicción Contenciosa–Administrativa en éste sistema según nos dice González Pérez
 (por cierto uno de sus redactores) es de orden judicial, en cuanto se encomienda a órganos de esta naturaleza, constituyendo un orden jurisdiccional al igual que los Tribunales de justicia ordinarios a cargo de Magistrados, especializados unos y otros nombrados por concurso ordinario entre los componentes del cuerpo, asistidos por secretarios y el resto del personal auxiliar de la Administración de Justicia.

Estos órganos eran según el arto. 7 de la ley de 1956 los siguientes:

· Salas de lo Contencioso–Administrativo de las Audiencias Territoriales y Nacional, que      constituían la primera instancia.

·  Sala de lo Contencioso–Administrativo del Tribunal Supremo, como órgano de segunda instancia, de apelación o revisión según los casos.

· Sala de Revisión de lo Contencioso–Administrativo del Tribunal Supremo, que sería el órgano de Casación.

En 1995 el Ministerio de Justicia encomendó a una Comisión presidida por el Consejero de Estado el profesor Jesús Leguina Villa la elaboración de un anteproyecto de ley (en 1986 se redactó también un proyecto de ley de lo contencioso–administrativo) que estipulaba en su arto. 6, la siguiente estructura orgánica: Juzgados de lo Contencioso–Administrativo (previstos ya en el arto. 91 de la Ley 6/1985, de 1 de Julio, Orgánica del Poder Judicial Español) Salas de los Tribunales Superiores de Justicia Sala de lo Contencioso–Administrativo de la Audiencia Nacional y la Sala del Tribunal Supremo. Entro en el Congreso de los Diputados
 durante la V Legislatura, con fecha de 30 de Septiembre de 1995, Serie A, Núm. 133–1. Sobre el mismo se emitió el Informe de Ponencia en el cual no se presento ninguna enmienda el arto. 6 del proyecto. Finalmente el proyecto de ley no se aprobó por la disolución anticipada de la Cortes
.

En dicho proyecto de ley ya se afianzaba una innovación estructural, los Juzgados de lo Contencioso–Administrativo. Al respecto el Consejo General del Poder Judicial en su Informe de 22 de Febrero de 1995, considero que la innovación además de ineludible, era beneficiosa, tanto para la adecuada distribución del trabajo entre los órganos que integran este orden jurisdiccional cuanto para agilizar el despacho de los asuntos.

Por otro lado, el Dictamen del Consejo de Estado emitido el 15 de Junio del mismo año, señaló que: "Reconociendo que lo juzgados de lo contencioso–administrativo pueden contribuir a un acercamiento de la justicia a los ciudadanos y, sobre todo a configurar un sistema de doble instancia, ello no impide la percepción de algunas dificultades prácticas para implantarlos, tales como la dotación de los medios económicos suficientes y la formación de los 112 especialistas que deberán ocupar las plazas anunciadas, para concluir que sería un contrasentido, y un paso atrás, que frente a la especialización tradicional de los Magistrados de este orden, los nuevos juzgados se cubrieran con jueces no especializados"
.

Debido en parte a los numerosos y trascendentales cambios en el ordenamiento jurídico, en las instituciones político–administrativas y en la sociedad española en general, así como al incremento exponencial de la litigiosidad en este orden jurisdiccional, es decir el nivel de demandas presentadas y la acumulación de casos por resolver y por el reconocimiento tan mayúsculo que la Constitución de 1978 realizó de lo Contencioso–Administrativo en España, finalmente se sustituyó la Ley de la Jurisdicción de lo Contencioso–Administrativo de 1956, aprobandose el 13 de Julio de 1998 la Ley 29/1998 Reguladora de la Jurisdicción de lo Contencioso–Administrativo, publicada en el BOE No. 167 del 14 de Julio del mismo año.

Esta ley plantea una nueva estructura orgánica encargada de dirigir la Jurisdicción Contencioso–Administrativa la cual según su arto. 6 esta integrada por los siguientes órganos:

a) Juzgados de lo Contencioso–Administrativo.

b) Juzgados Centrales de lo Contencioso–Administrativo.

c) Salas de lo Contencioso–Administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia.

d) Sala de lo Contencioso–Administrativo de la Audiencia Nacional.

e) Sala de lo Contencioso–Administrativo del Tribunal Supremo.

Como vemos, se aprobó la innovación estructural que representan los Juzgados de lo Contencioso–Administrativo, algo que no estaba planteado en la Ley de 1956 y que surge de la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985 en su arto. 91, pero también se aprobaron los llamados Juzgados Centrales de lo Contencioso–Administrativo con competencia para todo el territorio español y como primera instancia de la Audiencia Nacional en varios asuntos. Este último tipo de Juzgado no estaba previsto en la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, por lo que se tuvo que acompañar junto con el proyecto de reforma del contencioso–administrativo un proyecto de reforma de dicha ley orgánica
.

Esta ha sido una breve referencia histórica del contencioso–administrativo en el derecho comparado español, que podría ser un marco de referencia al desarrollo que sobre dicha materia se espera en Nicaragua, al cual dedicara las siguientes líneas, tratando de exponer brevemente los antecedentes de la misma.

3.  EL CONTENCIOSO — ADMINISTRATIVO EN NICARAGUA (BREVE RESEÑA HISTÓRICA).
En Nicaragua uno de los primeros escritos sobre Derecho Administrativo en general estuvo a cargo del Doctor Ildefonso Palma Martínez en el año 1947 en la Editorial Nuevos Horizontes de Managua, Nicaragua, bajo el titulo “Derecho Administrativo (teórico y positivo) concordado con la legislación Patria”
 Otro trabajo de igual valor es presentado por el profesor Cairo Manuel López en un articulo titulado “Concepto y Naturaleza del Procedimiento Administrativo en el año 1977”
 También, encontramos actualmente un importante aporte doctrinario en el Libro del profesor Armando Rizo Oyanguren titulado “Manual Elemental de Derecho Administrativo”, siendo uno de los pocos libros sobre Derecho Administrativo escrito por un Nicaragüense
, siguiendo esta línea de pensamiento del maestro Jorge Flavio Escorcia, ha publicado en el año dos mil dos un libro titulado: Derecho Administrativo, que abarca el estudio de la parte general de la materia, pero que no presenta un estudio detallado de la parte procesal (Contencioso–Administrativo) Como vemos han sido pocos los interesados en esta materia en Nicaragua y actualmente hay muy poca información al respecto lo que obliga a recurrir al auxilio del Derecho Comparado.

Lógicamente, la producción doctrinaria sobre el contencioso–administrativo es aun mas escasa, aunque sobresalen algunos trabajos monográficos sobre temas concretos de esta materia en los que se aborda principalmente: La estructura orgánica de la misma y el procedimiento contencioso–administrativo.

El primer antecedente legislativo del Contencioso–Administrativo en Nicaragua lo encontramos en la Constitución Política de 1974, que según nos dice el Dr. Antonio Esgueva Gómez
 nace de la celebración de una pacto político entre Anastasio Somoza y Fernando Aguero, conocido como Kupia Kumi
el cual estableció una convocatoria para elegir una Asamblea Constituyente y mantener en la Presidencia al General Anastasio Somoza. La nueva Constitución fue proclamada en octubre de 1974 y tuvo vigencia hasta 1979, año del triunfo de la Revolución Popular Sandinista, exactamente hasta el 20 de Julio de dicho año en el que se promulga el Estatuto Fundamental de la República y el Estatuto sobre Derechos y Garantías de los Nicaragüense que estableció un precepto referente al contencioso–administrativo.

En el Titulo XII llamado Poder Judicial, Capítulo único, de la Constitución de 1974, que trataba de la organización y atribuciones de este Poder, es donde se encuentran las normas que regulan al Contencioso–Administrativo al menos en esa época:

El arto. 303 decía: "Habrá un Tribunal de lo Contencioso–Administrativo en la capital de la República, que conocerá de los asuntos y en la forma que determine la Ley. Se compondrá de cinco Magistrados con sus respectivos suplentes, electos por el Congreso Nacional en Cámaras Unidas, de los cuales dos pertenecerán al Partido que hubiere obtenido el segundo lugar en las últimas elecciones de Autoridades Supremas. El Magistrado primeramente electo será el Presidente de dicho Tribunal. La Ley podrá, a iniciativa de la Corte Suprema de Justicia, crear otros órganos de la Contencioso–Administrativo".

Por su parte el arto 304 decía: “Contra las resoluciones del Tribunal de la Contencioso–Administrativo se podrá recurrir ante la Corte Suprema de Justicia, en los casos que determine la Ley”.

En los artículos 284, 288, 290 y 305 del mismo cuerpo legal se desarrollaron otros aspectos de lo Contencioso–Administrativo. A pesar de dedicársele todos estos artículos el Tribunal de lo Contencioso–Administrativo nunca se llegó a organizar, ni se dicto la ley para su funcionamiento.

Por el contrario la Constitución Política del 19 de Enero de 1987
, aprobada durante el Gobierno Sandinista no contenía ninguna norma referente a lo Contencioso–Administrativo, lo que se vislumbra de su simple lectura.

 “El 29 de Enero de 1993, tras el triunfo electoral en 1990 de Doña Violeta Barrios de Chamorro se creó un documento conocido como el Documento No. 125 que era un acto de acuerdo entre el Frente Sandinista de Liberación Nacional, FSLN (ahora como partido político de oposición) y al Unión Nacional Opositora, UNO, sobre reformas Constitucionales que aunque nunca fue aprobado tenía una serie de artículos referentes a la constitución de un Tribunal Contencioso–Administrativo. Fue un intento fallido de incorporar nuevamente esta materia en la Constitución de la República
. 

Es hasta julio de 1995 y con el antecedente anterior (Documento No. 125) a través de la Ley No. 192 que entraron en vigencia las reformas de la Constitución de 1987, reformando 65 de los 202 artículos que la componían
.

En el Titulo VIII de la Organización del Estado, Capítulo V del Poder Judicial, se instituyo nuevamente el Contencioso–Administrativo pero ya no con la estructura de un Tribunal, sino como una Sala más de la Corte Suprema de Justicia, esto se observa en su arto 163 que estipulaba: “La Corte Suprema de Justicia estará integrada por doce Magistrados electos por la Asamblea Nacional. La Corte Suprema de Justicia se integrará en Salas, que estarán conformadas por un número no menor de tres Magistrados cada una: Civil, Penal, de lo Constitucional y de lo Contencioso–Administrativo, cuya organización e integración se acordará entre los mismos Magistrados”.

De acuerdo a este artículo se estableció como requisito numérico un mínimo de tres Magistrados por cada Sala, lo que no impedía que estas se integrarán por más de tres miembros como planteaba el Acuerdo de la Corte Suprema de Justicia sobre la División en Salas, (Acuerdo No. 125) de enero de 1996, que en su inciso segundo decía: “ Cada una de las Salas estará integrada por seis Magistrados, quienes elegirán de entre sus miembros al Presidente de la misma por un período de un año y cuyas atribuciones se establecen en el Reglamento interno de la Corte Suprema de Justicia.

Cada uno de los doce Magistrados que formaban la Corte Suprema de Justicia, podían participar al mismo tiempo en dos y en algunos casos hasta en tres Salas diferentes, de acuerdo a sus respectivas especializaciones, inclinaciones o preferencias, para que conozcan de las materias propias de su competencia.

Como vemos en la reforma constitucional no se señaló la necesidad de promulgar una Ley de lo Contencioso–Administrativo que normará la funcionalidad de la Jurisdicción Contenciosa–Administrativa en Nicaragua, que hasta hace muy poco era inexistente, lo que ocasionaba un gran vacío en la legislación Nicaragüense y un desamparo del ciudadano frente al actuar de la Administración Pública, que sólo podía defender sus derechos a través del Recurso de Amparo
.

Este vacío legislativo se trató de llenar con la prestación de un Proyecto de Ley de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo de la República de Nicaragua por la Corte Suprema de Justicia a la Asamblea Nacional el veintitrés de octubre de mil novecientos noventa y siete.

Este proyecto de ley según lo señalaba su exposición de motivos, fue el producto del trabajo de los Magistrados de la Sala de lo Contencioso–Administrativo de la época, así como por un equipo internacional, coordinado por el Honorable Juez Charles Vaccaro de Texas Estados Unidos y el Honorable Magistrado Jorge Rodríguez Zapata del Tribunal Supremo Español y por un equipo de juristas nacionales integrado por los Doctores Orlando Barreto Arguello, Cairo Manuel López Sánchez, Rodolfo Emilio Fiallos Pinel, Ramiro Guevara Ríos y Zelmira Castro Galeano. Además fue ampliamente consultado tomando en cuenta a los Magistrados de los Tribunales de Apelaciones, a Jueces de Distrito y Locales, Representantes de la Sociedad Civil, Catedráticos Universitarios, Funcionarios de los Poderes del Estado y de la Contraloría General de la República, mediante diez seminarios que se realizaron en las diferentes regiones del país, con la participación total de seiscientos sesenta y seis personas, lo que evidencia el amplio consenso que contenía este Proyecto de Ley
.

El cual es sumamente novedoso ya que rompió la tradición jurídico–administrativa Española contenida en la Ley de Procedimiento Administrativo de 1958 y de lo Contencioso–Administrativo de 1956, fusionándolas en un solo cuerpo de Ley y cimentándolas sobre las experiencias que ha recogido la Jurisprudencia Nicaragüense en torno al Recurso de Amparo, además de una serie de figuras e instituciones inéditas en el Derecho Comparado sobre esta materia
.

En su titulo segundo referente al Contencioso–Administrativo, capitulo II, titulado: “ De los órganos de la Jurisdicción Contencioso–Administrativa”, en su articulo 36 se señalaba que la Jurisdicción Contencioso–Administrativa se ejercería por los siguientes órganos:

a)
La Sala de lo Contencioso–Administrativo de la Corte Suprema de Justicia.

b)
Las Salas de lo Contencioso–Administrativo de los Tribunales de Apelaciones.

Se proponía ya una propuesta de estructura orgánica de lo Contencioso–Administrativo digna de discutir de ley a simple vista, nunca fue aprobado, quedando como popularmente se dice engavetado en la Asamblea Nacional.

Por otro lado, producto de ciertos movimientos o acuerdos políticos entre los dos Partidos Políticos  mayoritarios en al Asamblea Nacional, se realizó una Reforma Parcial a la Constitución Política del año 87 y sus reformas del 95 a través de la Ley No. 330, Ley de Reforma Parcial a la Constitución Política de la República de Nicaragua que en su arto. 6 reformó el arto. 163, de la antigua Constitución Política, integrando la Corte Suprema de Justicia con dieciséis Magistrados, es decir aumentando en cuatro el número total de Magistrados aunque estableció la continuación de la división en Salas de dicho Poder del Estado no las estipulo, remitiéndose a la Ley Orgánica del Poder Judicial
 que en su arto. 31 señala que la Corte Suprema de Justicia estará dividida en las tradicionales cuatro Salas, entre las que sobresale la de lo Contencioso–Administrativo, que vio aumentado su número de miembros de seis a ocho Magistrados.

Junto a esta reforma constitucional y producto de la presión internacional y en un contexto de obligaciones y condiciones para el desembolso de la ayuda externa de los países cooperantes, las cuales deben ser cumplidas por nuestro Gobierno como garantía del buen uso de dichos fondos, se dictamino el Proyecto de Ley de 1997, por una Comisión Técnica Asesora de la Comisión Dictaminadora de la Asamblea Nacional, creándose una especie de Proyecto dictaminador denominado Proyecto de lo Contencioso–Administrativo, con fecha de 16 de Marzo del año 2000, que en realidad era el dictamen del proyecto de ley de 1997, para su aprobación en la Asamblea Nacional.

Dicho dictamen estableció la misma estructura orgánica del proyecto de ley de 1997, pero localizó el conocimiento y la resolución del fondo del asunto en las Salas de lo Contencioso–Administrativo que se crearían en los Tribunales de Apelaciones, convirtiendo a la Corte Suprema de Justicia en una Segunda instancia o especie de Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso–Administrativo, es decir que le Recurso Contencioso–Administrativo pasó a ser un juicio o proceso de doble instancia según el arto. 48 de dicho dictamen.

La Comisión Dictaminadora aprobó dicho dictamen, pasando al plenario del Poder Legislativo, aprobándose el día 18 de Mayo del año 2000, publicándose como Ley No. 350 (Ley de Regulación de la Jurisdicción de lo Contencioso–Administrativo) la cual según su arto. 19 mantuvo la misma  estructura física del proyecto de ley de 1997, pero con el funcionamiento propuesto en el dictamen del año 2000, según su arto. 49 (de la ley No. 350), con la gran novedad de utilizar a los Juzgados de Distrito y Locales de todo el país como uno de los órganos receptores de la demanda Contencioso–Administrativa (arto. 25 de la Ley No. 350).

Finalmente y producto de la sentencia de inconstitucionalidad a la que ha sido sometida la ley no. 350 específicamente sobre la estructura orgánica que aprobó, se ha presentado ya en la Asamblea Nacional de Nicaragua, un proyecto de reforma a la Ley No. 350 que pretende mantener como único órgano competente en esta materia a la Sala de lo Contencioso–Administrativo de la Corte Suprema de Justicia, permitiendo la presentación de las demandas o mejor dicho del recurso contencioso–administrativo en las Salas de lo Civil de los diferentes Tribunales de Apelaciones del país mientras que en Managua será la Sala de lo Laboral la encargada de recepcionarlos, suspenderán el acto administrativo si es necesario, para luego enviarlas a la Sala de la Corte Suprema que resolverá el fondo.

Como vemos el Contencioso Administrativo en Nicaragua vuelve a someterse a un nuevo examen en el largo camino que implica su desarrollo. Esperemos que pronto podamos contar los nicaragüense con una Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.

Evidentemente el Contencioso Administrativo en general continúan su desarrollo tanto en España como en Nicaragua. Es una materia de gran actualidad y vigencia en ambos países, pero sobre todo de gran importancia, al ser uno de los principales medios de control de la actuación e iniciativa de la Administración Pública y un medio de defensa de los derechos e intereses de los administrados. 

CAPÍTULO III: EL SISTEMA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO VIGENTE EN NICARAGUA.

1. CONCEPTO.

“Las Reformas Constitucionales de Febrero de 1995, introdujo en nuestra Carta Magna y en nuestro  Sistema Jurídico importante figuras como son: La Jurisdicción de los Contencioso Administrativa, La Responsabilidad Patrimonial del Estado y la de los funcionarios y empleados públicos”
.

La Constitución Política de Nicaragua en el Arto. 164 inc. 10, dentro de las atribuciones de la Corte Suprema de Justicia se encuentra la facultad de “Conocer y resolver los conflictos administrativos surgidos entre los organismos de la administración pública y entre estos y los particulares”, en este inciso de la Constitución se deja claro el propósito y el rango Constitucional de la Jurisdicción de los Contencioso – Administrativo. Mientras tanto en el Arto. 131 Cn., se encuentra implícitamente la responsabilidad patrimonial del Estado
 y la de los funcionarios y empleados públicos
.    

  “La jurisdicción de lo contencioso-administrativo, de acuerdo con la Constitución Política de la Republica y el ordenamiento jurídico, conocerá con potestad exclusiva de las pretensiones que se deduzcan en relación con los actos, resoluciones, disposiciones generales, omisiones y simple vía de hechos, así; como en contra de los actos que tenga que ver con la competencia, actuaciones y procedimientos de la Administración Publica, que no estén sujetos a otra jurisdicción”
.


La Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo es “la competente para revisar, fuera de la vía jerárquica, los acuerdos definitivos de la administración pública” y el Juicio Contencioso Administrativo es “aquel en que uno de los litigantes es la Administración Pública (sea el Estado, una Provincia, Municipio, u otra corporación similar) y el otro un particular o una autoridad que reclaman contra resoluciones definitivas de aquellas causando estado, dictadas en el uso de las facultades regladas y que vulneran un derecho o un interés de carácter administrativo, establecido o fundamentado en la ley, decreto, o reglamento u otra disposición preexistente”
.  

"La Jurisdicción Contenciosa Administrativa es aquella que conoce, sustancia y resuelve los conflictos en que es parte la administración publica, pero actuando como tal, es decir revestida de imperium, con potestad publica, pues cuando actúa como persona privada sus conflictos no se resuelven ante esta jurisdicción sino ante la civil o la laboral normalmente"
.

Nosotros consideramos que la Jurisdicción de los Contencioso Administrativo es aquella que se encarga de resolver los conflictos jurídicos surgidos por la vulneración de los derechos de las personas naturales o jurídicas por parte de la Administración Pública ya sea está de orden nacional o de una circunscripción determinada, cuando actuando con potestad pública haya cometido dicho acto.    

2. CONCEPCIONES BÁSICAS DE LA LEY DE JURISDICCIÓN DE LO CONTESIOSO ADMINISTRATIVO.

2.1. ACTO ADMINISTRATIVO.

 “Es toda declaración Jurídica unilateral o ejecutiva, en virtud de la cual la administración tiende a crear, modificar, reconocer o extinguir situaciones jurídicas subjetivas”
. 

La definición de acto administrativo que más acogida ha tenido en nuestra doctrina se debe a Zanobini: "Es acto administrativo cualquier declaración de voluntad, de deseo, de conocimiento o de juicio realizada por un órgano de la Administración pública en el ejercicio de una potestad administrativa"
. Esta definición es recogida en España, con ligeras variantes, por Fernando Garrido Falla, Eduardo García de Enterría, Juan Alfonso Santamaría Pastor y otros autores. 

 “Es acto administrativo cualquier declaración de voluntad, de deseo, de conocimiento o de juicio realizada por un sujeto de la Administración pública en el ejercicio de una potestad administrativa”
.

Eduardo García de Enterría  y Tomas Ramón Fernández completan la definición de Zanobini al señalar que es el acto administrativo "Es cualquier declaración de voluntad, de deseo, de conocimiento o de juicio realizada por un sujeto de la Administración Pública en el ejercicio de una potestad administrativa distinta de la potestad reglamentaria"
.

La Ley 350 siguiendo a Zanobine define el Acto Administrativo como: “Es la declaración de voluntad, juicio o conocimiento expresada de forma verbal o escrita o por cualquier otro medio que, con carácter general o particular, emitieren los órganos de la Administración Pública y que produjere o pudiere producir efectos jurídicos”
. 

No tienen importancia desde el punto de vista procesal en primer lugar porque no interesan todas las actuaciones de la administración,  sino  solamente aquellas que van a incidir en la esfera jurídica del individuo, únicamente va a tener relevancia desde el punto de vista procesal aquellos actos a los que se puedan impugnar en virtud de un interés legítimo de un ciudadano.

En segundo lugar se excluyen del concepto de Acto Administrativo los llamados actos de trámite, que son aquellos actos que realiza la administración dentro del procedimiento administrativo, porque en principio solo son impugnables ante la vía Contencioso Administrativa en virtud del principio del agotamiento de la vía administrativa del Arto. 46 de la Ley No. 350, los actos definitivos, por lo tanto, excluidos de ese concepto, los actos instrumentales y los actos preparatorios.

El Acto Administrativo, además tiene una serie de elementos que son necesarios para que podamos estar ante la presencia de un Acto Administrativo, la ausencia de uno de estos elementos puede dar lugar a su nulidad. 

Por último cabe señalar que solo interesan procesalmente aquellos actos que contienen una declaración de voluntad no aquellos que tienen un contenido de un juicio o una simple opinión de la administración, por ejemplo: los informes de la administración nos interesan procesalmente porque no son objeto de recurso, tampoco las consultas, los dictámenes y cualquier otra actividad similar que realiza la administración.

2.2. ELEMENTOS DEL ACTO ADMINISTRATIVO.

Los elementos que constituyen el acto jurídico administrativo son los siguientes
: el sujeto, la voluntad, el objeto, el motivo, el fin y la forma. 

2.2.1. EL SUJETO
.

El sujeto del acto administrativo es el órgano de la administración que lo realiza, en su carácter de acto jurídico, para lo cual el acto administrativo exige ser realizado por quien tiene actitud legal para hacerlo. 

Para realizar un acto, la autoridad pública debe contar esencialmente con la capacidad especial para realizarlos es decir que tenga la competencia para ejecutar dicho acto. La competencia requiere como principal característica que la ley lo manifieste expresamente
.

En la competencia administrativa se distinguen cuatro caracteres: 

1. Que concurran las características manifestadas expresamente por la ley.

2. La libertad de apreciación queda subordinada  a la atención de los interés públicos o a la eficacia de los servicios que pretende la administración.

3. Esta competencia se encuentra fragmentada de acuerdo con la naturaleza del ente de la administración pública que la va a ejecutar. Es decir es constitutiva del órgano que la ejercita y en ningún momento del titular del ente.

4. La competencia de la administración pública es irrenunciable. 

2.2.2. LA VOLUNTAD
.

Como acto jurídico, el acto administrativo debe estar formado por una voluntad libremente manifestada. Esto implica que la manifestación de dicha voluntad debe de ser una expresión pura que no lleve consigo elementos ocultos que hagan variar la apreciación del este que la emite, por otra parte debe de constar de manera expresa y ser tomada dicha decisión en una reunión oficial, por que de otra manera representaría la voluntad individual del titular del ente y no la del órgano de la administración pública.

2.2.3. OBJETO
.

El objeto del acto debe de ser determinado o determinable, posible y licito. El carácter de licitud del acto no solamente se refiere a que no este prohibido por la ley, sino que además este expresamente autorizado por ella, con excepción de aquellos casos donde la ley lo deja a discrecionalidad de la autoridad administrativa para elegir y determinar el objeto del acto.   

2.2.4. MOTIVO
.

El motivo del acto es meramente el antecedente que lo provoca, es la situación legal o el hecho previsto por la ley como presupuesto necesario de la actividad administrativa.

2.2.5. FINALIDAD
.

En la doctrina la finalidad se estudia desde los siguientes puntos de vista:

1. Debe de perseguir el interés general.

2. No debe de perseguir una finalidad en oposición con la Ley
.

3. Debe de estar dentro de la competencia del órgano que lo ejecuta.

4. Debe de realizarse por los medios previstos por la ley.

2.2.6. LA FORMA
.

Constituye un elemento externo que viene a integrar al acto administrativo. Este carácter recoge todos los requisitos extrínsecos que señala la ley como necesarios para la expresión de voluntad que genera la decisión administrativo. 

2.3. CLASES DE ACTOS ADMINISTRATIVO
.

Hay muchísimas clasificaciones de Acto Administrativo, no solo unas clasificaciones frívolas sino que va a tener mucha importancia en cuanto a sus consecuencias y efectos jurídicos. 

La  primera clasificación el acto jurídico:

1. Actos materiales y actos de jurídicos: Siendo los primeros los que no producen ningún efecto jurídico y que implican acerca de la técnica de los mismo que es ajena al derecho y los segundos los que si engendran consecuencias que llevan consigo aparejados procedimientos de formación de otros actos o que constituyan un medio de ejecución de los mismos. 
2. Por las voluntades que intervienen en la formación del acto estos se pueden dividir en los actos administrativos formados por una voluntad autónoma y los formados por voluntades conjuntas. 

3. Por la voluntad creadora: Pueden se acto obligatorio, que es el que se constituye por la mera ejecución de la Ley y el acto discrecional tiene lugar cuando la ley deja a la administración un poder libre de apreciación para decidir si debe obra o abstenerse de hacerlo.

4. Por el rango de acción se clasificarse en actos internos y externos: Los actos internos son aquellos que llevan su cumplimiento es decir solo surten afectos a lo interno del organismo publico es decir son aquellos que están compuestos por normas laborales, disciplinarias para el funcionamiento de las unidades burocráticas. En cambio los actos externos es por medio de los cuales se realizan actividades fundamentales del Estado y que atañen su cumplimiento a toda la colectividad.
5. Por la finalidad del acto se clasifican en: Actos Preliminares y de Procedimiento, en Decisiones y Resoluciones y en Actos de Ejecución. Los Actos Preliminares y de Procedimiento así como los actos de Ejecución están constituidos por todos aquellos que solo son un medio para realizar los constituidos en la segunda categoría de este grupo que son las Decisiones y Resoluciones  que son los que constituyen el fin ultimo de la Administración.

6. Los Actos de Aprobación son aquellos por virtud de los cuales una autoridad superior da su consentimiento para que un acto de una autoridad inferior pueda producir sus efectos.

7. Los Actos Administrativos de Admisión son los que dan acceso a un particular a los beneficios del servicio público.

2.4. ADMINISTRACIÓN PÚBLICA.

2.4.1. CONCEPTO.

Este vocablo proviene del latín, donde se forma con las palabras ad y ministrare, que significa servir
 o por según otros por contracción  de ad manustrahere, que implica alusión a la idea de manejo o gestión
 Se desprende de lo anterior que la administración alude a gestión de asuntos o intereses; pero una gestión subordinada, lo que deberá ser recordado cuando citemos el concepto de Administración Pública.

En el Diccionario de la Real Academia Española, administrar equivale a gobernar, regir, cuidar
 y el administrador se define, en una de sus acepciones como la “persona que administra bienes ajenos”  lo cual encierra una acepción perfectamente aplicable a la Administración Publica, donde el administrador gestiona siempre bienes e intereses ajenos: los de la comunidad política a la que él se limita a servir.

Sin embargo el vocablo administración tiene en castellano una doble significación que puede inducir a  confusión: en sentido objetivo, se refiere a la acción de administrar (administración con minúscula) en sentido subjetivo, hace referencia al sujeto de esa acción (Administración, con mayúscula). 

2.4.2. LA ADMINISTRACIÓN PUBLICA Y LAS FUNCIONES DEL ESTADO.

La acción del Estado se manifiesta en diversas formas, que pueden reconducirse a las siguientes: establecimiento por vía general  de las normas a que deben ajustarse  las conductas de los miembros de la comunidad política; decisión concreta  de los conflictos ínter-subjetivos de intereses que se planteen entre los individuos o entre estos y la comunidad; ejecución concreta  de las medidas pertinentes  para satisfacer las necesidades que plantea la vida en común. Estas son tradicionalmente las funciones del Estado
.

Tales funciones se conocen, respectivamente, con los nombres de legislación, jurisdicción y ejecución.

2.4.2.1.  FUNCIÓN LEGISLATIVA
. 

Hay una función del Estado que consiste en establecer por vía general y obligatoria las normas a que ha de ajustarse la conducta de los miembros de la comunidad, así como la organización misma de esa comunidad
. Esta es la función legislativa, y a tales normas se le da el nombre de leyes, señalándose, como sus caracteres fundamentales, la generalidad y la obligatoriedad
. Se trata pues de una función a través de la cual el Estado establece normas jurídicas donde las situaciones  a resolver se contemplan abstractamente, impersonalmente, y no para que sirvan de solución  a un caso concreto planteado.

2.4.2.2. . LA FUNCIÓN JURISDICCIONAL
.
Su principal característica estriba en la aplicación de la ley al caso concreto. Si la ley, como antes vimos, contempla  un supuesto abstracto, la jurisdicción  se enfrenta con los casos concretos cuya solución se le pide. Por eso su esquema lógico se ha comparado con un silogismo en el que la premisa mayor es la ley, la premisa menor es el caso concreto a decidir, y la conclusión es la decisión jurisdiccional o la sentencia. La tarea del juez consiste por tanto, en comparar la hipótesis general  de la ley con el caso concreto que examina  y emitir un juicio en consecuencia. Si la ley es un acto de voluntad , la decisión jurisdiccional es un juicio.

En cierto sentido, la idea de ejecución de la ley no es absolutamente ajena a la función jurisdiccional, de donde derivan las posibles confusiones con la función ejecutiva. Con todo debe insistirse en que la finalidad del acto jurisdiccional es declarar el Derecho en cada caso concreto
.

2.4.2.3.  FUNCIÓN EJECUTIVA
.

La Legislación decía Ferraris
, no ejercita, en estricto sentido, la autoridad del Estado manifiesta su voluntad, pero no su acción, por eso hace necesaria la ejecución de las leyes o, lo que es lo mismo, su supuesta en acción.

Para muchos, la única clasificación posible de las funciones estatales estriba en la separación entre legislación y ejecución. 

2.4.2.4. ¿EXISTE UNA FUNCIÓN ADMINISTRATIVA?.

Que lugar ocupa entonces la administración entendida como actividad estatal, entre las funciones que acaban de ser señaladas, por lo que el problema parece ser notoriamente simplificado y reducido en determinar  cual de las tres funciones  estatales es la que, con terminología distinta, se conoce como función administrativa o administración. Hay un importante sector de las doctrinas que determinan que estas son equivalentes entre si, lo que hace que todo se reduzca a una mera cuestión terminología.

Por tanto se concluye que el concepto de Administración publica (ni como actividad objetivamente diferenciada, ni como sujeto de esa actividad) no se puede obtener adoptando el punto de vista de las funciones del Estado. Ni siquiera es correcto, como tantas veces a supuesto la doctrina  alemana , partir de la tripartición de las funciones  para después definir positivamente la legislación y la jurisdicción, concluir que la Administración es aquello que queda de la actividad estatal una vez que se ha prescindido de lo que constituye típicamente aquellas otras dos funciones. Por tanto el concepto de administración publica ha de obtenerse a través de distintos caminos
.

2.4.2.5.  LA ADMINISTRACIÓN PUBLICA EN LA LEGISLACIÓN NACIONAL. 

De acuerdo a la Ley. 350 en su arto. 2 se considera que es la que ejercer el Estado por medio de los órganos de la administración del Poder Ejecutivo, de acuerdo con sus propias normativas. 

Es uno de los poderes públicos encuadrado en lo que la teoría constitucional denomina Poder Ejecutivo, es un poder público dirigido por el Gobierno y por lo tanto, subordinado al mismo, hay dos notas que designan la administración pública en primer lugar esta sujeta claramente a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico en virtud del principio de legalidad que se contiene en el Arto. 130 Cn, también cabe señalar que la Administración Pública no es más que una organización instrumental, es decir, que no existe por si misma, sino por una organización creada por un fin, el fin es servir de los intereses generales que se definen en la Constitución como una consecuencia de la sumisión de la administración al principio de legalidad nos encontramos que la administración no solamente esta obligada a cumplir la Constitución sino que también esta obligada a cumplir las normas de rango legal he incluso esta obligada a cumplir aquellas normas que ella misma crea en virtud de la potestad reglamentaria, es decir, que la administración esta obligada también a respetar las propias normas de rango inferior a la ley
. 

Como consecuencia del carácter instrumental de la administración cabe señalar que únicamente la administración  va ha tener potestades cuando una ley así se lo permite, es decir, para que exista una potestad de la administración tiene que haber una norma o una base habilitante, sino que existe esa norma habilitante y en virtud del principio de legalidad de la administración no podrá ejercitar una potestad sancionadora si una norma expresamente así no se lo permite por ello constancia del principio de legalidad es necesario una base, un fundamento habilitante de cualquier potestad de la Administración Pública. Por lo que respeta al concepto de la Administración Pública que nos interesa a efectos de procésales es la que se define de manera muy amplia en las definiciones del apartado dos del artículo dos de la ley No. 350 (Ley de Regulación  de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo).

El artículo dos contiene una definición muy amplia de lo que es la Administración Pública en este intento de que quede sometido al control jurisdiccional todo tipo de actuación  de la Administración Pública, por ello partiendo de esta definición nos encontramos que es Administración Pública la siguiente: La administración general del Estado, la administración de las regiones autónomas de las comunidades de la Costa Atlántica y de las municipalidades, también se consideran Administración Pública las instituciones gubernamentales autónomas descentralizadas y desconcentradas, también dice este precepto, se consideran como tales: las instituciones de creación  constitucional en general  todas aquellas que realicen actividades regidas por el ordenamiento jurídico cuando ejerzan potestades administrativas y por último va a incluir dentro del concepto de administración a efectos procésales claro esta determinada actividad material de otros poderes por ejemplo del Poder Legislativo, del Poder  Judicial y del Poder Electoral, estos poderes vienen a realizar una actividad que puede definir, Materialmente Administrativa, así se realiza el Poder Judicial o el Poder Legislativo una actuación materialmente administrativa a efectos de que pueda estar sometida al control jurisdiccional en virtud de la Ley.

El acto no produce efecto sino se comunica a las terceras personas  interesadas, la comunicación puede ser de dos maneras, generalmente que es la notificación personal o por cédula o por la publicación por edictos o por periódico oficial.

3. ÁMBITO DE LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.

El la Ley No. 350 se deja bien claro cual es el ámbito que va a regular, para tal efecto el Arto. 14 manifiesta lo siguiente: “La jurisdicción de lo contencioso-administrativo, a través de los tribunales competentes, conocería de las pretensiones que los interesados presenten en la correspondiente demanda en relación con los actos, resoluciones, disposiciones generales, o misiones, situaciones o simple vías de hechos de la Administración Pública. El examen de la legalidad de los actos y disposiciones generales de la Administración Publica comprenderá cualquier infracción del ordenamiento jurídico y de los principios generales del Derecho, incluso la falta de competencia, el quebrantamiento de las formalidades esenciales y la desviación de poder”.

Lo que realmente importa y lo que justifica la existencia de la propia Jurisdicción Contencioso Administrativa es asegurar, en beneficio de los interesados y del interés general, el exacto sometimiento de la Administración al derecho en todas las actuaciones que realiza en su condición de poder público y en uso de las prerrogativas que como tal le corresponde. No toda la actuación administrativa, como es notorio, se expresa a través de reglamentos, actos administrativos o contratos públicos, sino que la actividad prestacional, las actividades negociables de diverso tipo, las actuaciones materiales, las inactividades u omisiones de actuaciones debidas expresan también la voluntad de la Administración, que ha de estar sometida en todo caso al imperio de la Ley. La imposibilidad legal de controlar mediante la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo estas otras manifestaciones de la acción administrativa, desde hace tiempo criticada, resulta ya injustificable, tanto a la luz de los principios constitucionales como en virtud de la crecida importancia cuantitativa y cualitativa de tales manifestaciones. En estas líneas se deja claro el propósito de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.  
4. EXTENSIÓN DE LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRA TIVO.

El Arto. 15 de la Ley 350 nos dice la extensión de la Jurisdicción de lo Contencioso-Administrativo conocerá los aspectos siguientes:

1. Los asuntos referente a la preparación, adjudicación; cumplimiento, interpretación, resolución y efectos de los contratos administrativos celebrados por la Administración Publica, especialmente cuando tuvieran por finalidad el interés Publico, la presentación de servicio públicos  realización de obras publicas.

2. Las cuestiones que se suscitaren sobre la responsabilidad patrimonial del Estado y la Administración Pública por los daños y lesiones que sufrieron los particulares en sus bienes, derechos e intereses, como consecuencia de las actuaciones, omisiones o vías de hecho de su funcionario o empleados, sin importancia cual sea la naturaleza de la actividad o tipo de relación de que se deriven. Se exceptúan aquellas demandas civiles, mercantiles o laborales que por su naturaleza deben de transmitirse ante la jurisdicción ordinaria.

3. Las demandas incoadas contra !as normativas, actos, resoluciones y decisiones, omisiones y simple vías de hechos emitidas por la Contraloría General de la Republica, Procuraduría para la defensa de derechos humanos, fiscalia General de la Republica, Procuraduría General de la Justicia, por la Superintendencia de Bancos y de Otras Instituciones Financieras y la Superintendencia de Pensiones.

4. Los reclamos que los administradores formulen en contra de las actuaciones de la Administración concedente, relativo a la fiscalización y contra de las actividades concesionarios de los servicios públicos siempre que impliquen el ejercicio de las potestades administrativas conferidas a ellos, así como en contra de las actuaciones de los propios concesionarios en cuanto implicaren el ejercicio de potestades administrativas.

5. Las acciones de responsabilidades civil y administrativa que se produjeran en contra de los funcionarios y empleados públicos en el desempeño de sus funciones, sin perjuicio de las causas que pudieran surgir para determinar responsabilidades penales.

6.  Los conflictos de carácter administrativos que surgiera entre los organismos de la administración pública, los conflictos administrativos de carácter intermunicipal o interregional, o entre los municipios y las Regiones Autónomas, y los de estos con los de la Administración Publica. O cualquier otra materia de que forma expresa determine la ley.  


Esto significa que todas las actuaciones del Estado que de una u otra manera produzcan o puedan producir efectos jurídicos, ya sean que estos produzcan sus efectos en perjuicio de los administrados o en perjuicio del Estado, siempre y cuando el Ente Administrativo este actuando en su carácter, con el poder y el imperium público y que ya sea haya agotado la vía administrativa correspondiente, será regulado por la Ley 350.     

5. PRINCIPIOS GENERALES.

5.1. INICIACIÓN DEL PROCESO

La iniciación del proceso incumbe a los interesados. Las partes podrán disponer de sus derechos en el proceso, salvo aquellos irrenunciables. Este principio se refiere al momento de que dará inicio el proceso contencioso administrativo, y quines son los que pueden hacer uso de la jurisdicción de lo   Contencioso Administrativo, que son aquellos que han visto vulnerados sus derechos por parte de la administración pública y además el recurso deberá cumplir con todos los requisitos establecidos por la Ley, previo agotamiento de la vía administrativa

5.2. DIRECCIÓN DEL PROCESO
.

La dirección del proceso esta confiada al tribunal, el que la ejercerá de acuerdo con las disposiciones de esta ley. Es principio se refiere al  tribunal competente que estará encargado de administrar justicia en el recurso de lo Contensioso-Administrativo, que es la sala de lo Contencioso-Administrativo de la C.S.J. 

Corresponden a la Sala de lo Contencioso Administrativo  los poderes de dirección necesarios para garantizar el más rápido y leal desarrollo del proceso. Tiene atribuido, en cualquier caso: el deber de promover y asegurar, en cualquier momento del proceso, el leal contradictorio de las partes, en condiciones de efectiva paridad e igualdad; el poder de adoptar de oficio cualquier medida idónea para acelerar y concentrar las actuaciones procésales, con el doble objetivo de evitar dilaciones indebidas y facilitar la mayor economía posible en la conducción del procedimiento; el deber de promover de oficio las actuaciones de prueba atribuidas por ley, en el único caso en que sea necesario remover una incertidumbre objetiva de los hechos controvertidos que no fuera superable de otro modo, en el interés del descubrimiento de la verdad; el deber de asegurar, en los mismos casos, el contradictorio entre las partes, dando a las mismas plazos adecuados para producir o deducir otros medios de prueba directa o contraprueba que puedan ser necesarios para contrastar los medios de pruebas dispuestos de oficio; la prohibición de ejercer las antedichas actuaciones de prueba de oficio, con el solo resultado, aún indirecto, de exonerar a una parte, en perjuicio de las demás, del riesgo de la falta de prueba que a ella le sea atribuible por la omitida o infructuosa satisfacción de las cargas con las que estaba gravada; el deber de prevenir y (cuando fuera legalmente admisible) de sancionar, en las formas establecidas por la ley, cualquier conducta de los sujetos procésales que sea contraria a los deberes de lealtad y buena fe. La omisión o el ejercicio ilegítimo de los antedichos deberes puede ser motivo de impugnación, cuando sea causa de la injusticia de la decisión. 

5.3. IMPULSO PROCESAL
.

Promovido el proceso, el tribunal tomará las medidas tendentes a evitar su paralizaci6n y adelantar su trámite can la mayor celeridad posible. Es principio esta íntimamente ligado con el principio de celeridad procesal, “que entre los derechos con proyección universal se destaca junto a los derechos a la vida, a la integridad física, a la libertad, y a la igualdad, entre otros, el derecho a un juicio justo o a un proceso equitativo, constituido por un conjunto de derechos y garantías entre los que se encuentra el derecho a un proceso dentro de un plazo razonable o, en expresión sinónima, sin dilaciones indebidas, es un derecho del procesado que reclama que se le retribuya por un daño causado por la administración pública, esta granita esta contemplada en el Arto. 34 inc. 2 Cn.

​
5.4. IGUALDAD PROCESAL
.

Las partes tienen igual derecho en el proceso, la cual deberá ser organizada por los órganos de la jurisdicción contencioso-administrativa, cualquier disposición que limitara este derecho se tendrá por no puesto. La igualdad es un derecho constitucional que tiene una mención especial en el proceso contencioso administrativo, es un desarrollo del derecho constitucional al debido proceso. La noción de igualdad ante la ley no se riñe con la existencia de normas diferenciadoras, a condición de que se acredite: a) La existencia de distintas situaciones de hecho y, por ende, la relevancia de la diferenciación; b) la acreditación de una finalidad específica; c) La existencia de razonabilidad, es decir, su admisibilidad, desde la perspectiva de los preceptos, valores y principios consitucionales; d) La existencia de proporcionalidad ; es decir, que la consecuencia jurídica diferenciadora sea armónica y correspondiente con los supuestos de hecho y la finalidad; y, e) La existencia de la racionalidad, es decir, coherencia entre los supuestos de hecho, el medio empleado y la finalidad que se persigue
. 

5.5. BUEN FE,  LEALTAD PROCESAL
.

Las partes, sus representantes o asistentes y, en general, todos los participantes del proceso, ajustaran su conducta  a la dignidad de la justicia, al respecto que se deben los litigantes, a la lealtad y buena fe. 

El tribunal deberá impedir el fraude procesal, la coalición y cualquier otra conducta ilícita o dilatoria.

Este principio se basa en la prohibición de alegar hechos, prestar declaraciones, producir o deducir pruebas cuya falta de correspondencia con la verdad, falsedad o no genuinidad se conozcan de antemano. En todo caso se permite al Tribunal deducir, de la conducta procesal de las partes, argumentos de prueba en su contra.

5.6. ORDEN DEL PROCESO
.

La Sala de lo Contencioso Administrativo de la C.S.J. a petición de parte o de oficio, tomará todas las medidas necesarias que resulten de la ley o de sus poderes de dirección, para prevenir sanciones de cualquier acción u omisión contrarias al orden o los principios del debido proceso. 

5.7. PUBLICIDAD DEL PROCESO
.

Todo proceso será publico, salvo expresamente la ley disponga lo contrario la Sala de lo Contencioso Administrativo de la CSJ, que así lo decida por razones de seguridad, de moral o de protección de la personalidad de alguna de las partes. Este principio se debe entender de forma amplia desde los siguientes puntos de vista:

1. Como una admisión y generalizada para que todo el publico pueda acudir a presenciar el proceso.

2. Como la necesidad especifica de que todo acto procesal se presenciado por ambas partes.

En nuestro Código de Procedimiento Civil este principio esta contemplado en el Arto. 192
. 

 5.8. INMEDIACIÓN PROCESAL
.

Tanto las audiencias como las diligencias de prueba que así lo permitan, se realizaran con la participación directa del Tribunal, y no podrá delegarla so pena de nulidad absoluta, salvo cuando la diligencia debe celebrarse en territorios distintos al de su competencia. Este principio consiste en exigir a quien va dictar el fallo, halla asistido personalmente a todas las instancias del proceso. 

5.9. PRONTA Y EFICIENTE ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA
.

El Tribunal y su auxiliar tomaran las mediadas necesarias para lograr la más pronta y eficiente administración de la justicia, así como la mayor economía en la realización del proceso. Se prohíbe recibir causas debidamente fenecidas.

5.10. CONCENTRACIÓN PROCESAL
.

Los actos procésales deberán realizarse sin demora, procurando abreviar los pasos cuando la ley lo permita o por acuerdo entre las partes y debiendo concentrar en un mismo acto las diligencia que sean necesarias y posibles de realizar. Consiste básicamente en reducir toda la actividad en un número reducido de audiencias con el objeto de que el juzgador no se le esfume la idea y no pierda la secuencia del proceso, esta íntimamente ligado con el principio de celeridad procesal, contemplado dentro de esta Ley dentro del principio de impulso procesal. 

5.11. DERECHO AL PROCESO
.

Para fines y efectos de la presente Ley, tienen derecho al proceso todas las personas naturales o jurídicas sin requerimiento económico previo, siempre y cuando estas demuestren tener interés legitimo en la causa o sean acreditadas legalmente por los interesados.

6. CUESTIONES PREJUDICIALES E INCIDENTALES
.

La competencia se extenderá al conocimiento y decisiones de cuestiones prejudiciales e incidente de índole civil o laboral, directamente relacionadas con las demandas contenciosa-administrativa, sin perjuicio de su posterior revisión por la Jurisdicción correspondiente. En este articulo queda de manifiesto una especie de fuero atractivo por la C.S.J
, donde se extraen todas aquellas situaciones que de una u otra manera se vean directamente afectadas por el proceso Contencioso-Administrativo, pero esta basada en un principio del derecho y que esta regulado por nuestro ordenamiento jurídico como lo es la acumulación de autos
, con el objeto de garantizar una pronta administración de justicia, celeridad y economía procesal, así como evitar sentencias contradictorias. 

7. ASPECTOS Y ACTOS EXCLUIDOS DEL CONOCIMIENTO DE LA JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
.

Quedan excluidos del conocimiento de la jurisdicci6n de lo Contencioso ​Administrativo los aspectos siguientes:

1. Aquellos actos susceptibles de Recursos de Inconstitucionalidad, los referente a las relaciones internacionales y a la defensa del territorio y soberanía nacional; sin perjuicio de la indemnizaci6n que fueren procedente, cuyas determinaciones corresponderá a la jurisdicción de lo contencioso-administrativo.

2. Lo referente a las violaciones o intentos de violaciones de los derechos y garantías consagrados en la Constitución Política de que corresponde a la jurisdicción constitucional, a través del Recurso de Amparo.

3. Los de índole civil, laboral o penal atribuido a la jurisdicción ordinaria.

4. Los Artos. 45, 187 y 188 Cn, establecen que los ciudadanos tienen derecho a interponer el recurso de Inconstitucionalidad y de Amparo los cuales constituyen recursos extraordinarios, siendo su conocimiento y resolución de la Corte Suprema de Justicia, por lo que no es materia Contencioso- Administrativo, como también de las que se deduzcan de índole civil o penal, por que ya están atribuidas a otras jurisdicciones, teniendo cada una de esta su ordenamiento jurídico propio y autónomo.  

Lo manifestado en el Arto. 17 de la Ley de lo Contencioso Administrativo obedece más que todo a excluciones por razón de la materia de esta Ley. 

Los actos consentidos expresamente o aquellos que no hubieren sido recurridos en tiempo y forma, los que fueran reproducidos de otros ya definidos o firmes y aquellos que confirmaren los actos consentidos. Ha sido criterio unánime de la doctrina que contra los actos denominados consentidos no cabe impugnad6n alguna, pues el hecho de haberlo consentido el administrado por no haber hecho uso de los recursos que establecía la ley le dio el carácter de definitividad consagrándolo como valido y legal
.

Las resoluciones que pusieren termino a la vía administrativa, como acciones previas a la vía judicial ordinaria en reclamaciones de índole civil o laboral, por estarse de mero derecho impedido de ejercitarla por haberlo vedado las referidas resoluciones de índole civil o laboral.

8. ÓRGANOS DE LA JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO Y SU COMPETENCIA.

8.1. JURISDICCIÓN.
 “La palabra jurisdicción, es la potestad de administrar justicia, o sea, el derecho y obligación de aplicar la Ley”
.

El vocablo jurisdicción esta formado por el jus y dicere que significan aplicar o declarar el derecho, por lo que “consiste en la facultad de conocer y sentenciar los pleitos, comprendiendo dos elementos: la notio, el derecho de disponer de que se practiquen las pruebas y demás diligencias necesarias para ilustrar el entendimiento y dirigir la conciencia del juzgador que los litigante presenten, abarcando también el llamamiento a juicio de las personas que puedan ser útiles para la recta administración de justicia y la judicium que es la facultad de pronunciar sentencia con arreglo a la ley, declarando el derecho y aplicando la sanción. A esto se le deba agregar otro elemento: el mandato o imperio, que es la potestad o parte de fuerza pública necesaria para conseguir la ejecución de los fallos y mandatos de la justicia. El Arto. 190 Pr. encierra  todo el concepto de jurisdicción”
.     

El Arto. 19 de la Ley No. 350 establece los  órganos jurisdiccionales de lo Contencioso Administrativo, pero esto articulo quede parcialmente inaplicable por efecto de la sentencia número 40 emitida por la Corte Suprema de Justicia el 10 de Junio del 2002
, dejando como único órgano encargado de conocer y resolver los conflictos surgidos en la materia administrativa incluyendo los que surjan entre la administración pública y los particulares
, a la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia. 

Los Magistrados de la Sala de lo Contencioso Administrativo no podrán conocer de aquellos casos que se encuentren tipificados dentro de las causales de implicancia y recusación
, de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial
 de la República de Nicaragua, su Reglamento y el Código de Procedimiento Civil
, además de las causas establecidas en el ordenamiento jurídico, también se considerará como causal de implicancia o recusación estar en unión de hecho estable con el funcionario que hubiere dictado u omitido dictar el acto administrativo en cuestión o hubiere actuado por vía de hecho. 

8.2. COMPETENCIA.

“La competencia es el derecho que tiene un juez o tribunal, para conocer de la causa; el juez común u ordinario, la tiene para entender y conocer en todas la causas que ocurran entre las personas que están domiciliadas en el territorio que abarca su jurisdicción, a no ser que las personas o causas sean exceptuadas por la Ley”
. 

Nuestro ordenamiento jurídico dice que la competencia “Es la facultad de conocer de negocio determinado”
.

En el Arto. 21 de la Ley No. 350 se establece la competencia de los órganos jurisdiccionales y por razón del territorio se encuentran en el Arto. 24 mismo que quedan supeditados a lo dispuesto en la sentencia número 40 de la CSJ emita el 10 de Junio del 2002 y en la cual se deja claro que el único órgano que podrá conocer de la jurisdicción de lo contencioso - administrativo es la sala  de lo Contencioso-Administrativo de la CSJ. 

Como la competencia de la CSJ es a nivel nacional y por disposición de la sentencia número 40  es el único tribunal facultado para conocer por lo tanto los artículos 21 y 24 de la Ley No. 350 son inaplicables. 

Por lo que previamente se deberá oír en audiencia oral señalada por el Tribunal dentro del plazo de diez días a quienes se hubieren constituido como partes.  La declaración de falta de jurisdicción deberá ser debidamente motivada e indicará además a las partes la jurisdicción competente a la que deberán acudir. 
9. RESERVA DE ACCIONES. 
La acción a como nos dice el maestro Roberto Ortiz Urbina
 “es un derecho preexistente al proceso o referido por el ordenamiento jurídico a un supuesto de hecho extraprocesal, dirigido a obtener del Estado la satisfacción del interés a la tutela jurídica en la forma prevista por el derecho procesal, mas la pretensión contra le adversario de soportar la concesión de dicha tutela”. 

La interposición de la acción de lo contencioso administrativo no significa la perdida del derecho que tiene el administrado de recurrir de amparo
. 
10. DE LAS PARTES.

Un proceso contencioso-administrativo esta compuesto por  las siguientes partes: El actor, el demandado, la Procuraduría General de la República y los Magistrado de la Sala de lo contencioso-administrativo de la CSJ.
10.1. ACTOR.

El maestro Roberto Ortiz Urbina expresa que el actor es “la parte que pretende o a cuyo nombre se pretende la tutela de la jurisdicción”
. En los procesos de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo el actor  siempre van a ser los particulares que le demanda a los órganos encargados de la administración de justicia la tutela de un derecho que ha sido lesionado por parte de la administración pública en el ejercicio de sus funciones.  

La Ley 350 su Arto. 26 estable que: “Tienen capacidad procesal para demandar por la vía de la jurisdicción de lo contencioso - administrativo: 

1)- Las personas naturales o jurídicas, sus representantes legales o sus mandatarios, de conformidad con la legislación común
. 

2)- Los menores de edad que hubieren cumplido 15 años
, cuando ostentaren derechos o intereses propios, incluso cuando se tratare de gestiones en favor de los derechos de terceros vinculados con dichos menores dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad. En estos casos, podrán deducir sus pretensiones sin necesidad de contar con la representación de quien ejerza la patria potestad o de cualquier otro representante designado judicialmente o de apoderado especialmente facultado”. Esto es una novedad que no contempla el Código de Procediendo Civil, con lo que se trata de proteger a todos los ciudadanos.

La anulación de los actos y disposiciones de la Administración Pública y la declaración de su ilegalidad podrán solicitarse por quienes tuvieren interés legítimo en el asunto. Es decir por aquellos que hubieren sido perjudicados en sus derechos.

El Arto. 28 de la Ley No. 350 manifiesta, que “No podrán ejercer la acción contencioso-administrativa contra la actividad de la Administración Pública: 

1. Los órganos administrativos y los miembros de sus órganos colegiados, cuando actuaren como tales. 

2. Los particulares que habiendo actuado en los casos permitidos en la ley como agentes o mandatarios de la Administración, cuando pretendan ejercer la propia acción contencioso-administrativa en contra de los intereses de su mandante anterior.

3. Las entidades de Derecho Público que fueren dependientes o guardaren una relación de jerarquía con el Estado, las comunidades de las Regiones Autónomas, o las entidades locales respecto a las actividades de la Administración de la que dependieren, salvo los casos en que se les hubiere autorizado por medio de ley expresa”.

10.2. DEMANDADOS.

Demandado es “aquel frente o contra el cual se pretende el acto de tutela jurídica, esto es normalmente la parte pasiva, o el deudor en la relación obligacional o de derecho privado”
. 

Con sujeción a la Ley No. 350 en su Arto. 29  Se considerarán partes demandadas las siguientes: 

1. La Administración Pública, sus organismos o entidades autoras del acto, omisión, disposición o vía de hecho a que se refiriere la demanda. 

2. Las personas que, como consecuencia del acto o disposición impugnados, pudieren ser titulares de derechos o intereses.

3. Todo prestador de servicio público de conformidad al Artículo 105 de la Constitución Política.

Podrá, intervenir en el proceso como parte coadyuvante de la Administración recurrida cualquier persona que tuviere interés directo en el mantenimiento del acto, disposición, omisión o vía de hecho que motivare la acción contencioso-administrativa. 

La oposición a la intervención del coadyuvante se tramitará; como incidente en cuerda separada y deberá promoverse dentro de los tres días posteriores a la notificación del apersonamiento respectivo. 

El Arto. 32 de la Ley No. 350 estable, “que la representación y defensa de la Administración Pública en la vía de la jurisdicción de lo contencioso - administrativo, corresponderá a la Procuraduría General de Justicia de la República, o en su caso, a quienes ostenten la representación legal del órgano demandado. 

Los representantes legales solamente podrán allanarse a la demanda en los casos en que dispongan de la autorización legal expresa del órgano, dependencia o entidad legalmente competente para tal efecto”. 
11. OBJETO DEL PROCESO CONTENCIOSO.  

El arto. 35 de la Ley No. 350 establece: “La acción de lo contencioso - administrativo será admisible contra todos los actos, resoluciones, disposiciones generales, omisiones o simples vías de hecho de la Administración Pública que no fueran susceptibles de ulterior recurso en la vía administrativa, cuando decidan directa o indirectamente el fondo del asunto, de forma tal que pusieran término a la vía administrativa o hicieran imposible continuar con su tramitación”. 

En la cual, el demandante podrá pedir la declaración de no ser conformes a derecho y en su caso la anulación, de los actos, omisiones, disposiciones generales y vías de hecho susceptibles de impugnación en sede contenciosa-administrativa. Así mismo, podrá pedir el reconocimiento de una situación jurídica individualizada y la adopción de las medidas necesarias para su pleno restablecimiento, entre ellas la declaración de haber lugar a daños y perjuicios materiales y morales, según fuere el caso, sin menoscabo de otras responsabilidades que se pudieren derivar
. 

Ambos artículos de la Ley No. 350 manifiestan con claridad la intención del legislador con respecto al funcionamiento que debe de tener esta ley y va acorde con los preceptos generales establecidos en la doctrina que manifiestan como objeto de la legislación contencioso-administrativo lo siguiente: “la jurisdicción de lo contencioso-administrativa es la garantía del principio de la legalidad aplicado a la Administración Pública, consecuencia del Estado de Derecho, está en la posibilidad abierta constitucionalmente a los particulares de poder someter los actos, hechos y actuaciones de la Administración a control por órganos judiciales especializados, que conforman”
.

12. EL PROCESO DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.

La ley 350 regula un proceso que busca conciliar las garantías, la eficacia y celeridad en las etapas procésales con la defensa de las partes. La ley establece de forma general, un procedimiento Común ordinario en el título VI y dos procedimientos de carácter especial que son: en primer lugar los de los asuntos del gobierno central, regiones autónomas y municipios y los conflictos de  competencia promovidos por particulares, con ello lo que la ley pretende es establecer una serie de garantías para lograr la pronta y completa remisión también del expediente administrativo y evitar así  practicas injustificadas dilatorias.

El Arto. 46 de la Ley No. 350 establece como requisito necesario para ejercitar la acción Contenciosa Administrativa, el agotamiento previo de la vía administrativa
, ese es un requisito lógico que exige que la administración pueda reconsiderar sus propios actos, es decir, responde a la finalidad de que la administración por vía de recurso pueda reconsiderar su decisión con los argumentos que les presenta la parte. Solamente agotada una vez la vía administrativa es cuando podemos ir al Contencioso Administrativo. Ocurre que muchas veces se da el Contencioso Administrativo, impugnando un acto de simple trámite (un acto de simple trámite es aquel que no se opone una decisión de la administración sino que únicamente es instrumental para obtener una resolución final, en caso que el recurrente no haya agotado la vía administrativa declararemos la inadmisibilidad del recurso ya en la fase previa, por lo tanto el agotamiento de la vía administrativa previa es un  requisito esencial para poder ejercitar la acción  Contenciosa Administrativa y en caso de incumplimiento da lugar a la inadmisibilidad del recurso, es decir, la CSJ no se va a pronunciar nunca sobre el fondo de la pretensión, si no que va a declarar simplemente inadmisible la pretensión que ejercita la  parte, es inviable y por lo tanto no le va a examinar los motivos impugnatorios.

12.1. PLAZOS.

Los plazos pueden dar lugar a problemas de aplicación. Hay un plazo general que es de 60 días, son dos meses para el ejercicio de la acción Contenciosa Administrativa. El momento de inicio empieza, con el plazo para la notificación del Acto Administrativo, pero aquí tenemos una infinidad de problemas, ¿Qué  pasa cuando la notificación es defectuosa? ¿Cuándo empieza el plazo? Ese es uno de los problemas, que habría que resolver, también la ley habla desde la publicación del acto, esto da lugar a mucha inseguridad jurídica, porque nadie esta todo el día leyendo los boletines judiciales, la gaceta oficial de la administración o del Estado.

En el Arto. 47 de la Ley No. 350 nos hemos encontrado algunas dudas porque regula los supuestos para el ejercicio de la acción del Acto Administrativo y dice que el plazo será en caso de que no haya sido publicada o cuando no haya sido parte, será de noventa días y se contará a partir de la fecha de la ultima notificación; aquí se presenta una divergencia porque si el ciudadano no ha sido parte y no se ha publicado el acto, como sabe cual es la última notificación del Acto Administrativo, creemos que no debe de interpretarse en el sentido literal porque el recurrente precisamente va al Contencioso porque no ha sido parte, establecer esa limitación para el ejercicio de esa acción

12.2. DEMANDA.


Chiovenda
 define a la demanda como el “Acto en que la parte actora, afirmando la existencia de una voluntad concreta de la Ley que le garantiza un bien de la vida, declara la voluntad de que la ley sea actuada frente a otra persona e invoca para tal fin la autoridad del órgano jurisdiccional”. 

La Ley No. 350 en su Arto. 50 manifiesta, que el proceso se inicia con el escrito de demanda, la cual podrá ser presentado, en papel común y debe contener los siguientes requisitos: 

1. Presentarse ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Corte Suprema de Justicia según se expresa en la sentencia número 40 del 10 de Junio del 2002. 

2. Nombre y apellidos y demás generales de ley del actor o de su representante legal, el que debe ser abogado. 

3. Indicación del órgano de la Administración Pública contra el que se dirige la acción. 

4. Señalamiento de haberse agotado la vía administrativa. 

5. Exposición de los hechos con indicación del acto, disposición, omisión o simple vía de hecho contra el que se procede.

6. Fundamentos de derecho y expresión de los motivos y hechos que dan lugar, aunque éstos no hubieren sido invocados en la vía administrativa, los que deberán ser tomados en cuenta. 

7. Ofrecimiento de las pruebas pertinentes, aunque no hubieren sido presentadas en el procedimiento administrativo, con indicación específica de los hechos que se pretendiere probar; y si tuviere noticias de la existencia de algún documento que no obrare en su poder, podrá señalar el archivo, oficina, protocolo, institución o persona en cuyo poder se encontrare para que el Tribunal lo solicite y sea tomado en cuenta por éste.

8. Solicitud, según sea el caso, de la suspensión del acto o de sus efectos, disposiciones, omisiones y vías de hecho objeto de la demanda. 

9. Solicitud de que se tenga por ejercida la acción en lo contencioso-administrativo, así como de las peticiones a que ella se refiriere, con estimación de los daños y perjuicios si los hubiere.

10. Señalamiento de casa conocida para oír notificaciones, en la ciudad donde el Tribunal tuviere su sede.

11. Fecha y firma.

Normalmente en la demanda tiene que pedirse la prueba a parte, en caso de se que se pida puede generar  discrepancias sobre hechos porque cuando es simplemente aplicación de derechos la prueba no es relevante.

Nos llama la atención que la regulación del proceso Contencioso Administrativo se inicie precisamente con la demanda porque ya posteriormente una vez finalizada la demanda es cuando el órgano administrativo puede pedir a la administración una remisión del expediente cuando tradicionalmente es al revés, primero se pide la remisión del expediente para poder formalizar la demanda porque sino el recurrente no tiene datos para poder articularla su impugnación para España
 es necesario primero ver el expediente para poder determinar los hechos y su fundamentos jurídicos para formalizar la demanda en definitiva, en cambio aquí primero se inicia con la demanda y luego con la remisión del expediente administrativo, es a posterior el Arto. 60 solicitud de remisión, pero es ya cuando se ha formalizado la demanda, no le veo mucho sentido.

Con la demanda hay que presentar ciertos documentos, se establece en el Arto. 51de la Ley No. 350, hay que hacer una interpretación antiformalista de los preceptos de la ley, entonces, por ejemplo, si la demanda no se presenta con un documento, un poder o algún documento esencial hay que dar un plazo de subsanación, nos es subsanable por ejemplo, que no haya cumplido el plazo si acción esta fuera de plazo eso no lo puede subsanar pero si falta un documento, si entiendo que el criterio antiformalista que se establece en la exposición de motivos exige que le demos un plazo de subsanación; por ejemplo, que no se haya notificado bien el recurrente o no se haya establecido domicilio son los elementos que con este criterio nos llevan a la posibilidad de subsanación. Puede ocurrir que desde el momento inicial desde que nos presenta la demanda y los documentos vemos que la pretensión que se ejercita es inadmisible porque es inviable, porque no cumple los requisitos de la ley en este caso se declara la inadmisibilidad del recurso para evitar su tramitación entera y evitar una sentencia, es indispensable examinar en un momento inicial si se cumplen los requisitos del plazo y de agotamiento de la vía administrativo. 

12.3. MEDIACIÓN.

Según el Arto. 94 LOPJ. en todo proceso debe de haber un tramite de Mediación Previo al proceso, mismo que se garantiza en el Arto. 55 de la Ley No. 350, en el cual se estable que la Sala de lo Contencioso Administrativo de la CSJ, citará en un plazo no mayor de tres día al actor y al demandado (administración pública), a realizar un tramite de mediación bajo los preceptos  del arto. 94 de la LOPJ. En caso de que haya un acuerdo satisfactorio para las partes, se archiva la causa, de lo contrario se manda a librar una acta de no acuerdo y se seguirá con el tramite correspondiente.

12.4. EMPLAZAMIENTO
.

Agotada la mediación, la Administración Publica será emplazada por medio de notificación de la demanda a la Procuraduría General de la Republica o al representante legal del órgano demandado. El emplazamiento en la medida de lo posible y para evitar cualquier indefensión tiene que ser personal, la ley habla de emplazamiento personal siempre que sea posible
. 

12.5. PUBLICACIÓN DE LA DEMANDA
.

Una vez contestada la demanda que sirve de emplazamiento para las partes, sigue un tramite que se llama publicación de la demanda que sirve de emplazamiento para las partes interesadas con las dudas que puedan surgir sobre la validez de los emplazamientos y citaciones por edictos o por periódicos que son muy dudosos.

12.6. REMISIÓN DEL EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO.

Publicada la demanda, la Sala de los Contencioso-Administrativo de la CSJ, dentro de tercero día, requerirá a los funcionarios responsables del acto impugnado para que le envíen el expediente administrativo completo. Para tal efecto se les dirigirá y remitirá oficio por correo en pieza certificada, con acuse de recibo, o por medio de cualquier otro medio de comunicación o vía que a juicio de la Sala del Tribunal resultare más expedita. 

El expediente deberá hacerse llegar en un plazo no mayor de diez días, contados a partir de la fecha en que recibieren el oficio correspondiente. 

La falta de remisión del expediente administrativo, por parte de la Administración Pública, no paralizará el curso del proceso y constituirá presunción de ser ciertos los hechos en que se funda la demanda. 

12.7. VISTA DEL EXPEDIENTE PARA EXAMEN DE SU IDONEIDAD.
El arto. 61 le da la posibilidad a las partes de que una vez recibido el expediente administrativo, la Sala de lo Contencioso Administrativo de la CSJ dará un plazo de diez días al demandante para que lo examine y pueda pedir que se complete con los informes y documentos que la Administración no hubiere incluido o enviado, según sea el caso. De este derecho podrá hacerse uso en cualquier momento del proceso mientras no haya concluido el período probatorio. 
12.8. SUSPENSIÓN DEL ACTO
.

La Ley No. 350, propone como única medida cautelar la suspensión del acto por parte de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la CSJ en contra del órgano que lo dicto, no cabe otra medida cautelar.

En la suspensión del acto, la medida cautelar se puede pedir por la parte, pero también cabe la suspensión del acto impugnado de manera oficiosa en los siguientes supuestos:

1)- Cuando se tratare de algún acto que, de llegar a consumarse, haría materialmente improbable e imposible restituir al demandante el goce del derecho reclamado. 

2)- Cuando fuere notoria o evidente la falta de competencia de la autoridad, funcionario o agente contra quien se interpusiere la demanda. 

3)- Cuando el acto fuere de aquellos que ninguna autoridad puede ejecutar legalmente. 

Siempre será con audiencia de las partes, en principio el proceso Contencioso Administrativo es a instancia de parte, o sea, que aunque el juez pueda impulsarlo se inicia siempre a instancia de parte.

La adopción  de la medida de suspensión se prevé como quedarían, el juez fijará en el estado en que quedan las cosas, se puede prestar caución por un tercero a través de una garantía y la contragarantía
 y existe la posibilidad de poder modificar esta medida cautelar a lo largo del proceso, es decir, si cambian las circunstancias se puede dejar sin efecto la suspensión del acto impugnado. 

12.9. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.


Caravantes
 nos expresa que la contestación de la demanda es “la repuesta que da el demandado a la pretensión del actor”.

En la contestación de la demanda, el demandado toma un posición respecto de las aseveraciones que se vierten contra el en la demanda, en este caso sería contra el ente de la administración pública que se le achaca que ha violentado un derecho ciudadano. 

Una vez hecha la demanda y hecho los emplazamientos se da traslado de la contestación de la demanda  la que se debe hacer en un plazo no mayor de veinte días. Si en ese periodo los demandados no contestan la demanda, ésta se da por voluntad de la ley como contestada lo que tiene efectos negativos en cuanto a los hechos que se le imputan a la administración pública.

El escrito de contestación
 de la demanda debe de contener lo siguiente:

1. Los hechos.

2. Los fundamentos de hecho y de derecho de su oposición.

3. Lista de pruebas que se presentarán en la vista oral y los hechos sobre los cuales hubieren de versar, cuando no hubiere conformidad en los hechos. 

4. Las alegaciones, excepciones perentorias, impugnaciones y peticiones que estime pertinentes.

12.10. LAS EXCEPCIONES.

Las excepciones son “el poder jurídico del que se halla investido el demandado, que le habilita para oponerse a la acción promovida”
. Nuestro ordenamiento jurídico las define como “la exclusión de la acción o la contradicción por medio del cual el demanda procura diferir o extinguir la acción intentada”
.

La Ley No. 350, plantea un proceso sumario para la resolución de las excepciones, de dicho recurso conocerá la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Corte Suprema de Justicia que debe resolverlo en un período no mayor de días. Ya con una resolución firme se le concede nuevamente al demandado el término de 20 días para contestar lo que tenga a bien. 

12.11. LAS PRUEBAS.

El período de prueba se regula de una forma muy singular en la ley de lo Contencioso Administrativo, porque se atribuye a este periodo una gran importancia, se entiende que las pruebas deben practicarlas personalmente los magistrados de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la CSJ con total y inmediación bajo pena de nulidad, es decir, que tienen que estar presentes en la práctica de la prueba, la práctica de la prueba es un derecho fundamental de la parte para acreditar los hechos cuando hay disconformidad. es importante en la que hay supuestos, por ejemplo: de derecho sancionador  hace tener una concepción amplia de la práctica de la prueba  porque va vinculado al derecho de defensa de las partes, de la presunción de inocencia y con respecto al derecho de audiencia y después ya realizada la prueba pasamos a la fase de la vista oral, es similar en su estructura al proceso penal. En la Ley No. 350 se estable que todas las fases se deben de realizar como el criterio de la inmediación, la oralidad y de la concentración.

Se permite a los órganos de lo Contencioso Administrativo acordar diligencias para mejor proveer que son muy importantes a la hora de la práctica del derecho administrativo, porque ocurre muchas veces que las partes no prueban determinadas gestiones en todo caso es el propio órgano judicial el que puede tomar la iniciativa  mediante diligencias para mejor proveer, es decir, aquellas que adopta el juez cuando las partes no han probado los elementos necesarios para decidir sobre la pretensión que se practica, se levanta una acta que se regula en los Artos. 87 y 88 y se dicta ya la sentencia regulada en el capitulo X y tiene que responder a ciertos principios básicos.

12.13. LA SENTENCIA
.

Gómez Orbaneja
 manifiesta que las sentencias “Son actos procésales, y por los cuales se resuelven por el órgano jurisdiccional las pretensiones y pedimentos de las partes, mediante una declaración de voluntad del Estado encarnado en ese organismo”.   

El proceso contencioso Administrativo termina normalmente  por el acto procesal del órgano  Jurisdiccional llamado sentencia. Se diferencia de  los demás por su finalidad 

En ella se decide  sobre la conformidad o disconformidad de la pretensión con el ordenamiento jurídico.

12.13.1. NATURALEZA JURÍDICA
.

a) La sentencia es un acto procesal, participa de la naturaleza jurídica genérica de los actos procésales y más concretamente de los actos que proceden del órgano jurisdiccional. Se ha dicho que es la “resolución reina del proceso”

b) La sentencia es un juicio lógico formado por los componentes de los órganos jurisdiccionales, comparando la pretensión con el derecho objetivo.

En este sentido es una operación mental o juicio lógico de los componentes del órgano jurisdiccional.

En consecuencia en puridad de términos, no son sentencias, aunque los derechos positivos las consideren como tales, aquellas resoluciones que no llega a confrontar la pretensión de fondo con el ordenamiento objetivo material. 

c) La sentencia es también un acto de voluntad jurisdiccional del Estado, por el cual actúa o se niega a actuar la pretensión. La sentencia no es solo un juicio lógico sino que es algo más, es un mandato que proviene, no  de la ley sino del órgano jurisdiccional y, por ende del Estado.   

Para nosotros la naturaleza jurídica de la sentencia es la siguiente: La sentencia es un acto procesal por el cual se someten pretensiones ante un órgano jurisdiccional que decidirá, que pretensión es la correcta, basado en lo expresado en el derecho objetivo y en el proceso mismo.  

 12.13.2. CLASES DE SENTENCIAS.

Partiendo de la concepción amplia que  son sentencias también las que no tocan el fondo, se puede decir que las sentencias se clasifican en:

12.13.2.1. POR SU FINALIDAD.

12.13.2.1.1. SENTENCIAS DECLARATIVAS.

La sentencia es declarativa siempre que no implique la alteración de las relaciones jurídicas materiales y se limita a verificar la realidad jurídica, sin modificarla.

Las desestimatorias de la pretensión. Al desestimar la pretensión, dan firmeza a las relaciones jurídicas derivadas del acto objeto de impugnación.

12.13.2.1.2. SENTENCIAS CONSTITUTIVAS.

La sentencia es constitutiva siempre que ocasione en las relaciones jurídicas-materiales una consecuencia que antes no existía, creándolas, modificándolas o extinguiéndolas.

12.13.2.1.3. SENTENCIAS DE CONDENA.

Son las estimatorias de una pretensión de condena. La sentencia de condena impone una prestación. El supuesto típico es el de la sentencia estimatoria de una pretensión de indemnización de daños y perjuicios.

12.13.2.2. POR EL CONTENIDO.

12.13.2.2.1. SENTENCIAS QUE NO ENTRAN EN EL FONDO.

Se limita a declarar la inadmisibilidad de la pretensión, por falta de algún requisito procesal. El ordenamiento procesal respectivo puede prever la posibilidad de que, con anterioridad a la sentencia, se platee la inadmisiblidad en tramites perfectamente delimitados o en cualquier momento del procedimiento, pero si no se plantea con este carácter  previo y se llega al final del procedimiento, la sentencia deberá abstenerse de pronunciarse sobre el fondo  y limitarse a  declarar la inadmisibilidad.

12.13.2.2.2. SENTENCIAS QUE DECIDEN LA CUESTIÓN DE FONDO.

Son las sentencias en sentido estricto. si se cumplen todos los requisitos procésales, el órgano jurisdiccional dictara sentencia verificando la conformidad o disconformidad de la pretensión, en este caso serán:

-Desestimatoria. El acto administrativo objeto de impugnación se dicto conforme al ordenamiento jurídico. Por tanto la pretensión es infundada.

 -Estimatoria. Estimatoria. Si el acto impugnado no se dicto conforme a derecho o sea conforme al ordenamiento jurídico. Por tanto la pretensión es fundada

La estimatoria se subdivide en Se subdividen en.

a) TOTAL. Si se accede totalmente a la pretensión

b) PARCIAL. Si se accede  parcialmente.

13.13.3. POR LOS EFECTOS PROCESALES.

Por los efectos procésales las sentencias pueden ser.

a) FIRMES.

Estas no son susceptibles de recurso alguno ordinario o extraordinario, aún cuando sea admisible frente a ellas algún recurso excepcional, como se califica al de revisión.

b) NO FIRMES.

Una sentencia no es firme siempre que sea  admisible frente a ella algún recurso ordinario o extraordinario.

12.13.4. REQUISITOS PROCESALES.

La sentencia, como todo acto procesal y todo acto jurídico, ha de cumplir los requisitos que el derecho procesal exige. Ahora bien, la falta o incumplimiento de alguno de estos requisitos no siempre producirá los mismos efectos, pues si el ordenamiento jurídico respectivo no prevé ninguna vía de impugnación  frente a la sentencia, por grave que fuere el defecto, la sentencia desplegara todos los efectos normales.

 
12.13.4.1. REQUISITOS SUBJETIVOS

12.13.4.1.1.  JURISDICCIÓN.

La sentencia deberá ser dictada  por el órgano que tenga aptitud para fallar frente a los órganos del Estado  no jurisdiccionales  o de distinto  orden jurisdiccional.

12.13.4.1.2. COMPETENCIA.

El órgano jurisdiccional tiene aptitud  para fallar frente  a otros órganos del mismo orden jurisdiccional.

a) Ausencia de causas de abstención o recusación frente a las partes.

Una sentencia dictada  que careciera de uno de estos requisitos subjetivos o por un órgano jurisdiccional entre cuyos componentes  hubiera  alguno  a quien  afectara alguna causa de recusación, seria una sentencia viciada.

12.13.4.2. REQUISITOS OBJETIVOS 

12.13.4.2.1. MOTIVACIÓN.

La sentencia siempre serán motivadas, no solamente por la imposición legal al órgano Jurisdiccional sino que su importancia radica en que su conocimiento ha de ser el punto de partida para la posible revisión de las mismas a través de los recursos legales. Lo que no excluye la posible economía ni que estas sean escuetas, sucintas o incluso expuestas de formas impresas o por referencias a las que constan en el proceso, sino que lo importante es que guarde relación y sean proporcionadas y congruentes con el problema que se resuelve, es por eso que la parte puede conocer el motivo de la decisión. Se debe explicar la interpretación y aplicación del derecho que realiza 


12.13.4.2.2.CONGRUENCIA.

Congruencia entre la fundamentación y la parte dispositiva. La incongruencia entre los pronunciamientos de las sentencia constituyen uno de los motivos del recurso extraordinario de revisión, apelación, o casación, para la jurisdicción ordinaria, en el caso del proceso contencioso administrativo nuestro ordenamiento jurídico solo permite el recurso de revisión, reforma o aclaración

Congruencia con las pretensiones: La congruencia consiste en la adecuación entre los pronunciamientos judiciales y lo que se pedía al Juez, esto implica un análisis comparativo de lo solicitado en la demanda y lo planteado en la contestación de la demanda con la parte Dispositiva de la Sentencia 

12.13.5. REQUISITOS DE LA ACTIVIDAD:

12.13.5.1. LUGAR.

La sentencia es un acto del órgano jurisdiccional por tanto debe dictarse y firmarse en la sede del órgano jurisdiccional referido.

12.13.5.2.TIEMPO.

Esto esta referido a que el ordenamiento jurídico o sea la ley que regula el proceso prevé plazos para dictar sentencia según el proceso.

12.13.5.3. FORMA.

La sentencia es un acto escrito, debe ser clara y precisas y redactarse de acuerdo a los requisitos de forma que el ordenamiento jurídico establece:

· Encabezamiento.

· Fundamentación del fallo, que será claro y preciso a cerca de todos los puntos.

La sentencia Contencioso Administrativo tiene una estructura o un orden especial porque no podemos encontrar con que haya causa de inadmisibilidad, entonces, para dictar una sentencia ordenada en Contencioso Administrativo primero hay que abordar las causas de inadmisibilidad, el tratamiento siempre es primero de las causas de inadmisibilidad, porque si hay una causa de inadmisibilidad como puede ser que esta fuera del plazo, que no hay agotamiento, que no hay jurisdicción, entonces no podemos entrar al análisis de fondo, entonces la sentencia puede ser de inadmisibilidad que no va a entrar al fondo, puede ser una sentencia estimatoria en los supuestos que se estime la pretensión que se ejercita por la parte y puede ser una sentencia desestimatoria cuando se desestima absolutamente la pretensión y normalmente se declara el acto o actuación administrativa, es conforme a derecho.

Los requisitos generales de la sentencia se habla de los requisitos de identificación de los magistrados, la estructura de la sentencia hay encabezamientos, la definición de los hechos y la fundamentación jurídica y por último viene el fallo que es la parte que decide el alcance de la sala, hay una particularidad cuando estamos en derecho sancionador que tiene que haber normalmente derechos declarados, probados. (Arto. 92 de la Ley No. 350).

Los efectos de la sentencia son : “La sentencia que declarare la nulidad del acto o disposición de carácter particular, la inadmisibilidad o desestimación de la demanda solamente producirá efectos entre las partes y los terceros afectados por ella. (Arto. 95. de la Ley No. 350).

La sentencia que anulare el acto o disposición de carácter general producirá efecto erga omnes. 

En todo caso, los efectos se producirán a partir de la firmeza de la sentencia. La sentencia que anulare actos o disposiciones de carácter general deberá publicarse en La Gaceta, Diario Oficial, y a solicitud de parte y a su costa, podrá publicarse en cualquiera de los diarios de circulación nacional. 

En el plazo de tres días, contados a partir de la fecha de notificación de la sentencia definitiva, las partes podrán pedir a los miembros de la Sala respectiva de lo Contencioso-Administrativo de la CSJ, en su caso, aclaración sobre los puntos que considere oscuros o dudosos, o sobre la condenatoria en costas”.

13. RECURSOS. 

Según el profesor Roberto Ortiz Urbina
 expresa que el recurso, “Es un acto procesal de impugnación de la parte o de un tercero que frente a una resolución judicial o prejudicial e impugnable por que no le brinda la tutela jurídica o se le brinda imperfectamente, pide la actuación de la voluntad de la ley”.

El proceso contencioso-administrativo nicaragüense regulado en la Ley No. 350 establece un solo recurso en contra de las sentencias dictadas por la sala de lo Contencioso-Administrativo de la CSJ, producto de la Sentencia No. 40 emitida el 10 de Junio del año 2002, donde se cercenaran 31 artículo de la Ley en donde se elimino el recurso de apelación dando pie a la violación del debido proceso y por ende al principio de legalidad, preservado en las siguientes normas jurídicas el Arto. 34 inc. 9 Cn, Arto. 46 Cn, Arto. 20 LOPJ y el Arto. 8 num. 2 inc. H. De la Convención Americana de los Derechos Humanos conocida como el Pacto de San José, que establecen que en todo proceso debe de existir una doble instancia.

13.1. RECURSO DE REFORMA, ACLARACIÓN Y REPOSICIÓN.

En la jurisdicción civil este recurso esta regulado en los artos. 2046 al 2054 Pr. y se emplea como una supervisión del Tribunal de Apelaciones a las actuaciones de los órganos de primera instancia. 

El Arto. 104 de la Ley No. 350 regula el único recurso permitido en nuestra legislación y se interpone ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la CSJ, en contra de cualquier auto o de la sentencia definitiva emitida en la sala, este deberá interponerse al tercero día de notificada la resolución impugnada. De la impugnación hecha se notifica a la parte contraria en un plazo de tres, el demandado tiene 3 días para alegar lo que tenga a bien y la sala deberá dictar una resolución en un plazo de 3 días.  

14. NORMAS SUPLETORIAS EN LO NO PREVISTO EN LA LEY 350.

En lo no previsto expresamente en la presente Ley, se aplicará como disposiciones supletorias las establecidas en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Republica de Nicaragua y el Código de Procedimiento Civil, siempre y cuando no contrarié el espíritu de la presente ley
.

14.1. LÍMITES.

La limitación que tiene el órgano jurisdiccional al hacer uso de las leyes supletorias establecidas en la Ley No. 350, es en cuanto al ciudadano que debe tener al aplicarla, puesto que si con su utilización afecta el interés publico o imposibilita los derechos de la parte o el proceso, se ve perjudicado en cuanto a la tutela judicial sea efectiva, debido a que con esta estaría en contradicción con el espíritu de la ley, que es velar por la legalidad de la actuación pública.

CAPÍTULO IV: El RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD PROMOVIDO CONTRA  LEY  350 “LEY 

                         DE REGULACIÓN DE LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO” 

            ANÁLISIS Y COMENTARIOS.

Para iniciar este capitulo y para lograr un mejor análisis encontramos interesante abordar primero dos temas que se asocian indudablemente con nuestro estudio como lo son: Control Constitucional y el Recurso de Inconstitucionalidad.

 1. CONTROL CONSTITUCIONAL.

Al analizar el tema del Control Constitucional de los poderes públicos en cualquier Estado contemporáneo impone reflexionar acerca de las relaciones entre democracia y Estado de derecho, es decir, sobre las vinculaciones entre aquella forma de gobierno cuyo principio básico es la regla del gobierno de la mayoría y los instrumentos de control que operan en un Estado constitucional de Derecho, entendidos estos últimos, en su dimensión francesa, de inspección, fiscalización, intervención y no de dominio o preponderancia.
En un Estado Democrático y Social de Derecho, este tema tiene una dimensión amplísima, en la que participan órganos de distinta naturaleza del sistema, verificando éstos la regularidad en el ejercicio del Poder Público, de acuerdo a una regla preestablecida, haciendo efectivo principio de frenos y contrapesos que caracteriza a los Estados democráticos. Ello pondrá en relación dos conceptos o características predicadas de los Estados constitucionales modernos y estrechamente vinculadas aunque distintos: Estado Democrático y Estado de Derecho. 

Sin embargo al aplicar dicho término (Control Constitucional) a nuestro Estado Social de Derecho encontramos que el Control Constitucional en Nicaragua es mixto
: esto partir del análisis de la Constitución Política (Artos. 187; 164 inc.4); La ley de Amparo (LA, Artos. 2, 6 y ss); y la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ, Artos.5;  27 Inc. 1 y 5; 34 inc. 1).

El modelo de Control de Constitucionalidad de los actos de poder que establece el arto. 187 Cn es mixto
. 

Ya que engloba elementos tanto del modelo concentrado
 (Recurso de Inconstitucionalidad-Tribunales Constitucionales) como del Difuso
 (cualquier juez o tribunal) puede declarar la inconstitucionalidad de una ley o inaplicarla.

El término “Justicia Constitucional” es un concepto que no solamente engloba el control de Constitucionalidad de las leyes y la protección de los derechos y libertades fundamentales reconocidos por una Constitución. Dicho concepto extiende su contenido más allá de estos. Dentro de la “Justicia Constitucional” se encuentra la resolución de conflictos de competencia de los órganos constitucionales que se pueda suscitar. Tanto en los Estados de composición Federal como en los Unitarios. En nuestro caso sería entre los Poderes del Estado, entre los Municipios y el Gobierno Central y los municipios entre sí. 

También dentro de este término (Justicia Constitucional) en algunos sistemas se incluye el control de los partidos políticos y de los asuntos electorales. Es decir, que va a depender de qué materias el constituyente incluirá en su obra (la Constitución) y cuáles el legislador ordinario ampliará mediante las leyes correspondiente respetando, como es obvio, marco constitucional que el constituyente ha diseñado.¿Qué tipo de modelo o sistema es el que el constituyente nicaragüense de 1987 y los legisladores ordinarios han configurado? De la simple lectura del artículo 187 Cn se desprende que existe un instrumento jurídico denominado “Recurso por Inconstitucionalidad” que tiene por objeto preservar la Supremacía de la norma Constitucional(arto. 182 Cn) y que además puede ser interpuesto por cualquier ciudadano nicaragüense. Con esto, a primera vista se nos resalta que el control de constitucionalidad de la ley en Nicaragua es concreto o abstracto. 

A su vez debemos de tomar en cuenta el hecho que es competencia de un órgano (La Corte Suprema de Justicia) en pleno conocer y resolver sobre este recurso
. Por tanto observamos que se dota al ciudadano de la máxima legitimación posible como es la “actio popularis” y se faculta a un solo órgano (CSJ) el control de la constitucionalidad de la Ley. Como nota interesante nos parece oportuno resaltar que el constituyente de 1987 decidió incluir dentro de las materias o parámetros de control no sólo la ley o actos con este valor sino también al Decreto y al Reglamento. De esta forma nos parece que se confundió lo conocido en la doctrina como “control de constitucionalidad” con el denominado “control de legalidad”. 

Por otro lado, veamos que los elementos de control difuso presente en nuestro sistema tienen su asidero jurídico tanto en la Ley de Amparo (arto. 20 y ss.) como en la Ley Orgánica del Poder Judicial (Arto. 5 LOPJ). Aquí se establece una vía o mecanismo incidental o indirecto que lo puede ejercer cualquier juez de Nicaragua. Con esto, nuestro sistema establece tanto la posibilidad del Recurso por Inconstitucionalidad y la vía incidental o indirecta que nace producto de una litis y en la cual el juez posee la facultad de declarar la inconstitucionalidad de una norma de la cual dependa el fallo y el mismo considere que entra en colisión con la norma constitucional. El hecho de poseer elementos tanto de un sistema como del otro tiene su razón de ser por un lado, en la influencia del sistema norteamericano de control como es el Difuso y posteriormente el haberse introducido en nuestro sistema el instrumento del recurso directo que es de sobra conocido que ha sido una invención del gran jurista Vienés Hans Kelsen junto con el órgano encargado de ejercer el control (Tribunal Constitucional) 
:

2. EL RECURSO POR INCONSTITUCIONALIDAD.

En Nicaragua existen dos vías para controlar la Inconstitucionalidad de las leyes, Decretos y Reglamentos: Reglamentos
:

· La primera vía la establece el artículo 187 de la Constitución Política estable el recurso por Inconstitucionalidad en contra de toda ley, decreto o reglamento que se oponga a lo prescrito por la Constitución. También el arto. 2 Ley de Amparo.

· La segunda vía es la que señala la Ley de Amparo mediante el recurso de Inconstitucionalidad para casos concretos. Artículos 20 y 21 Ley de Amparo. 

También la Ley Orgánica del Poder Judicial regula esta situación en el artículo 5.

2.1. CÓMO FUNCIONAN AMBAS VÍAS.
La primera vía es mediante un recurso directo, abstracto, principal y autónomo ante la Corte Suprema de Justicia, y la segunda de ellas es mediante una facultad que se otorga a todos los órganos judiciales a de poder declarar la inconstitucionalidad de las leyes en los casos concretos 
:

1) El recurso por Inconstitucionalidad: Artos 187 Cn, Arto 2 Ley de Amparo.

A) Órgano competente: LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA en PLENO CONOCE Y RESUELVE. Artículos 163 y 164 inc 4

Artículo 27 LOPJ inc. 1. Artículo 8 ley de amparo. 

B) Composición del órgano: 16 Magistrados, período de 5 años, electos por la Asamblea Nacional. Artículo 163 Cn. La Corte está dividida en 4 Salas (arto 31 LOPJ) cada sala está compuesta por un número, no menor de 3 Magistrados, electos entre sus miembros.

SALA CONSTITUCIONAL: Instruir y proyectar las resoluciones en materia de recursos de inconstitucionalidad par ser resueltas por la CORTE PLENA.

CORTE PLENA: Todos los magistrados de la CSJ (ARTO 25 LOPJ). Quórum: presencia de por lo menos las tres cuartas partes del total de sus miembros (arto 26 LOPJ). La resolución o acuerdo de Corte Plena requiere del voto coincidente de por lo menos dos tercios del total de sus integrantes ( 12 de 16 Magistrados). 

C) Legitimación: Cualquier ciudadano de la República (Arto. 187 Cn.), Cualquier ciudadano o ciudadanos cuando una ley, decreto o reglamento, o en general cualquier acto normativo de rango inferior a la Constitución se oponga a lo prescrito en ella (Arto. 6 Ley de amparo).

Existe una amplia legitimación y efectivamente se presenta la legitimación popular.

D) PLAZO DE INTERPOSICIÓN: 60 días contados desde la fecha que entra en vigencia la Ley, Decreto o Reglamento.

El escrito de presentación debe ser en papel de ley con copias suficientes. 

Partes: El Recurrente, el titular del órgano, la Procuraduría de la República. La Ley establece que una vez recepcionado, debe conceder 5 días al recurrente para llenar omisiones que notare la CSJ, si el recurrente no lo hace el recurso se tiene por no interpuesto. Una vez concluido el trámite que la ley establece, debe dictar sentencia dentro de los 60 días siguientes.

E) EFECTOS DE LA SENTENCIA: Artos. 18 y 19 Ley de Amparo. “La declaración de la sentencia tendrá por efecto, a partir de la sentencia que lo establezca, la inaplicabilidad de la Ley, decreto Ley, Decreto o Reglamento o la disposición impugnada de los mismos, si la inconstitucionalidad fuere parcial...” Arto. 18 LA.

“La sentencia que declare si es inconstitucional o no, el todo de una ley, decreto o reglamento producirá cosa juzgada en forma general en cuanto a los puntos declarados constitucionales o inconstitucionales. Cuando se recurrió solamente contra parte o de los citados cuerpos normativos, el tribunal podrá pronunciarse de oficio sobre el resto de los mismos.”Arto. 19 LA.

Todo esto genera las consecuencias siguientes: Sentencias estimatorias como desestimatorias del recurso, de efectos de cosa juzgada erga omnes, y de “inaplicabilidad”, que bajo la coherencia lógica de la estructura sistémica del ordenamiento Constitucional de Nicaragua, la inaplicabilidad debe ser entendida como anulabilidad, ya que estamos hablando de un control directo, erga omnes, y no de casos concretos interpartes. Parece ser que la gran arraigada influencia del amparo contra leyes como en el caso mexicano, fue lo que influyó al legislador a redactar de esta forma. 

Además coherente con la misma Constitución que señala el Arto. 185 que habla sobre la supremacía de la Constitución “La Constitución Política es la carta fundamental de la República; las demás leyes están subordinadas a ella. No tendrán valor alguno las Leyes, Tratados, Ordenes o Disposiciones que se le opongan o alteren sus disposiciones”, no podemos hablar de inaplicabilidad sino más bien de anulabilidad, que es decir que la norma es expulsada, sale, del ordenamiento jurídico.

2.2.  INCONSTITUCIONALIDAD EN CASOS CONCRETOS.

El artículo 20 y 21 de la Ley de Amparo establecen esa disposición, así como el arto 5 de la LOPJ:

2.2.1. CARACTERÍSTICAS.

Puede ser interpuesto por cualquier ciudadano sin límite de plazo.

Existen varios supuestos:

1.
La parte que recurre de Casación o de Amparo y alega inconstitucionalidad sobre Ley, Reglamento, Decreto que se le ha aplicado. Si resulta ser cierta la inconstitucionalidad, la corte además de casar la sentencia o de amparar al recurrente declarará la inconstitucionalidad, de conformidad con el Arto 18 y el Arto 20 de la Ley de Amparo. 

2.
Cuando por sentencia firme en los casos que no hay casación se resolvió un asunto con declaración expresa de inconstitucionalidad, el funcionario judicial o el tribunal en su caso debe remitir su resolución a la Corte Suprema de Justicia. Si la Corte ratifica la inconstitucionalidad procede a declarar su inaplicabilidad de acuerdo con la Ley Arto 21 LA. Y el arto 5 de LOPJ señala que la corte procede a declarar su inaplicabilidad para todos los casos similares.

También hay que agregar que dentro de las funciones de la Corte en Pleno establece el Arto 27 inc 5 LOPJ: “La ratificación o no de la declaración de inconstitucionalidad, declarada por sentencia firme en caso concreto, de conformidad con la ley de Amparo y sin perjuicio de la cosa juzgada material en dicho caso”.

1.
Cuando una Autoridad está conociendo un caso y considera que una norma de cuya validez depende el fallo es contraria a la Constitución debe declara su inaplicabilidad par el caso concreto. Arto 5 LOPJ. 

2.
Cuando una de las partes haya alegado la inconstitucionalidad de una norma, la autoridad debe pronunciarse necesariamente sobre el punto, acogiendo o rechazando la pretensión. Arto 5 LOPJ.

Con lo antes expuesto concluimos que el sistema de control Constitucionalidad de la Ley, Decreto o Reglamento en Nicaragua es mixto. Ahora, cosa muy diferente es que en la práctica el sistema mixto sea prácticamente ¡nulo!, ya que los jueces por cuestiones de diversa índole (quizás por temor a los Magistrados de la CSJ) no hacen uso de esta facultad, y nos encontremos que la vía más común y frecuente del control sea la directa o abstracta a través del Recurso por Inconstitucionalidad.

Sentadas las bases de lo que es el Control Constitucional y el Recurso de Inconstitucionalidad y como parte integra de nuestro estudio, procedemos al análisis del Recurso de Inconstitucionalidad, promovido específicamente contra 31 artículos de la  Ley  350 “Ley de Regulación de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo” por la Sentencia No. 40, emitida por la Corte Suprema de Justicia, el 10 de junio del 2002, siendo el Párrafo Segundo del Articulo 119 de la Ley No. 350, lo que origino un examen al cuerpo de la ley que desencadena la declaración oficiosa de 30 artículos constreñidos en la misma, por lo que analizamos la veracidad de la Inconstitucionalidad alegada basados en nuestros conocimientos teóricos, Reflexiones y comentarios de eruditos del derecho, la doctrina y por supuesto en nuestra Carta Magna, retomando como punto de partida, la respectiva resolución de la Corte Suprema de Justicia, para luego determinar por medio de comentarios la existencia de lagunas jurídicas en la Ley.

3. ANÁLISIS Y COMENTARIOS  DE LA INCONSTITUCIONALIDAD DEL ARTO. 19 DE LA LEY No. 350, “LEY DE REGULACIÓN DE LA JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO”.

En  la primera parte de este análisis tratamos de desglosar cada uno de los fundamentos jurídicos que expone el recurrente al interponer un Recurso de Inconstitucionalidad ante la excelentísima Corte Suprema de Justicia, y de esta manera  determinar, si sus  argumentos se fundan y apegan a derecho para esto hicimos un análisis de los diferentes artículos que se citan en dicho escrito y resaltamos los artículos constitucionales que son violentados según lo expuesto por el  recurrente.

Para dar inicio a este análisis, consideramos que  la Ley No. 350, “Ley de Regulación de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo”, ha sido sin duda polémica y objeto de diversos conflictos, conflictos que desencadenaron la inconstitucionalidad de 31 artículos constreñidos en la misma, por lo que han surgido cuestionamientos que sin duda forman parte de esta inconstitucionalidad:

1. Constitución Política vs. Ley No. 350
2. La competencia de la Asamblea Nacional en asuntos que le competen únicamente al Poder Judicial.
3. Independencia de los Poderes del estado
Primero en el escrito el recurrente alega que el arto 119 párrafo segundo de la Ley No. 350 “Ley de Regulación de la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo” violenta de manera expresa el Arto 158 y 159 de nuestra Constitución Política ya que dicha ley plantea que:  

El Arto. 119 párrafo segundo de la Ley No. 350: 

 “En caso de incumplimiento de lo establecido en el párrafo anterior, el interesado podrá presentar la queja respectiva ante la Asamblea Nacional, misma que podrá hacer hasta dos llamados de atención a los Magistrados de la Sala, de persistir el incumplimiento de los plazos establecidos en la presente Ley para resolver los casos de apelación se procederá, siempre a instancia de parte interesada, a presentar la solicitud de destitución de los Magistrados de la Sala referida ante la Asamblea Nacional, la que deberá resolver en un plazo no mayor de sesenta días. Esta fijará y determinará el procedimiento. 

Los artos 158 y 159 Cn, literalmente manifiestan que:

Arto. 158 “La justicia emana del pueblo y será impartida por el Poder Judicial, integrado por los tribunales de justicia que establezca la ley”

Arto. 159 párrafo 2 “Las facultades jurisdiccionales de juzgar y ejecutar lo juzgado corresponden exclusivamente al Poder Judicial”

 Visiblemente la Constitución con estos artículos, garantiza firmemente la  participación del Poder Judicial al facultarlo Jurisdiccionalmente, para resolver asuntos de su competencia de tal manera que la Ley No. 350, “Ley de Regulación de la Jurisdicción de lo  Contencioso Administrativo”, al  plantear la competencia de la  Asamblea  Nacional que de inicio es de carácter legislativo en asuntos que le competen únicamente al Poder Judicial contraviene con nuestro ordenamiento jurídico, lo cual es manifestado por el recurrente en su escrito ante la Corte Suprema de Justicia,  argumentos que se basan y fundamentan exclusivamente en nuestra Constitución Política, al analizar detalladamente dicho artículo encontramos  que este, no solo violenta de manera expresa lo que dicen los artículos  Arto 158 y 159 de nuestra Constitución,  si no que subroga a nuestro ordenamiento jurídico por que al crearse  esta ley, se estaba omitiendo la jerarquía  de  la Constitución Política que es el cuerpo Jurídico por excelencia..

Sobre este Ley el profesor Juan Bautista Arríen Somarriba
, en su clase de Derecho Constitucional al analizar la inconstitucionalidad del arto. 119 considero que este podía haber sido un medio extremadamente innovador aunque poco ortodoxo (por su carácter un tanto represor y obligatorio), para con la retardación de justicia en el Poder Judicial. Se establecía en dicho artículo un medio para controlar la actividad de los Magistrados de la CSJ y se fijarían las generalidades de un procedimiento disciplinario que podía desembocar en una posible destitución, Además de esto el arto. 119 de la Ley No. 350, es  tachado de inconstitucional esto según la Ley No. 49  Ley de Amparo, ya que el objeto de la misma es la de garantizar la Supremacía de la Constitución Política y lo cual  manifiesta en su Arto. 2 de la siguiente manera:

Arto. 2 “El Recurso por Inconstitucionalidad procede contra toda ley, decreto ley, decreto o reglamento que se oponga a la Constitución Política”, Por lo que la ley 350 no podía  ser excepción para proceder a este recurso.

Así mismo  el artículo 119 de la referida ley 350, contradice además los artículos 34 numeral 3 y 4, 129, 130 de nuestra Cn. Por que al instar el arto.119 a la Asamblea Nacional como autoridad competente  para conocer de este asunto omite las garantías Constitucionales a las que todo procesado tiene Derecho y al instarla pretende pasar por alto estos artículos citados, Primero el arto 34 inc. 3 dice que todo procesado tiene  derecho:“A ser sometido a juicio por jurados en los casos determinados por la ley. Se establece el recurso de revisión” y complementa lo expuesto con el arto. 34 inc.4 que reitera que todo procesado  tiene derecho: Arto 34 Inc. 4 “A que se garantice su intervención y defensa desde el inicio del proceso y a disponer de tiempo y medios adecuados para su defensa.
De tal manera que podemos afirmar que el arto 119 de la referida ley 350 violenta de manera facta las garantías mínimas a las que todo procesado tiene derecho, y  la misma Ley de Amparo en su arto.3 manifiesta que: “El Recurso de Amparo procede en contra de toda disposición, acto o resolución y en general, contra toda acción u omisión de cualquier funcionario, autoridad o agente de los mismos que viole o trate de violar los derechos y garantías consagrados en la Constitución Política”.

El recurrente al citar en su escrito los Artos. 129 y 130 párrafo primero Cn., comprueba la veracidad de sus argumentos ya que estos artículos al formar parte de los principios generales de nuestra Constitución manifiestan que los Poderes del Estado, se subordinan a los intereses supremos de la nación y a los establecidos en la presente Constitución; así mismo siguen manifestando que ningún cargo concede a quien lo ejerce más funciones que las que le confiere la Constitución artículos  que literalmente manifiestan que: 
Arto. 129 Cn. “Los Poderes Legislativo, Ejecutivo, Judicial y Electoral, son independientes entre sí y se coordinan armónicamente, subordinados únicamente a los intereses supremos de la nación y a los establecidos en la presente Constitución”

Arto. 130 Cn “La nación Nicaragüense se constituye en un Estado Social de Derecho. Ningún cargo concede a quien lo ejerce más funciones que las que le confiere la Constitución y las leyes”.

Cabe señalar que el recurrente no hace uso del Arto. 183 Cn.  que expresa que “ningún poder del Estado, organismo de gobierno o funcionario tendrá otra autoridad, facultad o jurisdicción que las que le confiere la Constitución Política y las Leyes de la República”.  

Hasta el momento nuestro análisis se ha basado en los fundamentos jurídicos presentados por el recurrente que al compararlos  con los artículos expuesto en la Constitución, dan lugar sin mas preámbulos a tachar de inconstitucional el arto 119 de la Ley No. 350, “Ley de Regulación de la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo”. 

El  recurrente en otro acápite de su escrito manifiesta que dicha ley le ocasiona perjuicios tales:

· Como usuario de la administración de Justicia, al pretender ser destituidos los magistrados, y que como ciudadano tenía  derecho  de salvaguardar y proteger.

· Que como ciudadano tiene la obligación de respetar y hacer que sean respetados los Poderes del Estado,  convirtiéndose Arto. 119  de la Ley No. 350, “Ley de Regulación de lo Contencioso Administrativo” en un desequilibrio entre los poderes del Estado, debilitando las instituciones del Estado Democrático y de Derecho, en que se debe respetar y tutelar los Derechos Humanos.

· El desorden que dicha ley quiere imponer entre los propios administradores de justicia, ya que por cualquier denuncia  podrían ser destituidos de sus cargos, lo que violenta el arto 160 Cn. Al establecer un procedimiento anómalo y arbitrario.

En su propio carácter y como ciudadano el recurrente entabló el Recurso de Inconstitucionalidad contra el arto 119 de la Ley No. 350, “Ley de Regulación de la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo” dirigiendo el recurso en contra del Presidente de la Republica el Dr. Arnoldo Alemán Lacayo y en contra del Dr. Oscar Moncada Reyes  en su carácter de presidente de la Asamblea Nacional cargos ocupados por ellos en aquella época. Efectivamente la Constitución garantiza la inamovilidad de los Magistrados y que la Asamblea Nacional, sólo tienen la facultad de elegir a dichos Magistrados, admitirles su renuncia, fundadas en causas legales debidamente comprobadas y desaforarlos para someterse a los Tribunal de Justicia, pero que ningún precepto legal autoriza destituirlos lo cual  se complementa con el arto. 138 inc 7 Cn. que dice: Son atribuciones de la Asamblea Nacional:“Elegir a los Magistrados de la  Corte Suprema de Justicia de las listas propuestas para cada cargo por el presidente de la republica y por diputados de la asamblea nacional,...” 

Es claro que pueden elegir pero en ninguna parte del citado articulo menciona la palabra destituir, sin embargo uno de los  recurridos por su parte alega que el Arto. 119  de la Ley No. 350, instituye una norma característica de Derecho Administrativo sancionador, cuya finalidad es la de evitar la retardación de justicia y salvaguardar los derechos de los ciudadanos y que por tanto no existe la violación institucional, y sustentan su argumento en el arto. 138 inc 7 y 24 Cn. Citándolos de la manera errónea al establecer: Que la Asamblea Nacional es la Establecida como Poder del Estado  para nombrar y juzgar a los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, por lo que piden a la Corte que desestime el Recurso de Inconstitucionalidad presentado por el recurrente, siendo este articulo ajeno a la realidad, por lo que volvemos a ser referencia  del articulo : Arto 138 inc 7 Cn: “Elegir a los Magistrados de la  Corte Suprema de Justicia de las listas propuestas para cada cargo por el Presidente de la Republica y por Diputados de la Asamblea Nacional...”
Al desglosar cada parte del artículo encontramos claramente la palabra Elegir  no Destituir,  por lo que definimos  ambas palabras según la RAE:

Elegir: Designar, generalmente por votación, una o más personas para ocupar   un  puesto
.

Destituir: Expulsar a una persona del cargo que ocupa
.

Ya definidos dichos conceptos se puede apreciar la diversidad de sus significados, dejando los alegatos del recurrido sin efecto desde un inicio ya que sus alegatos son  sobre bases erróneas o simplemente son el  resultado de la mala interpretación de la ley. Por otra parte concluimos que si para crear el arto. 119. Se tomo en cuenta  una característica del  Derecho Administrativo, cuya finalidad es la de evitar la retardación de justicia y salvaguardar los derechos de los ciudadanos, podemos manifestar  que la retardación de justicia es una característica exclusiva de la autoridad competente o de manera general de la administración publica, por lo que consideramos  que  es  innecesario instar a una Ley para que trate de regular esta materia  ya para eso existe el  Derecho Administrativo que mas que sancionador existe para crear un relación equilibrada y armónica entre los entes del Estado y el ciudadano y dejar atrás las arbitrariedades que se pudiesen suscitar entre los mismos.

Por su parte el otro recurrido manifiesta: Que el párrafo segundo del Arto. 119  de la Ley No. 350 “Ley de Regulación de la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo” no contraviene en modo alguno las disposiciones Constitucionales mencionadas por el recurrente, ya que el caso contemplado  en dicha disposición  no era un asunto judicial  sino una atribución que la Constituyente asigno al Poder Legislativo, como es la de destituir a los funcionarios que dicha institución nombra  de conformidad al arto 138 inc. 11cn. Por lo que según el no contradice los Artos. 34 Inc. 3), 4) y 9), 129, 130, 158, y 159 de nuestra Constitución Política.

Por lo mismo citaremos una vez más al arto. 138 Inc. 11Cn. que íntegramente plantea: Son atribuciones de la  Asamblea Nacional:  “Conocer y admitir las renuncias y resolver sobre destituciones de los funcionarios mencionados en los numerales 7, 8 y 9 por los causales y procedimientos establecidos por la ley” Efectivamente el recurrido tiene razón al afirmar que la Asamblea Nacional  como Poder LEGISLATIVO posee atribuciones entre ellas la de conocer y resolver sobre destituciones de los funcionarios sin embargo el mismo articulo mas adelante limita esta facultad al mencionar la palabra causales y al referirse al procedimiento que la ley establece, lo cual conlleva a otro problema  ya que nuestra legislación adolece de dicho procedimiento ya que anteriormente se había creado una ley especifica que regulaba dicho procedimiento esta era la Ley No. 190 “Ley sobre destitución del Contralor General de la República y Magistrados de la Corte Suprema de Justicia  y del Consejo Supremo Electoral”, la cual era una pronta solución para este asunto sin embargo esta violentaba la constitución ya que la asamblea al crear esta ley estaba actuando como un juez ante asuntos que no eran de su competencia por tanto la Interrogante más grande que existe sobre este asunto es ¿Quién destituye entonces a los magistrados de la CSJ y cual es el procedimiento para lograr esto? Pregunta que actualmente no se puede responder con claridad ya que de ella emanan otras preguntas que cuestionan la inmunidad o impunidad de los excelentísimos señores magistrados sin embargo este punto aunque se vincula con nuestro estudio no es tratable hasta el momento 

Sobre la participación de la Asamblea Nacional contra el retraso de la Corte Suprema de Justicia para resolver los casos, evidencia una relación  extraña  entre las funciones judiciales y legislativas que a su vez amenazaba la independencia de los jueces al ejercer esta función porque atentaba contra la independencia del Poder Judicial. Siendo esta ley copia del modelo Español, presenta sus propias peculiaridades, ya que el modelo español, manifiesta que un estado de derecho y la independencia de los Poderes Judicial, Legislativo y Ejecutivo no se puede entender nunca en la cabeza de que la Asamblea Nacional destituya a ningún magistrado de una sala de la Corte Suprema de Justicia, porque hay una queja que dice que incumple el plazo o su obligación de pronunciarse porque eso en la ultima instancia podrá dar lugar a una sanción disciplinaria o algo así, pero a un procedimiento de destitución inmediato por parte de la Asamblea Nacional parecería  una intervención del Poder Legislativo frente al Poder Judicial  lo cual ellos catalogan como inaceptable, porque si en algo se basa  el Poder Judicial  español, es un sistema fuerte e independiente alegando que si no fuese así sino la democracia no seria ni eficaz ni real. 

Sin embargo sobre la participación del poder legislativo en asuntos del Poder  Judicial podemos agregar que la designación de los Magistrados de  la Corte Suprema de Justicia, debe continuar siendo efectuada por la Asamblea Nacional pero, para que esta designación sea  bajo los lineamientos de nuestro estado social de derecho y para lograr un equilibrio entre ambos poderes, los Magistrados deberán escogerse de una lista propuesta por el Consejo Supremo del Poder Judicial. Por otro parte y para dar un enfoque diferente consideramos que este articulo  hubiera sido innovador  en un Estado de Derecho ya que si un funcionario administrativo o judicial  no cumple con su trabajo después del tramite correspondiente puede ser destituido y al mismo tiempo se pudiese nombrar a un funcionario mas capaz pero al aplicarse a nuestro Estado Social de Derecho es insólito e inaplicable.

4. ANÁLISIS Y COMENTARIOS  DE LA INCONSTITUCIONALIDAD DE 30 ARTÍCULOS  DE LA LEY No. 350, “LEY DE REGULACIÓN DE LA JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO”.

Al realizar un examen al cuerpo de la  Ley No. 350, “Ley de Regulación de la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo”, se señalan otros artículos que contravienen con nuestra Constitución Política como es el caso de los artos. 19 inc 2, 25, 49 Ley 350  los que manifiestan que:

Artículo 19.- Órganos de la Jurisdicción de lo Contencioso – Administrativo. 

Son órganos jurisdiccionales de lo Contencioso – Administrativo los siguientes: 

1. - La Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Corte Suprema de Justicia. 

2. Las Salas de lo Contencioso - Administrativo que se crean en los Tribunales de Apelaciones y que estarán integrados por tres miembros propietarios y dos suplentes.

Artículo 25.- Los Juzgados Locales y de Distrito recepcionarán las demandas y las remitirán al Tribunal de Apelaciones correspondiente para su tramitación. 

Artículo 49.- Del inicio del Proceso y Competencia. 

El proceso respectivo se iniciará cuando reciba el Tribunal de Apelaciones la demanda remitida por los Juzgados de Distrito correspondientes o con la presentación de un escrito ante la Sala de Contencioso - Administrativo del Tribunal de Apelaciones correspondiente o con la solicitud al mismo Tribunal del nombramiento de un defensor público o de oficio en los términos establecidos en el artículo 33 de la presente Ley. 

La Sala de lo Contencioso - Administrativo del Tribunal respectivo, conocerá de las primeras actuaciones y diligencias, de la suspensión del acto, recibirá las pruebas y resolverá sobre la demanda mediante sentencia. 

La Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Corte Suprema de Justicia fungirá como Tribunal de Apelaciones en el proceso contencioso-administrativo. 

El arto. 164 numeral 10 y 11 de nuestra Constitución Política para sustentar lo dicho anteriormente, artículos que señalan: “Son atribuciones de la Corte Suprema de Justicia: inc. 10 Conocer y resolver los conflictos administrativos surgidos de la administración publica, y entre estos  y los particulares. Y el inc.11 Conocer y resolver conflictos los conflictos que surjan entre los municipios, o entre estos y los organismos del gobierno central”.

 La Sala de lo Contencioso Administrativo al conocer sobre este asunto y brindar sus comentarios evita que no solamente que el párrafo segundo del arto. 119 de la  Ley No. 350, “Ley de Regulación de la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo” violente las normas Constitucionales, si no que además de esto limita y tacha oficiosamente a los artos. 19 inc.2, 25, 49, 130, 131, 132, 133,136 y a todos aquellos artículos que mencionasen “la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal de Apelaciones”, 21 párrafo segundo, 33 párrafo primero, 42 párrafo primero, 117 párrafo primero, primera línea que dice: “Sala respectiva del Tribunal de Apelaciones...”, artos. 2 numeral 18), 23, párrafos primero, segundo y tercero, 24, 43, arto. 54 párrafo primero que dice: “Contra la resolución que declare la in admisibilidad de la demanda, cabrá Recurso de Apelación ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Corte Suprema de Justicia”, Arto. 62 párrafo primero, que dice: “la Sala respectiva del Tribunal de primera instancia”, arto 65 párrafo primero, última línea, “Del auto que se pronuncie sobre la suspensión, cabrá el recurso de apelación en efecto devolutivo”, Arto 72 párrafo segundo, “Contra la resolución cabrá el Recurso de Apelación en ambos efectos, que deberá interponerse en un plazo de tres días”, arto. 96, 99 párrafo segundo, ultima línea, “Contra la resolución cabra el recurso de Apelación”, 105 ,106, párrafo primero y segundo, 107, 108, 109, 110 párrafo  primero, 11 y 118.

Así mismo, puede observarse que si desde un inicio no se hubiese entablado una demanda en contra del Arto. 119 de LA Ley No. 350,  “Ley de Regulación de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo”, no se hubiese realizado un examen detallado al cuerpo de la ley y no se hubiese evidenciado la contra venencia  de dichos  artículos  con nuestra Constitución.

En este punto, en nuestro estudio resaltamos la importancia de seguir el debido proceso ya que al realizársele un examen ala estructura de la Ley No. 350, los magistrados de la CSJ se apoyaron en la Ley de amparo y su reforma, la Constitución Política, la sentencia No. 13 y la Ley Orgánica del Poder Judicial, rebate ya no solamente los argumentos expuestos por los recurridos sino que lograron anteponer la supremacía de la Constitución Política sobre la ley 350, de tal manera que centraremos nuestro análisis en los argumentos de los diferentes Magistrados de la Corte Suprema de Justicia al pronunciar su veredicto ya que existen diferentes enfoques sobre el proyecto de sentencia. 

5. DECLARACIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD DE 31 ARTÍCULOS DE LA LEY 350.

Los punto medulares de la Sentencia No. 40 del 10 de Junio del año 2002 se basa en lo siguiente: 

5.1. HA LUGAR AL RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD.

Los  Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, al emitir su dictamen de conformidad a los Artos.  424, 426  y  436  Pr. En lo que se refiere a los aspectos que deben de ser abordados en una sentencia y en los Artos. 6, 17, 18 y 19 de la Ley de Amparo en lo que se refiere al fondo del asunto en cuestión, es decir la declaración de Inconstitucionalidad de 31 artículos de la Ley No. 350.

Cabe señalar que el recurso fue interpuesto por el Dr. José Antonio Bolaños Tercero interpuesto en su carácter de ciudadano en contra del  arto. 119 de “Ley de Regulación de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo” que por efecto de la sentencia numero 40 de la CSJ se declara inconstitucional y por ende inaplicable, pero los alcances de dicha sentencia no solo van en contra de Arto. 119 de la Ley No. 350, sino que por decisión de la mayoría se declaran de oficio inconstitucional otros 30 artículos de la Ley. 

5.2. DE OFICIO DECLÁRESE LA INCONSTITUCIONALIDAD E INAPLICABILIDAD.

 De los artos. Artos. 19 inc.2, 25, 49, 130, 131, 132, 133,136 y  a todos aquellos artículos que mencionasen “La Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal de Apelaciones”, 21 párrafo segundo, 33 párrafo primero, 42 párrafo primero, 117 párrafo primero, primera línea que dice: “Sala respectiva del Tribunal de Apelaciones...”, artos. 2 numeral 18), 23, párrafos primero, segundo y tercero, 24, 43, arto. 54 párrafo primero que dice: “Contra la resolución que declare la in admisibilidad de la demanda, cabrá Recurso de Apelación ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Corte Suprema de Justicia”, Arto. 62 párrafo primero, que dice: “la Sala respectiva del Tribunal de primera instancia”, arto 65 párrafo primero, última línea, “Del auto que se pronuncie sobre la suspensión, cabrá el recurso de apelación en efecto devolutivo”, Arto 72 párrafo segundo, “Contra la resolución cabrá el Recurso de Apelación en ambos efectos, que deberá interponerse en un plazo de tres días”, arto. 96, 99 párrafo segundo, ultima línea, “Contra la resolución cabra el recurso de Apelación”, 105, 106, párrafo primero y segundo, 107, 108, 109, 110 párrafo  primero, 11 y 118, y los tachan de igual manera que al arto. 119 por atentar contra las nuestras normas Constitucionales.

Así mismo y por existir opiniones encontradas para la resolución de caso, analizaremos los diferentes argumentos presentados por algunos Magistrados.

La  Honorable Magistrada Dra. Josefina Ramos Mendoza declaro su anuencia para la declaración del Recurso de Inconstitucionalita presentado por el recurrente  en el lo que corresponde al Considerando II, en el sentido de considerar  a la Asamblea Nacional como Poder del Estado con la facultad de dictar una ley como es el caso de  la ley Nº 190 “Ley sobre destitución del Contralor General de la República y Magistrados de la Corte Suprema de Justicia  y del Consejo Supremo Electoral”. 

 Así mismo el arto. 138 de la Constitución, condiciona el ejercicio de esta facultad de resolver sobre las destituciones de los   Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, a la existencia de causales y de una ley que establezca dichas causales y el respectivo procedimiento que garanticé el debido proceso.

Por lo que la Magistrada Ramos manifiesta que los argumentos de las sentencia N° 13 dictada por la Sala de lo Constitucional a las nueve de la mañana del 27 de febrero de 1997 y N° 9 dictada en pleno de la Corte Suprema de Justicia,, no son validas por que  esas sentencias están referidas a la declaración de inconstitucionalidad de una ley ajena al caso ya que era una ley que establecía un procedimiento en el que se estableció las causales de destitución  de los funcionarios referidos contrario al debido proceso.

La Magistrada además enfatiza  en relación a la afirmación “… Este Supremo tribunal en carta dirigida por medio de la Sala  de lo Contencioso – administrativo al Director de Asuntos Jurídicos de la Presidencia de la Republica, en atención a la carta….” A si mismo la magistrado manifestó que en relación al la parte final del Considerando a que ha hecho referencia, si se afirma que el articulo recurrido violenta el principio de igualdad, estimo que en el proyecto de sentencia debía de establecerse el enfoque que se le daba  al principio ya que a juicio de ella, debía de tomarse en cuenta la finalidad objetiva y razonable del trato diferenciados que hace la doctrina constitucional al respecto. En cuanto a la competencia que se le atribuía  a la Sala de lo contencioso Administrativo la Magistrada manifestó que en el Considerando III era necesario hacer algunas observaciones. 

En consecuencia de esos alegatos, la Magistrada  rechaza la declaración de Inconstitucionalidad de oficio propuesta por el proyectista y tomadas como suyas por los Señores Magistrados Doctores: 

1. Francisco plata López,

2. Francisco Rosales Arguello.

3. Fernando Zelaya Rojas y 

4. Julio Ramón García Vílchez.

Manifestando a su vez, que la misma debería ser remitida al pleno de la Corte Suprema de Justicia para su aprobación o rechazo. Además de esto la Dra. Ramos, reitero que debe declararse la Inconstitucionalidad del arto. 36 de la Ley recurrida por facultar a la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia, para conocer de forma directa de la acción, que se entable en contra de las disposiciones  de carácter  general que dictare la administración publica, sin agotar la vía administrativa, por lo antes expuesto por la Magistrada,  

lo cual dejo señalado en otras ocasiones cuyo voto disidente dejo presentado en el siguiente sentido:

· En relación a la competencia de la Sala de lo Contencioso administrativo para conocer de las impugnaciones de carácter general estimo, reiterando mi posición, que la forma constitucional establece  el recurso de Amparo y el recurso de inconstitucional, ambos regulados por la Ley de Amparo. 

· Así mismo, le otorga a la Corte Suprema de Justicia la atribución de conocer y resolver los conflictos administrativos surgidos entre los organismos de la Administración Pública y entre estos y los particulares. Esta atribución es regulada por la Ley de Regulación de la Jurisdicción de lo contencioso Administrativo. 

· La Constitución Política de la República, al consagrar el recurso por Inconstitucionalidad, lo establece contra toda Ley (característica esencial de este recurso), Decreto o Reglamento (actos normativos infra-legales) que se opongan a la Constitución.

· La Ley de Regulación de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, establece el juicio contencioso en contra de las disposiciones generales (norma –infralegal) el que será conocido por la Sala de lo Contencioso Administrativo  de la Corte Suprema de Justicia, en base a las regulaciones señaladas en su Ley Orgánica y en la propia Ley de lo Contencioso. 

· En Consecuencia el Recurso por inconstitucionalidad, establecido constitucionalmente contra normas  infra – legales, debe ser conocido por la Corte Plena, con la consecuencia de la inaplicabilidad de la norma.

· El juicio Contencioso conocido por una Sala de la Corte, determina la nulidad de la norma y la correspondiente indemnización a los particulares, afectados por la disposición  que se declare nula.

·  Además la constitución señala  que no tendrán valor alguno las Leyes, Tratados, Ordenes o Disposiciones que se opongan o alteren sus disposiciones y que ningún poder del estado, organismo de gobierno o funcionario, tendrán otra autoridad , facultad o jurisdicción, que la que le confiere la Constitución y Leyes de la República.

La Dra. Ramos después de haber manifestado su opinión en lo antes señalado, estimó su  aprobación del Recurso de Inconstitucionalidad al párrafo segundo del arto. 119 de “Ley de Regulación de La jurisdicción de lo Contencioso Administrativo” ya que en la  Ley Marco de Implementación de Reformas Constitucionales, establece en su arto. 28: “Se elaborara una Ley que establezca las causales y procedimientos establecidos en el arto. 138 inc 11 de la Constitución. Sobre la declaratoria de Inconstitucionalidad  propuesta de oficio sobre los artos. 19 numeral 2, 25, 49, 130, 131, 132, 133 y 139 estimó que no debe de ser declarada, por que no se debió facultar a la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia, para conocer de forma directa de la acción, que se entable en contra de las disposiciones  de carácter  general que dictare la Administración Publica, sin agotar la vía administrativa, por lo que queremos recalcar que, la jurisdicción de lo contencioso-administrativo, de acuerdo con la Constitución Política de la República y el ordenamiento jurídico, conocerá con potestad exclusiva de las pretensiones que se deduzcan en relación con los actos, resoluciones, disposiciones generales, omisiones y simple vía de hechos, así; como en contra de los actos que tenga que ver con la competencia, actuaciones y procedimientos de la Administración Publica, que no estén sujetos a otra jurisdicción.

Así mismo los señores Magistrados, Doctores: Francisco Plata López, Francisco Rosales Arguello, Fernando Zelaya Rojas y Julio Ramona García Vilchez, aprobaron la sentencia en su parte resolutoria, pero disienten del resto de los Magistrados en lo que se refiere al CONSIDERANDO II  en la parte que dice: “…que el quórum que se debe de establecer para la separación de los magistrados es el mismo que se debe de establecer para la separación del cargo es decir el sesenta por ciento esto conforme al los artos.138 numeral 7 y 11 y 162 de la Cn”. El señor Magistrado Doctor Guillermo Selva Arguello, por su parte manifestó que: Disiente de la mayoría de sus colegas y se adhiere al voto disidente de la Magistrado Dra. Josefina Ramos Mendoza. Por su parte el señor magistrado Marvin Aguilar García, adhirió su voto a los disidentes Dra. Josefina Ramos Mendoza y Doctor Guillermo Selva Arguello. 

Sobre los argumentos expuestos por los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia para nombrar la inconstitucionalidad de 30 artículos de la Ley 350 que no fueron recurridos en el escrito de inconstitucionalidad consideramos que no fueron lo suficientemente sólidos ya que el objeto de estos artículos era facilitar al administrado su defensa y acelerar el procedimiento para lograr una sentencia justa, consideramos que lo mas sano hubiese sido establecer a las Salas de lo Contencioso-Administrativo de los tribunales de Apelaciones de la República, para de conocer y resolver sobre esos conflictos , sobre los alegatos expuestos por la Dra. Josefina Ramos en el escrito de sentencia nos adherimos a su voto disidente y estamos de acuerdo en que se debe elaborar una Ley que establezca las causales y procedimientos para la destitución de los magistrados de la CSJ,  por otra parte  estamos de acuerdo que al no existir tales causales y procedimientos el quórum que se debe de establecer para la separación de los magistrados es el mismo que se debe de establecer para la separación del cargo.

Para finalizar, nuestro análisis de la Sentencia No. 40  queremos detallar los diferentes puntos que toca la Ley No. 350, de manera arbitraria pretendiendo anteponerse a nuestro sistema jurídico primero, el párrafo segundo del arto. 119, omite la jerarquía  de  la Constitución Política que es el cuerpo jurídico por excelencia,  violenta artículos de la constitución al plantear la competencia de la  Asamblea  Nacional en asuntos que le competen únicamente al Poder Judicial y omite  garantías constitucionales a las que todo procesado tiene Derecho, así mismo los artículos de la ley 350 que son declarados oficiosamente como inconstitucionales al establecer que serian las Salas de lo Contencioso-Administrativo de los tribunales de Apelaciones de la Republica, las que tendrían la facultad de conocer y resolver sobre esos conflictos y darle  un plazo a la Corte Suprema de Justicia para que eligiera a los integrantes de esas salas, efectivamente la ley mencionada  presenta lagunas jurídicas ya que esta ley violentaba de manera expresa el arto.164Cn. Que establece “ Son atribuciones de la Corte Suprema de Justicia: 10) Conocer y resolver los conflictos administrativos surgidos de la administración publica, y entre estos  y los particulares.  11) Conocer y resolver conflictos los conflictos que surjan entre los municipios, o entre estos y los organismos del gobierno central”. 

Y aunque el Recurso de Inconstitucionalidad se presento contra el Párrafo Segundo del Artículo 119, al realizársele un examen a la Ley se encontró que esta al establecer que serian las Salas de lo Contencioso-Administrativo de los tribunales de Apelaciones de la República, las que tendrían la facultad de conocer y resolver sobre esos conflictos y darle  un plazo a la Corte Suprema de Justicia para que eligiera a los integrantes de esas salas que serían de tres Magistrados propietarios y dos suplentes para un periodo de cinco años, lo cual La CSJ por cuestiones presupuestarias y por razones de índole legal no realizó los nombramientos, la Corte Suprema de Justicia  resolvió declarar de inconstitucionales y en consecuencia inaplicables los Artos. 19 inc.2, 25, 49, 130, 131, 132, 133,136 y a todos aquellos artículos que mencionasen “La Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal de Apelaciones”, 21 párrafo segundo, 33 párrafo primero, 42 párrafo primero, 117 párrafo primero, primera línea que dice: “Sala respectiva del Tribunal de Apelaciones...”, artos. 2 numeral 18), 23, párrafos primero, segundo y tercero, 24, 43, arto. 54 párrafo primero que dice: “Contra la resolución que declare la in admisibilidad de la demanda, cabrá Recurso de Apelación ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Corte Suprema de Justicia”, Arto. 62 párrafo primero, que dice: “la Sala respectiva del Tribunal de primera instancia”, arto 65 párrafo primero, última línea, “Del auto que se pronuncie sobre la suspensión, cabrá el recurso de apelación en efecto devolutivo”, Arto 72 párrafo segundo, “Contra la resolución cabrá el Recurso de Apelación en ambos efectos, que deberá interponerse en un plazo de tres días”, arto. 96, 99 párrafo segundo, ultima línea, “Contra la resolución cabra el recurso de Apelación”, 105, 06, párrafo primero y segundo, 107, 108, 109, 110 párrafo  primero, 11 y 118. 

Declarando de esta manera la Inconstitucionalidad de  31 artículos en total, Y como consecuencia de esa declaración,  la Corte Suprema de Justicia formó una comisión de magistrados y asesores la cual esta encabezada por: Dr. Francisco Rosales en su calidad de Presidente de la Sala de lo Contencioso-Administrativo, así mismo se preparó un proyecto de la ley para una nueva ley de lo Contencioso Administrativo acorde con las disposiciones constitucionales de que es a la Corte Suprema de Justicia, por medio de la Sala respectiva la que le compete conocer y resolver esos conflictos en la vía jurisdiccional especial de lo Contencioso Administrativo, por lo que las reformas propuestas por la CSJ, hacen que el trámite para interponer el recuro en esta vía sea similar al del Recurso de Amparo, es decir ante los tribunales de apelaciones correspondientes para su recepción y estudio formal, una vez recibido y habiendo llenado los requisitos formales que se establecerán en le ley y suspendido el acto reclamado u sus efectos en su caso, será enviado a la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Corte Suprema de Justicia, cuyas funciones junto con las de las otras salas y la corte plena están reglamentadas en la Constitución Política, en los Artos. 163 y 164. Sin embargo queremos agregar que en dicha sentencia, lo notoriamente más afectada es la estructura orgánica de la referida Ley No. 350.

ANÁLISIS DE RESULTADOS.

Como parte del trabajo investigativo acerca del Análisis del Recurso de Inconstitucionalidad promovido contra la Ley 350 “Ley de Regulación de la  Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo”, procedimos a realizar una serie de entrevistas a fin de conocer opiniones de expertos en la materia.

Como efecto consideremos oportuno valorar la opinión de catedráticos, especialistas y conocedores de Derecho Contencioso-Administrativo.

En esta parte que llamamos análisis de resultado se interpretara la información obtenida de las entrevistas a los siguientes connotados juristas: Lic. Pedro Contreas, Dra Georgina Carballo, Dr. Luis Humberto Guzmán, Dr. Jesús González, Dra. Rosa Olimpia Enríquez, Lic. Guillermo Fonseca;  para dar respuesta a los cinco objetivos específicos que trazamos para realizar esta investigación monográfica.
1. DEFINIR LA NATURALEZA JURÍDICA DEL CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO EN NICARAGUA. ¿RECURSO O PROCESO? .

De las entrevistas realizadas a catedráticos,  especialistas y conocedores de derecho Contencioso-Administrativo el resultado obtenido es que el 100 % coinciden que la mejor manera de definir lo Contencioso Administrativo en nuestra legislación es como un proceso ya que este persigue  que el  particular en su carácter de administrado tenga la posibilidad de llevar a la Administración Pública ante los tribunales y tener la posibilidad de presentar elementos probatorios cuando actos de esta Administración Pública les ocasione algún perjuicio manifestando que es un proceso por que cumple con todos los requisitos del proceso.

Es decir que se coincide que dentro del Proceso Contencioso-Administrativo existe una contienda  en el que el administrado pueda llevar a los funcionarios de la Administración Pública frente a tribunales y esperar  probar su pretensión y tener una sentencia justa ya que la naturaleza jurídica de lo contencioso administrativo es la de ser un proceso.

 La diferencia entre ambos seria que el recurso como tal es un medio de impugnación el cual debe de ir debidamente documentado y muchas veces lo difícil del recurso es que no se abre el periodo de prueba  y no se puede demostrar el motivo de la pretensión lo que es contrario al Proceso de lo Contencioso Administrativo donde existe un verdadero debate y entre las partes se entiende que se encuentran en igualdad frente a la Ley  y por lo mismo esto es lo mas complejo que se puede presentar dentro de este Proceso Contencioso, ya que lo que existe es una desigualdad real de la Administración Pública frente al administrado por lo mismo se dice que el Derecho Administrativo es por naturaleza un Derecho protector de los Derechos  Subjetivos que tienen los Administrados.

 Sobre el resultado de la primera parte de este objetivo no tenemos nada que agregar ya que coincidimos con el resultado de conceptualizar lo Contencioso Administrativo como un Proceso.

En el caso de como se debe de establecerse en Nicaragua, este proceso ¿en salas o tribunales especiales? encontramos opiniones encontradas ya que el 75% manifestó que la forma más correcta de adecuar lo Contencioso Administrativo es en Sala, ya que con esto se adecuan garantías para el administrado, se ejerce el derecho a la defensa y existe la inmediación.

Por otra parte el 25% de los entrevistados manifestó que lo ideal seria en tribunales especiales,  por que es lo más saludable para las personas aledañas ya que no seria necesario que viniesen a Managua a interponer una queja contra las arbitrariedades del funcionario público y que a su vez seria novedosa la incorporación de este proceso dentro de nuestro Sistema Jurídico.         

Al respecto nosotros coincidimos con el Dr. Luís Humberto Guzmán “en que no es importante el nombre que adopte (sala o tribunal), lo importante es  la manera en que se ejerza la competencia”.

2.- RESALTAR LA  IMPORTANCIA QUE TIENE PARA NUESTRO ESTADO SOCIAL DE DERECHO, LA LEY  No. 350, “LEY DE REGULACIÓN DE LA JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO”, EN LA TUTELA DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LOS NICARAGÜENSES.

Primeramente este objetivo se desarrollo de esta manera para determinar el grado de importancia que se le dio en nuestro país a la creación de una ley que viniese a subsanar los grandes conflictos que atravesaba el debido proceso, al no existir una ley que regulase la jurisdicción contenciosa y que a su vez esta ley  planteara un procedimiento dentro de nuestro estado social de derecho,  por lo mismo de las entrevistas realizadas, el resultado obtenido es que el 87.5% de los entrevistados resalta que la importancia de esta ley radica en que el administrado tuviese un instrumento jurídico con que defenderse contra la arbitrariedad  del funcionario público y que básicamente la importancia no solamente es la defensa de la legalidad sino que representa la defensa del administrado contra el abuso de poder.

Así mismo el otro 12.5% de los entrevistados manifestó su  importancia en que , si  una persona o un grupo de  personas interponen la demanda los efectos  que surten no solo es para el que interpuso de demanda si no que es para todos, de manera general, es decir dentro de nuestro estado social de derecho van de la mano tanto los efectos jurídicos que surjan dentro del acto como el proceso que conlleva esta queja ya que para que pueda existir dicho proceso y efectos debió existir la posibilidad de crearse esta ley dentro de nuestro estado social  de derecho.

Cabe destacar que en un Estado Social de Derecho impera lo ordenado por la Ley y se respetan las decisiones judiciales, aunque en nuestro país no se lleve a la práctica por las fuerzas políticas que manosean el sistema.

3.-  DETERMINAR SI LA SENTENCIA EMITIDA POR LA CORTE  SUPREMA DE JUSTICIA SOBRE EL RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD INTERPUESTO CONTRA LA LEY No. 350, “LEY DE REGULACIÓN DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO”, ES APEGADA A DERECHO.

Sobre este acápite en las entrevistas realizadas, encontramos opiniones encontradas ya que el 62.5% manifiesta que la sentencia emitida por la CSJ es apegada a derecho, sin embargo la ley a perdido eficacia  por la declaración  de inconstitucionalidad por que el objeto de la misma  era pronunciarse sobre asuntos particulares y no solo sobre asuntos de índole general ya que si el particular se ve afectado por una resolución de alguna autoridad estatal, como por ejemplo: La alcaldía, no podrá iniciar la acción Contenciosa Administrativa sin embargo si la resolución de la alcaldía afectase a la comunidad de un barrio de manera general si podrán entablar dicho proceso entonces ¿que pasa con el particular?¿quien resolverá entonces su petición? si la creación de esta ley era buscar solucionar el problema del particular y lograr una equidad entre ambos y es lamentable que en la búsqueda de una solución a la pretensión del particular  de defenderse contra las arbitrariedades que pudiesen suscitarse, se convirtiesen un conflicto interno poder legislativo vs. Judicial ya que al entablarse un proceso contra el párrafo de la Segundo del Articulo 119 de la Ley No 350 “Ley de Regulación de la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo desencadeno un examen al cuerpo de la referidas ley dejando al particular nuevamente en indefensión por la búsqueda de poder

Y el 37.5 % restante manifestó que esta sentencia es Ultrapetita, por que se resolvió más de lo que se había pedido, ya que el recurrente al entablar el Recurso de Inconstitucionalidad ante la Excelentísima Corte Suprema de Justicia,  se refería única y exclusivamente al Párrafo Segundo del Articulo 119 de la Ley No. 350, “Ley de Regulación de la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo” y no a los artículos 19 inc.2, 25, 49, 130, 131, 132, 133,136 y  a todos aquellos artículos que mencionasen “la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal de Apelaciones”, 21 párrafo segundo, 33 párrafo primero, 42 párrafo primero, 117 párrafo primero, primera línea que dice: “Sala respectiva del Tribunal de Apelaciones...”, artos. 2 numeral 18), 23, párrafos primero, segundo y tercero, 24, 43, arto. 54 párrafo primero que dice: “Contra la resolución que declare la in admisibilidad de la demanda, cabrá Recurso de Apelación ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Corte Suprema de Justicia”, Arto. 62 párrafo primero, que dice: “la Sala respectiva del Tribunal de primera instancia”, arto 65 párrafo primero, última línea, “Del auto que se pronuncie sobre la suspensión, cabrá el recurso de apelación en efecto devolutivo”, Arto 72 párrafo segundo, “Contra la resolución cabrá el Recurso de Apelación en ambos efectos, que deberá interponerse en un plazo de tres días”, arto. 96, 99 párrafo segundo, ultima línea, “Contra la resolución cabra el recurso de Apelación”, 105,106, párrafo primero y segundo, 107, 108, 109, 110 párrafo  primero, 11 y 118 de la referida ley en la que se atento contra la estructura de la Ley 350.

4 .- ESTABLECER QUE EFECTOS JURÍDICOS A PROVOCADO LA DECLARACIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD DE TREINTA Y UN ARTÍCULOS DE LA LEY No. 350.

El resultado obtenido en este objetivo fue que el 75% coincidió en que uno de los efectos mas sobresalientes de esta Inconstitucionalidad es que no se puede recurrir en contra de un acto administrativo que lesiones intereses subjetivos ya que solamente se podrá recurrir contra disposiciones de carácter general, es decir deja en indefensión al administrado frente a la administración pública.

Un  12.5 % de los entrevistados coincidió en que con esta declaratoria de Inconstitucionalidad se creo una  mayor impunidad para los funcionarios públicos problemática que enfrenta y ha  enfrentado nuestra nación.

Por otra parte otro 12.5 % de los entrevistados manifestó que el alcancé jurídico mas sobresaliente que genero esta inconstitucionalidad es dejar en indefinición. a la población  y mas las personas de escasos recursos ya que este proceso es costoso para los abogados que no viven en Managua, ya que incurren en gastos para interponer dicho proceso y mas para darle seguimiento.

CONCLUSIONES

1. El Estado Social de Derecho representa grandes logros en cuanto a derechos y garantías de los ciudadanos frente a la administración pública y enmarcados en ese cúmulo de derechos y garantías es que se da el surgimiento de la Ley No. 350 “Ley de Regulación de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo”, que de ser aplicada con el fundamento y espíritu que persigue el Derecho Contencioso Administrativo representaría un gran avance para el control que debe poseer el ciudadano frente a la administración del Estado.  

2. La Ley No. 350, “Ley de Regulación de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativa” es un instrumento que se le  proporcionó a los administrados para defenderse  contra los actos emitidos por la   administración pública en el ejercicio de sus funciones y que fueran en detrimento de los derechos de los ciudadanos.

3. Uno de los aspectos mas sobresalientes que ha dejado la Sentencia No. 40 es que restringe el acceso a la Justicia en el ámbito Contencioso Administrativo a la población de escasos recursos de los municipios alejados a nuestra capital; ya que al establecerse la competencia únicamente dentro de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la C.S.J, el ciudadano o los ciudadanos no tendrán los suficientes recursos económicas para encarar un proceso y darle seguimiento en Managua y por ende se violenta el principio de igualdad ante la Ley que consagra la Constitución en el Arto. 27.
4. Es necesario aplicar la Ley No. 350, en el sentido de que abarque no solo las disposiciones de carácter general sino también en disposiciones de carácter particular.

5. Al emitirse la Sentencia No. 40, de parte de la CSJ, que aborda los aspectos de Inconstitucionalidad sobre el párrafo segundo del arto. 119 y sobre los 30 artículos que formaban parte  de la estructura de los Tribunales Contenciosos Administrativo de la Ley No. 350, se limitó los  alcances y efectos jurídicos de la propia ley al dejar un monopolio de la actividad contenciosa administrativa en manos de la sala Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia, lo cual vulnera el Pacto de San José que nos plasma que en todo proceso debe existir doble instancia.  

6. Con la conversión del proceso contencioso administrativo, se paso a establecer una especie de recurso de amparo por lo menos en cuanto a su interposición  y tramitación  sin noción propia de un proceso o un juicio  entre partes defendiendo sus pretensiones y con la oportunidad de que las sentencias puedan ser revisadas por un órgano superior  mas especializados.

7. La carga de trabajo que poseen actualmente los magistrados de la sala de lo contencioso administrativo que a su vez ejercen funciones jurisdiccionales dentro de otras salas atenta contra la celeridad e inmediatez procesal ya que por su excesiva carga de trabajo estos magistrados no podrán dedicarse exclusivamente  a la materia Contenciosa Administrativa  por lo cual en virtud de aunar esfuerzos  para erradicar la retardación de justicia  mas bien se esta fomentando.

RECOMENDACIONES.



La declaración de Inconstitucionalidad de 31 artículos de la Ley No. 350 “Ley de Regulación de la Jurisdicción de lo Contencioso-Administrativo, representa una cercenación importante a este texto legal y más aun a los Derechos Constitucionales plasmados en el Arto. 34 Cn. Es por tal motivo que nosotros proponemos una reforma estructural a la Ley que estará orientada de la siguiente manera.

· Dejar claramente establecido en el articulo 26 quienes tienen la Capacidad Procesal en este Proceso. Por que de la manera en que esta planteado en la Ley No. 350, se presta a dos interpretaciones. 
a) Pueden entablar un Proceso Contenciso-Adminsitrativo, todos aquellos ciudadanos que consideren que la Administracion Pública actuando en su carácter le ha violentado un Derecho. 

b) Y la otra interpretacion que se deriva del articulo mencionado es que un ciudadano en su carácter individual que considere que la administracion le violentado un derecho pueda hacer  uso del Proceso Contencioso Administrativo. Que en nuestro entender es la forma correcta y el espiritu de la Ley, pero que en la actualidad se ha degenerado y se interpreta de la manera planteada en el inciso a) de este acapite.
· Garantizar dentro de la Ley de lo Contenciosos-Administrativo el derecho a la doble instancia Constitucional que posee cada parte dentro de un Proceso que considere que la Sentencia emitida por el Juez o Tribunal agravia su derecho.

· Plantear  una reforma a la Constitución en su articulo 164 inc. 10 que dice lo siguiente “Conocer y resolver los conflictos administrativos surgidos entre los órganos de la administración pública y entre estos y los particulares”, el cual deberá decir: “ Conocer y resolver en segunda instancia los conflictos administrativos surgidos entre los órganos de la administración pública y entre estos y los particulares”. 

Con dichas reformas no existirá impedimentos legales  para crear Salas o Tribunales de lo Contencioso-Administrativo en las circunscripciones Departamentales para que conozcan en primera instancia del Proceso de lo Contencioso-Administrativo.
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